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La obligación que tiene el Estado de consultar a los Pueblos Indíge-
nas en relación con la implementación y la instalación de proyectos que 
sean susceptibles de afectarles directamente, ha vuelto a ubicar en el 
centro del debate el carácter democrático o no del Estado guatemalte-
co, y a sopesar la voluntad política que existe en las autoridades esta-
tales de cumplir con dictados contenidos en el derecho internacional en 
materia de derechos humanos, luego de que la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (CIDH), instancia de la Organización de Estados 
Americanos (OEA), dictara en mayo pasado al gobierno de Álvaro Co-
lom y la Unidad Nacional de la Esperanza (UNE), un conjunto de Medi-
das Cautelares que están relacionadas con las explotaciones de oro y 
plata que lleva a cabo el proyecto minero Marlin, operado por Montana 
Exploradora, subsidiaria de la transnacional canadiense Goldcorp Inc., 
en los municipios de San Miguel Ixtahuacán y Sipacapa, departamento 
de San Marcos.

En síntesis, el conjunto de medidas dictadas por esta instancia 
internacional llama a suspender la explotación y demás actividades 
relacionadas del proyecto minero en mención, y a la implementación 
de medidas efectivas para prevenir la contaminación ambiental hasta 
que sea resuelta la demanda que fue presentada ante la CIDH, des-
de diciembre 2007, por 18 comunidades de ambos municipios. En ese 
sentido, las Medidas Cautelares son producto del Caso Sipakapa que ha 
venido siendo litigado ante la CIDH tras efectuarse la Consulta Comu-
nitaria de Buena Fe en ese municipio en el año 2005.

Con anterioridad a este bloque de medidas, el Comité de Expertos 
de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) también solicitó al 
gobierno de Colom la suspensión de las operaciones mineras en San 
Marcos y en San Juan Sacatepéquez, ya que no se había consultado 
a esos Pueblos sobre estos proyectos, en concordancia con lo dictado 
por el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales, y en tanto que 
existían denuncias de violaciones a los derechos humanos de las comu-
nidades indígenas causados por esas explotaciones. El gobierno actual 
sin embargo, nunca respondió.

En el caso de las medidas cautelares, pese a que la suspensión de 
las actividades mineras solicitada por la CIDH es de tiempo indefinido y 
debía decretarse inmediatamente, el gobierno no las suspendió y exis-
te el temor de que los procedimientos administrativos abiertos para el 
caso, al final sean un paliativo para que la mina siga funcionando. Un 
ejemplo para pensar esto es la reciente prórroga a Perenco del contrato 
2-85, Xan, instalado en Laguna del Tigre, Petén, que el gobierno pro-
mulgó en medio de rechazos a la medida, de advertencias de incons-
titucionalidad así como de denuncias del favorecimiento de intereses 
económicos privados. En este caso no hay una instancia de derecho 
internacional que haya dictado medidas cautelares y, al igual que en el 
caso de la mina Marlin, tampoco hubo una consulta a las comunidades 
afectadas, amén de violaciones contundentes a la Convención Ramsar 
de Humedales.

La Consulta Comunitaria es un derecho de los Pueblos Indígenas 
a expresarse no sólo de cara a la instalación de megaproyectos y de 
actividades extractivas como las de minería y petróleo que afectan e 
invaden sus territorios, sino ha sido una práctica ancestral, utilizada 
comúnmente como forma de organización y de expresión, consagrada 
en el Convenio 169 como el derecho de los Pueblos a decidir sus propias 
prioridades de desarrollo y de participar en la formulación, aplicación 
y evaluación de los planes y programas de desarrollo susceptibles de 
afectarles directamente, mediante el consentimiento previo, libre e in-
formado. No son pues expresiones antojadizas de los Pueblos Indígenas 
ahora que está teniendo lugar este boom de las actividades extractivas 
y la instalación de megaproyectos en Guatemala.

El temor y el peligro que existe es que se pretenda normar las Con-
sultas Comunitarias con mecanismos y leyes entramadas en el derecho 
del Estado liberal que finalmente las limiten y las hagan susceptibles 
de ser manipuladas, obviando que Convenios Internacionales como el 
169, tienen preeminencia sobre el andamiaje jurídico interno.
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Ideología y Derecho  
para la libre determinación 

del Pueblo Maya
Introducción

Preciso aclarar que el presente ensayo es de contenido predominantemen-
te jurídico. Se reflejan las principales ideas del autor para orientar el litigio es-
tratégico del pluralismo jurídico en Guatemala, partiendo del derecho humano 
colectivo a la autodeterminación, que consiste en:

La idea esencial (…) que los seres humanos, individualmen-
te o como grupos, tienen por igual el derecho de ejercer el 
control sobre sus propios destinos y de vivir en los órdenes 
institucionales de gobierno que se diseñen de acuerdo con 
ese derecho1.

Tal situación sólo puede ser comprendida en su justa dimensión desde 
la perspectiva de los mismos Pueblos, puesto que son los sujetos colectivos 
que continúan resistiendo la dominación del Estado guatemalteco, junto a su 
máxima expresión ideológica: el Genocidio2. Tal premisa es fundamental para 
profundizar en el desmantelamiento de los pilares coloniales jurídicos, ideoló-
gicos, políticos y económicos sobre los cuales se asienta el Estado guatemal-
teco, punto de partida para adoptar medidas de no repetición que tiendan a la 
eliminación de dichas estructuras.

Jurídicamente, los índices sociales en que se encuentran los Pueblos In-
dígenas debieran ser suficientes para limitar el reformismo legal producto del 
sistema inquisitivo, reconociendo que la problemática es sobre todo política e 
ideológica.

Esta situación se refleja, por ejemplo, en la argumentación del Ministro de 
Energía y Minas, Carlos Meany, sobre el incumplimiento del Convenio 169 de 
la Organización Internacional del Trabajo (OIT), cuando expresa que:

Se encuentra imposibilitado de realizar consultas de confor-
midad con el Convenio debido a la falta de una regulación 
específica sobre esta materia.

En consecuencia, la OIT le responde que: 

Por Carlos 
Loarca

Licenciado en 
Ciencias Jurídicas 
y Sociales de la 
USAC; Especial-
ista en Derecho 
Consuetudinario 
Indígena por la 
Universidad de San 
Carlos de Guatema-
la (USAC) y por la 
Universidad Nacio-
nal Autónoma de 
México (UNAM); 
Máster en Derechos 
Humanos, Es-
tado de Derecho 
y Democracia en 
Iberoamérica por 
la Universidad de 
Alcalá, Madrid, 
España. Asesor 
del Caso Sipakapa 
ante la Comisión 
Interamericana de 
Derechos Humanos 
(CIIDH).

1.	 Anaya, James. “El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación tras la adopción de la Declaración”. Relator Especial de las Naciones Unidas 
sobre la situación de los derechos humanos y libertades fundamentales de los indígenas, 2008.

2.	 “Guatemala, memoria del silencio”. Comisión de Esclarecimiento Histórico (CEH) de las Naciones Unidas. Guatemala, conclusiones y recomendaciones del 
Informe de la CEH, 1999.
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El derecho de los Pueblos Indígenas a ser consultados cada 
vez que se prevean medidas susceptibles de afectarles direc-
tamente, se desprende directamente del Convenio indepen-
diente de que se haya reflejado o no en algún texto legislati-
vo nacional específico3.

Para trascender la cultura inquisitiva del derecho guatemalteco oficial, ali-
mentado sustantivamente, entre otros factores, por el racismo, la opresión de 
género y la explotación/exclusión socioeconómica, es imprescindible integrar 
en el análisis dichas realidades, inseparables e interactivas, para la refunda-
ción del Estado guatemalteco en un Estado Plural con equidad.

Otra premisa de tipo ideológico, esencial para la lucha contra la domina-
ción del Estado, es reconocer que el hilo conductor ancestral de la cosmovisión 

de los Pueblos originarios mesoamericanos se mantiene hasta 
nuestros días. Este hilo conductor y la situación 

desde el Pueblo Maya es el marco donde se 
inscriben las tres realidades planteadas en 
el presente trabajo. Este hilo conductor es 

el eje esencial de la multiculturalidad guate-
malteca para la autodeterminación4, lo que 
se ha dado en llamar mayanización5.

En tal sentido, abordar la base ideo-
lógica de la que parto, caracterizada an-
cestralmente, implica el abordaje de los 

tres problemas formulados a discutir. La 
interacción entre el racismo y la exclusión 

socioeconómica es a estas alturas innegable.

El factor étnico da una base ideológica a la desigualdad 
económica y a la exclusión política (…) Se puede apreciar 
en el hecho de que la mayoría de los pobres de Guatemala 
sean indígenas, o de que la mayoría de los indígenas sean 
pobres (…) La sociedad está étnicamente ordenada a través 
de los efectos del racismo estructural…6.

Sobre la intensidad de la violencia contra la mujer, se ha llegado a la ne-
cesidad de presentar ante el Congreso de la República, iniciativas que tipifican 
el feminicidio y otras formas de violencia contra la mujer7. Recientemente, un 
Tribunal de Conciencia declaró: 

Como quedó demostrado la violación sexual durante el con-
flicto armado interno se cometió en concurrencia con otros 
delitos gravísimos como el Genocidio y/o Delitos contra los 
deberes de humanidad (…) Los actos directamente imputa-

Glifo que repre-
senta la justicia 
maya

3.	 Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomendaciones. Conferencia Internacional del Trabajo, 99ª reunión, 2010. Oficina 
Internacional del Trabajo, Ginebra, página 884.

4.	 “Artículo 3. Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud de ese derecho determinan libremente su condición política y persiguen 
libremente su desarrollo económico, social y cultural.” Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 2007.

5.	 Bastos, Santiago; Cumes, Aura; Lemus, Leslie. “Mayanización y vida cotidiana, la ideología multicultural en la sociedad guatemalteca”. Texto para debate. 
Guatemala, FLACSO Guatemala, CIRMA, CHOLSAMAJ, 2007, p.11.

6.	 Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). I”nforme nacional de desarrollo humano: Diversidad étnico-cultural: La ciudadanía en un 
Estado plural”. Guatemala, 2005, página 16.

7.	 Diario de Centro América. Guatemala, 6 de marzo de 2008, página 3.
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bles al Estado fueron realizados por funcionarios o emplea-
dos públicos y agencias estatales de fuerzas de seguridad 
y militares (…) Que el hecho notorio de que ningún jefe, 
oficial o mando medio del Ejército o de las fuerzas de se-
guridad del Estado fuera procesado ni condenado por estas 
acciones violatorias de los derechos humanos a lo largo de 
tantos años, refuerza la percepción de que en su mayoría las 
violaciones cometidas fueron resultado de una política de 
orden institucional, que aseguró una impenetrable impuni-
dad, la cual persiste hasta el día de hoy8.

Los hechos anteriores, entre otros, ha significado que las mujeres, mayo-
ritariamente mayas, caractericen al Estado como patriarcal, racista y autori-
tario9, a tal extremo que en la actualidad se ha instalado una Comisión de las 
Naciones Unidas contra la Impunidad en Guatemala (CICIG). Por otro lado, es 
posible ejemplificar el papel de los medios de comunicación masivos del país 
cuando al referirse a la Declaración de las Naciones Unidas para los Derechos 
de los Pueblos Indígenas, en un editorial se dijo que dicha Declaración:

Es retórica bella, pero inútil.10

En consecuencia, los tres problemas fundamentales a discutir están inte-
rrelacionados, con lo cual se refleja una posición ideológica sin ambigüedades 
para encontrar la materialización del derecho fundamental colectivo a la libre 
determinación del Pueblo Maya en Guatemala.

En el presente trabajo no pretendo insinuar que las Consultas de Buena Fe 
son el remedio de tantos males, sino su potencial contenido articulador para la 
interculturalidad de los pueblos en Guatemala.

Por ser un artículo principalmente jurídico, a continuación abordo en el 
primer apartado, el aspecto cosmogónico como un legado histórico hasta hoy, 
que permea los tres problemas planteados; luego me refiero al racismo desde 
el derecho a la igualdad y la prohibición de la discriminación racial; después 
planteo la relación entre la exclusión socioeconómica y la autodeterminación 
de los Pueblos para luego, abordar, las Consultas de Buena Fe contra la opre-
sión de género. Finalmente, el derecho fundamental colectivo de Consulta de 
Buena Fe, y su inserción en el Bloque de Constitucionalidad.

El hilo conductor ancestral como legado ideológico

Los siguientes planteamientos pretenden contribuir al debate sobre los 
problemas fundamentales para la refundación del Estado guatemalteco, donde 
encontremos representación política todos los Pueblos en el ejercicio del poder 
público, abordando la base ideológica sobre la cual debe sustentarse la plura-
lidad jurídica de los litigios estratégicos.

Preciso referirme al período originario previo a la invasión española, des-

8.	 Tribunal de conciencia contra la violencia sexual hacia las mujeres durante el conflicto armado interno en Guatemala. Pronunciamiento final. Guatemala, 5 
de marzo de 2010.

9.	 La Cuerda: Miradas feministas de la realidad. Guatemala, febrero 2008.  Año 10, No. 108, página 3.

10.Prensa Libre del 14 de septiembre de 2007. http://www.prensalibre.com/pl/2007/septiembre/14/182463.html
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echando planteamientos simplistas estilo NATIO-
NAL GEOGRAPHIC, que concluyen en el declive y 
colapso final de la civilización Maya11.

El planteamiento históricamente serio y 
por tanto debatible, es la explicación sobre las 
profundas transformaciones sociales en Meso-
américa “por la desintegración de los Estados 
teocráticos”12, lo cual marca el final del periodo 
clásico y no de la civilización Maya. En cuanto al 
período post-clásico en el área maya, los caste-
llanos se encontraron con procesos hacia formas 
superiores de organización social, donde la desin-
tegración del poder fundamentalmente teocrático 
reflejado en los grandes templos, compartía su 
lugar con lo militar y comercial, junto a procesos 
migratorios que generaron transformaciones cul-
turales y socioeconómicas, donde las relaciones 
de poder entre los diferentes Estados mesoame-
ricanos buscaban equilibrios con base a la expan-
sión territorial como una estrategia de sobrevi-
vencia política, cultural y comercial.

La Mesoamérica de esos días era tan inestable como la Eu-
ropa de esa época: un cambio continuo de alianzas y leal-
tades13.

Por tanto, los Pueblos de aquel entonces en el área maya no habían co-
lapsado y menos desaparecido. En consecuencia, los invasores se encontraron 
entre pueblos con niveles de desarrollos ideológicos…

…de un grado elevado de sistematización, de todo un ins-
trumental” que permite desarrollar esta materia14 (…) debi-
do a la creación de un sistema de numeración, la creación 
de calendarios exactos que registran y proyectan no sólo el 
transcurrir de los días sino también sus cualidades, la crea-
ción de un sistema de escritura y la creación del maíz, dan 
testimonios de la rigurosidad integral humana en comunión 
profunda con el Cosmos15.

En tal contexto, es imprescindible pronunciarse contra el “problema del 
indio”, que vio al Pueblo Maya como:

Una raza agotada, y de ahí que para salvarla, antes que de 
una reacción económica, psicológica o educacional, haya 
necesidad de una reacción biológica. ¡Vida, sangre, juven-
tud, eso hace falta al indio! Hágase con el indio lo que con 

Templo I en 
Tikal, Petén.

11.NATIONAL GEOGRAPHIC.”Mayas, esplendor y colapso de una civilización”. Agosto, 2007.

12.Maestría Internacional, Interdisciplinaria y plural, etnicidad, etnodesarrollo y derecho indígena. Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad 
de San Carlos de Guatemala; Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México. México/Guatemala, 2001, p.188.

13.Akkeren, Ruud,van. “La visión indígena de la conquista”. Guatemala: Serviprensa, 2007, página 43.

14.Harnecker, Marta. “Los conceptos elementales del materialismo histórico (nueva edición corregida y aumentada)”. Siglo veintiuno editores, quincuagésima 
cuarta edición, México, 1986, página 111.

15.“Cosmovisión Maya, plenitud de la vida”. PNUD Guatemala, primera edición 2006, página 4.

Imagen: Google
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otras especies animales cuando presentan síntomas de de-
generación16.

En el mismo sentido se expresaron otros autores:

…aparece como “una suma de carencias orgánicas y cultu-
rales” (…) que se ha ido sumando a lo largo de cuatro siglos 
de historia, incluida la más reciente (…) han bloqueado el 
desarrollo de las facultades físicas e intelectuales del indíge-
na, encerrándolo en una situación de esclavo, de siervo, o de 
trabajador asalariado semiservil (…) He ahí los principales 
elementos para la comprensión histórica de la mitad de los 
guatemaltecos (…) es que históricamente los indios son un 
producto del régimen colonial, un resultado de la opresión 
y la explotación de los nativos; que la perduración de la po-
blación indígena después de la colonia no es otra cosa que 
la perduración de la clase servil colonial; y finalmente, que 
la perduración de una mayoría indígena en la época actual 
(...) responde, en primer lugar, a la acción inercial de cuatro 
centurias de servidumbre…17.

En otras palabras:

Debe también contemplar la posibilidad de que la condición 
de indio puede ser la causa de que los trabajadores asala-
riados indios se mantengan en una situación desventajosa, 
en relación con los ladinos18, es decir, la lucha de los indíge-
nas guatemaltecos es económica o no es. La reivindicación 
cultural forma parte subordinada de la lucha económica, 
porque ésta es la base de la discriminación etnocultural19.

Esa supuesta subordinación de la pertenencia étnica a la clase social pa-
rece haberse esfumado con la experiencia boliviana. Por ello, es importante 
redescubrir las clases sociales pero desechando enfoques que las hicieron om-
nicomprensivas, capaz de explicarlo todo, que en su contraparte terminaba no 
explicando nada. Por ello hay que comenzar señalando que la noción de clases 
sociales apunta a desentrañar el núcleo articulador de la sociedad moderna 
capitalista. No más, pero tampoco menos20.

Hoy día, como es sabido y documentado ampliamente, los Pueblos Mayas 
conservan las bases fundamentales del legado ideológico de aquellos Pueblos 
mesoamericanos en plena efervescencia científica-cultural previa a la invasión 
europea, cuando…

Pese a las experiencias terribles y, las más de las veces in-
comprensibles, por las que tuvieron que pasar gobernantes 

16.Asturias, Miguel Ángel. “Sociología guatemalteca: El problema social del indio”. Tesis de Licenciatura 1923. Universidad de San Carlos de Guatemala. 
Editorial universitaria, Guatemala, abril de 2007, página 103.

17.Martínez Peláez, Severo. “La patria del criollo Ensayo de interpretación de la realidad colonial guatemalteca”.  Séptima edición: Editorial de la Universidad 
Autónoma de Puebla, México, 1982, páginas566, 567, 570.

18.Figueroa Ibarra, Carlos. “El proletariado rural en el agro guatemalteco”. Editorial universitaria de Guatemala, USAC, primera edición, septiembre de 1980, 
página 466.

19.http://www.elperiodico.com.gt/es/20080409/opinion/52103/

20.Osorio, Jaime. “Fundamentos del análisis social, la realidad social y su conocimiento”. Fondo de Cultura Económica, Universidad Autónoma Metropolitana, 
México, 2001, página 103.
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y gobernados ante el impacto de la cristianización forzada a 
la que se vieron compelidos, el hilo conductor de las creen-
cias ancestrales, tensado al máximo, no llegó a romperse21.

Ese hilo conductor ancestral es el legado ideológico originario que se man-
tuvo durante el período histórico colonial, y que, en su complejidad dialéctica, 
hoy pervive en sus elementos esenciales, fortaleciéndose y aumentando día 
con día: no está agotado. Como pretendo demostrar en los siguientes apar-
tados, el movimiento comunitario consultivo maya de buena fe –movimiento 
consultivo maya-, acredita tal legado, no por ser lo único sino por su masivi-
dad en cuanto al derecho fundamental analizado en el presente trabajo. Por 
tanto:

El producto del régimen colonial es la estructura racista-
patriarcal de explotación socio-económica.   La población 
ha sido dominada, pero nunca fue conquistada ni sometida 
en ese terreno22.

Y por supuesto que no son los de antes 
como no lo es ningún pueblo en la faz de 
la tierra, debido a los procesos históricos 
evolutivos de la humanidad, desechando 
cualquier perspectiva romántica.

Precisado el contexto ideológico, paso 
a desarrollar los tres problemas funda-
mentales señalados en la parte introduc-
toria en cuanto a las “tres fuentes princi-
pales de desigualdad, la clase, la raza y el 
sexo”23.   Tales problemas, aunque dife-
renciados, tienen una relación dialéctica, 
es decir, ninguno de los tres está subordi-
nado, se recrean en cuanto al contexto en 

sus limitaciones y alcances, donde el lugar que ocupó alguno en cierto contex-
to, puede pasar a ser ocupado por otro, interactuando sin fórmulas, sino…

…Como un manantial inagotable de procesos de enseñanza-
aprendizaje24.

En este marco, los sistemas jurídicos en la Guatemala de hoy, conforman 
complejidades que se sobreponen a los intereses en juego, como por ejemplo, 
el resguardo cultural de los cerros y ríos contra la explotación minera a gran 
escala y las grandes hidroeléctricas, proyectos en beneficio de la oligarquía 
guatemalteca25 e internacional. Los sistemas jurídicos se amplían o retraen en 

21.Guzmán Böckler, Carlos. “Cuando se quiebran los silencios, lo que todos debemos saber sobre la Historia de Guatemala”. Cholsamaj, primera edición, 
Guatemala, 1996, página 37.

22.Guzmán Böckler, Carlos. “Donde enmudecen las conciencias, crepúsculo y aurora en Guatemala”. Secretaría de Educación Pública, CIESAS. México, D.F., 
primera edición, 1986, página 85.

23.Bobbio, Norberto. “Derecha e izquierda”, 1995, página 173.

24.Recancoj Mendoza, Mario; Recancoj Mendoza, Francisco. “PEDAGOGÍA MAYA”. Coedición de Escuela Superior de Educación Integral Rural –ESEDIR- 
Mayab’ Saqarib’l, Editorial Saqil Tzij. Guatemala, abril de 2002, página 58.

25.“La génesis de la clase dominante guatemalteca hay que buscarla en la época colonial. La conforman desde sus inicios aquellas personas o grupos de fami-
liares que se apoderan de la tierra y el trabajo del indio a partir de la conquista. Una vez configurada la sociedad colonial, este grupo inicial tiene acceso a los 
cargos públicos locales y los monopoliza.” Casaús Arzú, Marta Elena. “Guatemala: linaje y racismo”. F&G editores, tercera edición, revisada, ampliada y 
actualizada, 2007 [Primera edición: marzo de 1992, FLACSO Costa Rica], página 253.

Barrilete del mu-
nicipio de Sum-
pango, Chimal-
tenango, cuyo 
mensaje apela al 
despertar de la 
conciencia maya.

Imagen: Google
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función de las tensiones en cuanto a la libertad en el grado 
de control social para su aplicación, por ejemplo, restringir 
el acceso al agua potable en una comunidad por violación 
de normas comunitarias, está limitado por la posibilidad 
autoritaria de injerencia del fiscal y del juez.

De tal manera que la pluralidad jurídica se mueve con-
forme a la diversidad cultural guatemalteca de un extremo 
a otro, entre la autonomía de las normas jurídicas en es-
pacios geográficos y temporales culturalmente diferencia-
dos, dentro del sistema jurídico maya y del oficial, en es-
pacios de coordinación o sobreposición caracterizados por 
competencias judiciales difusas, es decir, espacios donde 
confluyen normas, conductas, principios, reglas, ideolo-
gías, entre otras, con diversa pertenencia cultural. Hasta 
hoy no es posible hablar de coordinación entre los siste-
mas jurídicos, puesto que no existe el diálogo intercultural 
que consensue los respectivos mecanismos.

En esta complejísima realidad, el derecho constitucio-
nal fundamental a la igualdad entre los pueblos es beli-
gerante en relación a los tres problemas planteados. La 
beligerancia normativa se encuentra en que la igualdad se 

constituye en una garantía constitucional de los Pueblos, siempre y cuando se 
cumpla con el derecho de Consulta de Buena Fe. Ese tipo de consulta como 
garantía de igualdad constitucional en el litigo estratégico de los derechos co-
lectivos de los Pueblos Indígenas, se dirige a resolver los tres problemas fun-
damentales planteados, no porque sea suficiente la acción jurídica sino porque 
debe ser ideológicamente coherente para ser contundente.

De ahí que:

Los derechos humanos son insuficientes para responder 
adecuadamente a las exigencias de las comunidades indíge-
nas (puesto que) mientras los derechos humanos tienen a los 
individuos como su referente fundamental (muchos Pueblos] 
tienen a las comunidades como su referente primordial26.

De ahí que los derechos humanos deben abordarse de forma culturalmente 
diversa.   

1.1 Derecho de igualdad y prohibición de la discriminación racial

Para ubicarse como partidario de la igualdad y la no discriminación27 entre 
los Pueblos, es necesario posicionarse a partir de una concepción igualitaria de 
la vida en todos los ámbitos, sin ambigüedades ideológicas. Donde el bien jurídi-
co de la igualdad debe ser el principal límite a la libertad. La libertad como prin-
cipal bien jurídico del liberalismo se limita a reconocer la igualdad formal ante 
la ley, afirmando lo natural de las desigualdades materiales. Por ello debemos 
tomar partido ideológico al respecto para identificar la coherencia entre nuestras 

26.Bonilla Maldonado, Daniel. La Constitución multicultural. Bogotá. Siglo del Hombre Editores; Universidad de los Andes – Facultad de Derecho; Pontificia 
Universidad Javeriana –Instituto Pensar; 2006, p.21.

27.La Corte Interamericana ha determinado que el principio de igualdad ante la ley, igual protección ante la ley y no discriminación, pertenece al jus cogens.   
Opinión consultiva OC-18/03, Condición jurídica y derechos de los migrantes indocumentados, párrs. 100-101. Citado por Daniel O’Donnell en Derecho 
Internacional de los derechos humanos de la Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Bogotá, abril 
de 2004, p.77.

De tal manera que la pluralidad 
jurídica se mueve conforme a la 
diversidad cultural guatemalte-
ca de un extremo a otro, entre 
la autonomía de las normas ju-
rídicas en espacios geográficos 
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argumentaciones y la práctica a favor de la igualdad entre los Pueblos y, por 
tanto, acordando que la máxima expresión de la Democracia y el Estado Plural 
de Derecho es el derecho humano a la libre determinación de los Pueblos.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha sentenciado, 
conforme a la famosa definición aristotélica de justicia28, que: 

…Es un principio establecido en el derecho internacional 
que el trato desigual a personas en condiciones desiguales 
no necesariamente constituye discriminación no permitida29.

Tal principio del derecho internacional debería ser suficiente para la igual-
dad jurídica entre los Pueblos.   Los Pueblos y los individuos indígenas son 
libres e iguales a todos los demás Pueblos y personas30. La materialización de 
la igualdad hubiera llevado a desarrollos simétricos entre los Pueblos, lo cual 
hubiese facilitado la convivencia multicultural pacífica; sin embargo, la estruc-
tura colonialista y sus formas contemporáneas de racismo continúan cobrando 
factura a la multiculturalidad. 

En el mismo sentido de la CIDH se ha pronunciado la Corte de Constitu-
cionalidad (CC) guatemalteca, al considerar la constitucionalidad del Convenio 
169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), expresando que:

Al encontrarse los sujetos que integran un pueblo en des-
iguales circunstvancias que los que forman otros sectores de 
la sociedad, pueden ser tratados en forma diferente sin que 
ello viole el Artículo 4. de la Constitución31.

El Artículo 4 de la Constitución Política de la República mandata a los 
poderes públicos:

En Guatemala todos los seres humanos son libres e iguales en digni-
dad y derechos. El hombre y la mujer, cualquiera que sea su estado ci-
vil, tienen iguales oportunidades y responsabilidades. Ninguna persona 
puede ser sometida a servidumbre ni a otra condición que menoscabe 
su dignidad. Los seres humanos deben guardar conducta fraternal entre 
sí.

 Artículo 4°.- Libertad e igualdad

Por tanto, el reconocimiento constitucional guatemalteco del principio del 
derecho internacional en cuanto a la igualdad para los sometidos histórica-
mente a la desigualdad, debe ser el derecho que fundamente la organización 
del poder público, materializando la libre determinación de los Pueblos, dejan-
do de ser la igualdad una frase hueca. Hueca en cuanto a que hay que darle 
contenido y alcance al derecho constitucional de igualdad de los culturalmente 

28.Carbonell, Miguel. (Compilador). El principio constitucional de igualdad, lecturas de introducción. Comisión Nacional de los Derechos Humanos, México, 
primera edición, agosto 2003, p.45.

29.Caso del Pueblo Saramaka contra Surinam, sentencia de 28 de noviembre de 2007 (Excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas), párr. 104.

30.Artículo 2 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, 2007.

31.Opinión consultiva sobre la constitucionalidad del Convenio 169 de la OIT, Corte de Constitucionalidad, Guatemala 18 de mayo de 1995, expediente 199-95.
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desiguales. El principal componente del contenido del de-
recho a la igualdad como derecho fundamental colectivo 
de los Pueblos Indígenas en Guatemala, es el Derecho de 
Consulta de Buena Fe que, según la OIT, es la piedra an-
gular del Convenio 169.

El Derecho de Consulta de Buena Fe se debe constituir 
en garantía de igualdad cuando sea aplicado sistemática, 
formal, democrática y transparentemente, desprendido 
de autoritarismo y arbitrariedad.

En sentido contrario, luego de 15 años de vigencia del 
Convenio 169 de la OIT, el gobierno central no ha lleva-
do a cabo ninguna Consulta de Buena Fe. Ya lo advertía 
Nietzsche cuando expresó:

“¡La doctrina de la igualdad! (...) Pero si no existe veneno 
más venenoso que ése; pues ella parece ser predicada por 
la justicia misma, mientras que es el final de la justicia (… ) 
Igualdad para los iguales, desigualdad para los desiguales 
–ese sería el verdadero discurso de la justicia; y lo que de 
ahí se sigue, no igualar jamás a los desiguales32.   

Hasta hoy debemos darle la razón a Nietzsche; sin embargo, hay avances 
jurídicos dignos de reconocer por ser producto de los Pueblos. La CC, que en 
1995 se refirió a la igualdad aristotélica, lo ha hecho nuevamente en cuanto al 
derecho de consulta, considerando que es: 

Un derecho fundamental de carácter colectivo y de presta-
ción, cuyo reconocimiento surge como resultado de la con-
ciencia internacional de la necesidad de establecer a favor 
de dichas poblaciones –debido a la marginación a la que 
históricamente han sido sometidas por factores ligados a su 
identidad cultural- una garantía de igualdad en cuanto a su 
aptitud real de pronunciarse e influir sobre aquellas dispo-
siciones orientadas a repercutir en sus condiciones de vida, 
a fin de situarla en el mismo plano que la que corresponde a 
cualquier grupo de ciudadanos33.

Esta innovación de la doctrina constitucional, es importante en el sentido 
de darle contenido a la igualdad de los Pueblos socioeconómica y culturalmen-
te desiguales; por tanto, siguiendo a la CC, el incumplimiento de la consulta es 
racismo y desigualdad socioeconómica. Lo que la Corte nos dice, es que cons-
titucionalmente quien no está a favor de las Consultas de Buena Fe es racista, 
siendo los motivos variados.

El racismo está tan vivo en Guatemala que las Naciones Unidas lo docu-
mentan una y otra vez junto a sus atrocidades como por ejemplo, el genocidio 
del Estado guatemalteco contra los Pueblos Mayas descaradamente impune34; 
tal impunidad, ostentada por el poder público, implica al modelo de desarrollo 
estatal, por tanto, mientras continúe inalterable, el racismo se mantendrá es-
tructurado, y la repetición de las atrocidades será siempre latente. Al respecto, 
el PNUD en el año 2005, determinó que:

32.Carbonell, Miguel. (Compilador). El principio constitucional de igualdad, lecturas de introducción. Op.cit., p.54.

33.Corte de Constitucionalidad. Expediente 3878-2007. Guatemala, 21 de diciembre de 2009, p.47.
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12

El racismo es la ideología que sustenta la dominación étni-
ca, a través de hacer creer que las desigualdades entre los 
grupos son naturales, y que no son realmente consecuencia 
de una estructuración social dada35.

Este racismo estructural36 se articula con la exclusión socioeconómica, la 
cual se aprecia en…

… el hecho de que la mayoría de los pobres de Guatemala 
sean indígenas o de que la mayoría de los indígenas sean 
pobres37.

Otro dato trascedente de las Naciones Unidas sobre Guatemala:

El 59% de las comunidades mayas son pobres y el 27% vi-
ven en condiciones de extrema pobreza. En torno al acceso 
a la educación detalla que más del 50% de los jóvenes con 
edades entre 15 y 19 años no han terminado sus estudios de 
primaria y que de cada 100 universitarios solo cinco son 
mayas. Además (…) la esperanza de vida se ha reducido 13 
años en comparación con las personas no indígenas38.

Estos vergonzantes resultados demuestran la vinculación entre los pro-
blemas planteados en el presente trabajo. En dicho contexto, lo multicultural 
de los Pueblos en Guatemala debe discutirse considerando la realidad étnica 
y socio-económica de los pueblos con el legado ideológico originario, donde la 
Consulta de Buena Fe es la garantía de igualdad.

1.2 	La explotación socioeconómica y la autodeterminación de los 
Pueblos

En Guatemala, el Pueblo Maya no promueve la división territorial para el 
reconocimiento de sus derechos colectivos. Lo hace a partir del reconocimien-
to de la identidad de los Pueblos Indígenas para la construcción de la unidad 
nacional basada en el respeto y ejercicio de los derechos políticos, culturales, 
económicos y espirituales de todos los guatemaltecos y guatemaltecas39, lo 
cual demuestra el modelo ideológico en equidad contrario a la realidad so-
cioeconómica: 

La concentración de la tierra está en manos del 1% de los 
productores de casi el 75% de las mejores tierras guatemal-
tecas; por otro lado, el 96% de los productores solo cuentan 
con el 20% de la tierra40, lo cual mantiene la estrecha rela-

34.“…la CEH concluye que agentes del Estado de Guatemala, en el marco de las operaciones contrainsurgentes realizadas entre los años 1981 y 1983, ejecu-
taron actos de genocidio en contra de grupos del pueblo maya…”. Guatemala memoria del silencio. Comisión de Esclarecimiento Histórico –CEH- de las 
Naciones Unidas. Conclusiones y recomendaciones del Informe de la Comisión de Esclarecimiento Histórico. Guatemala, Guatemala, 1999, conclusión 122.

35.Diversidad étnico-cultural: La ciudadanía en un Estado Plural. Informe Nacional de Desarrollo Humano Guatemala 2005, p.14.

36.Ibídem, p.15.

37.Ibídem, p.16.

38.Diario de Centro América, viernes 16 de abril de 2010, p.5.

39.Acuerdo de paz sobre identidad y derechos de los pueblos indígenas.

40.Misión de verificación de las Naciones Unidas en Guatemala –MINUGUA-. Informe de verificación: La situación de los compromisos relativos a la tierra en 
los Acuerdos de Paz. Mayo de 2000, p.23.
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ción entre el origen étnico y la pobreza, donde los depar-
tamentos de mayor densidad indígena son también los que 
tienen mayor incidencia de pobreza y pobreza extrema41.

Con base a las consideraciones señaladas hasta 
ahora, la condición socioeconómica y la condición 
étnica van de la mano, la única subordinación entre 
ambos problemas sólo puede darse dependiendo 
del contexto con la posibilidad de recomponerse. 
Este tipo de relación nos permite acercarnos a una 
justa interpretación de la realidad guatemalteca.      

En este contexto, la tendencia hacia la libre 
determinación en Guatemala se ha dirigido al for-
talecimiento del poder de decisión comunitario y 
municipal con incidencia nacional, debido a que 
son sujetos de afectación directa ante las arbitra-
riedades y autoritarismo del gobierno central, es 
decir, ante el modelo de dominación culturalmen-
te clasista. Esta situación está generando grandes 
problemas a la administración pública del gobierno 
nacional, puesto que el mismo está dominado por 
las oligarquías que disputan las riquezas naturales 
de los territorios indígenas.

La disputa está centrada constitucionalmente en los límites y alcances de 
las atribuciones y funciones de las 333 municipalidades y las del gobierno cen-
tral. La cuestión es si existen dos administraciones públicas aunque constitu-
cionalmente no se regule así, la administración pública de un gobierno central 
y la administración pública de 334 municipios. La administración pública del 
gobierno central regulada constitucionalmente como uno de los poderes del 
Estado -el Poder Ejecutivo-, y la administración pública municipal que posee 
autonomía constitucional. Con una interpretación constitucionalmente exten-
siva hacia el reconocimiento de dos tipos de administración pública, tenemos 
una organización administrativa nacional del poder público cuasi federal, inter-
pretación a la que puede llegarse jurisprudencialmente.

El reconocimiento cuasi federal del Estado guatemalteco es la máxima 
expresión de la autonomía constitucional comunitaria-municipal del Pueblo 
Maya, que se expresa en el movimiento consultivo representado políticamente 
por el Consejo de los Pueblos de Occidente (CPO), que aglutina a la Asamblea 
Departamental de Huehuetenango por la Defensa de los Recursos Naturales 
(ADH), y a la Asamblea Departamental de San Marcos por la Defensa de los 
Recursos Naturales; también ha surgido el Consejo de Pueblos K’iche’s, entre 
otras estructuras de naturaleza comunitaria. En tal sentido, dichas instancias 
nos proporcionan legítimamente la naturaleza política y jurídica de la consul-
ta:

…la consulta comunitaria es una práctica milenaria desa-
rrollada de generación en generación plasmada en los li-
bros sagrados para tratar asuntos comunitarios, familiares 

Estatua de 
Manuel Tot en el 
parque cen-
tral de Cobán, 
Alta Verapaz, 
sinónimo de la 
resistencia de los 
Pueblos.

41.Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, pre-
sentado de conformidad con la resolución 2001/57 de la Comisión de Derechos Humanos del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas. Misión 
Guatemala. 10 de febrero de 2003. P.11. E/CN.4/2003/90/Add.2.

42.El Derecho de Consulta de los Pueblos Indígenas en Guatemala: La ruptura entre el discurso y la práctica 1996 – marzo 2010. CSA TUCA; Consejo de los 
Pueblos de Occidente –CPO-; Movimiento Sindical, Indígena, y Campesino guatemalteco –MSICG-; ITUC CSI IGB. Guatemala, 2010, p.50.

Imagen: Google
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y personales. Por ello, esa organización a la que aquí nos 
referimos, que se produce en estos momentos masivamen-
te, no debe verse como un hecho aislado sino comprenderse 
dentro de este contexto. Ante la falta de voluntad política 
del Estado de Guatemala por dar cumplimiento a sus obli-
gaciones relativas al derecho a consulta y participación de 
los Pueblos Indígenas contenidas en varios instrumentos, 
siendo el más relevante el Convenio 169 de la OIT, y ante 
la proliferación descontrolada del otorgamiento de licencias 
de exploración y explotación de recursos naturales, los Pue-
blos Indígenas se han organizado y realizado sus propias 
consultas con ánimo de hacer valer su derecho a la autode-
terminación, tierra, recursos naturales, salud, vida y medio 
ambiente, tanto ante el Estado de Guatemala como ante la 
comunidad internacional. Las primeras consultas en el país 
referidas a la exploración y explotación de recursos natura-
les empiezan a desarrollarse en el año 2005 y a la fecha se 
han organizado por lo menos 43 consultas42 (…) En las con-
sultas ha participado un total de 525,938 votantes. 792 par-
ticipantes votaron a favor de los proyectos de exploración 
y/o explotación de recursos naturales, 523,912 en contra, y 
1,234 se abstuvieron de votar43.

Como en cualquier otro Estado donde los Pueblos participan políticamente 
con base a sus prácticas milenarias, los Mayas defienden su derecho funda-
mentalmente colectivo al desarrollo propio por medio de la Consulta de Buena 
Fe, para la protección de sus territorios y recursos naturales, y así hacer valer 
su derecho a la autodeterminación. Más de medio millón de votos no es nada 
despreciable; al contrario, ignorarlo está generando serias repercusiones en el 
conflicto entre los modelos de desarrollo representados, por un lado, por los 
tradicionales grupos de poder que administran el Estado y, por otro, los Pue-
blos propiamente dichos.

Especial atención tendrá este movimiento en la próxima campaña elec-
toral, puesto que el Presidente y Vicepresidente actual del partido político 
de la Unidad Nacional de la Esperanza (UNE), en primera vuelta obtuvieron 
926,236 votos, siguiéndole el Partido Patriota (PP) con 771,813 votos. Para 
la segunda vuelta, la UNE obtuvo 1,449,533 votos y el PP 1,295,108 votos44, 
lo cual demuestra que el más de medio millón de votos del movimiento con-
sultivo maya pesará en las próximas elecciones ¿a favor de quién o quiénes? 
Veremos.

Por ejemplo, en el departamento de Huehuetenango se han realizado 28 
consultas en igual número de municipios, con 382,267 votos en contra de la 
minería45 del total de 33 municipios. En las elecciones generales de 2007, en 
Huehuetenango en las elecciones para Presidente y Vicepresidente, la UNE 
en primera vuelta obtuvo 57,659 votos y en segunda vuelta 85,218 votos, 
mientras que el PP, en primera vuelta logró 40,053 votos y en segunda vuelta 
63,271 votos46. Igualmente significativo es para las diputaciones, y alcal-
días.

43.Ibídem, p.56.

44.Consultarse en http://www.tse.org.gt/memoria2007/pdf/03%20datos%20cifras%20nac%20Tomo1.pdf

45.Ibídem, p.51 a 55.

46.http://www.tse.org.gt/memoria2007/pdf/17%20datos%20cifras%20dep%20Huehu%20Tomo2.pdf
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Las Consultas Comunitarias han puesto en marcha la uti-
lización de “procedimientos apropiados” y la actuación 
de “sus instituciones (indígena-mayas) representativas”, a 
través de las propias autoridades y el idioma maya, lo cual 
ha mostrado que favorecen la aceptación y participación de 
todos los que habitan los municipios. Otro elemento impor-
tante es que estos mecanismos se han articulado con el Sis-
tema de Consejos Comunitarios, logrando así darle sentido 
propio a esta forma organizativa, que para otros aspectos 
del desarrollo comunitario y municipal ha enfrentado serias 
limitaciones en su implementación47.

Con el ejemplo de Huehuetenango se aprecia que la participación política 
consultiva comunitaria de buena fe es superior a las elecciones generales de 
cada cuatro años para Presidente y Vicepresidente, con lo cual se refleja la 
confrontación entre la participación política para la defensa de modelos de de-

sarrollo opuestos.   Es el enfrentamiento socioeconómico 
a través de modelos esencialmente distintos, configurados 
a partir de modelos políticos divergentes.

Según las cifras oficiales de 2006, la población total 
de Huehuetenango era de 986,224 habitantes, de los cua-
les el 58.1% son indígenas. De este porcentaje, el 65.6% 
vive en la extrema pobreza, siendo el 53.5% mujeres en 
general48. Por tanto, la problemática envuelve al racismo, 
la lucha de clases sociales y la opresión de género, don-
de la mujer indígena lleva la peor parte en su calidad de 
mujer, indígena y pobre.   La mayoría de votantes son 
mujeres, indígenas y extremadamente pobres.

Tales condiciones del movimiento consultivo maya ha-
cen del mismo la semilla liberadora de la alternativa polí-

tica para la futura consolidación de la autonomía constitucional municipal. Es 
toda una recreación ideológica, política, jurídica y socioeconómica, orientada 
hacia la masiva participación política de los Pueblos, desafiando el poderoso 
liberalismo en cualquiera de sus vertientes, incluso multicultural49.

Este innovador movimiento es el desarrollo político del pluralismo jurídico 
guatemalteco, y su efectiva práctica, valedero estratégicamente por medio de 
la autonomía municipal constitucional, dando cabida a las Consultas de Buena 
Fe como mecanismo de participación directa en la deliberación de los asuntos 
públicos50, lo cual tiene implicaciones trascendentales sobre el modelo etno-
centrista oficial del derecho. Es toda una reformulación de la juridicidad en el 
país, recreada entre normas ancestrales, normas oficiales, y normas interna-
cionales de los derechos humanos, individuales y colectivas.

A esto se debe sumar el reconocimiento legal en la Ley de Idiomas Nacio-
nales, la cual establece que el idioma oficial es el español, pero que el Estado 
reconoce, promueve y respeta los idiomas de los Pueblos Mayas, Garífuna y 
Xinka. En el caso que nos ocupa, las actuaciones municipales en las consultas 

47.Mérida, Alba Cecilia; Krenmayr, Wolfgang. Sistematización de experiencias. Asamblea departamental por la defensa de los recursos naturales renovables y 
no renovables de Huehuetenango. Editorial Serviprensa, febrero de 2008, p.62.

48.Pueden consultarse en http://www.ine.gob.gt/descargas/ENCOVI2006/Resultados_Departamentales.pdf

49.Por ejemplo, el multiculturalismo liberal del canadiense  Kymlicka que no reconoce la autodeterminación de los pueblos.
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son en castellano pero las principales deliberaciones en las asambleas comuni-
tarias consultivas se llevan a cabo en los idiomas mayas. Es decir, deliberacio-
nes y participación por medio de autoridades comunales, procedimientos y nor-
mas indígenas mayas en su propio idioma, homologadas administrativamente 
por la autoridad municipal como máximo órgano oficial del poder local.

Esto parece la principal modalidad guatemalteca sobre la materialización 
del derecho a la libre determinación de los pueblos indígenas. Fortalecer la au-
tonomía constitucional del poder local más cercano a las comunidades parece 
ser nuestro trabajo.

Estas regulaciones y prácticas están desarrollando el nuevo modelo mul-
ticultural guatemalteco a partir del ejercicio de los derechos políticos de las 
comunidades indígenas, dando muestras ejemplares de un Estado Plural y 
Democrático de Derechos a través de un modelo de desarrollo equilibrado, 
ambiental y culturalmente.

La autonomía constitucional municipal está dando 
paso a las Consultas de Buena Fe como mecanismos de 
democracia directa donde la representación recae en las 
autoridades comunitarias que lideran tales ejercicios. Todo 
el sistema político con sus leyes y grandes órganos con 
grandes presupuestos, decaen ante la libre determinación 
de aquellos Pueblos que siempre encuentran las formas de 
canalizar su resistencia ante la opresión.

Pueblos ajenos en diferente grado a la democracia li-
beral, encuentran en ella disposiciones que les favorecen 
para hacerse oír. No la evaden ni la desprecian, la asumen 
con una visión de largo plazo, con proyección estratégica 

para exigir su cumplimiento. La democracia participativa y deliberativa está 
encontrando eco en aquellos Pueblos que se mantienen al acecho de la solida-
ridad sin racismo, poniendo acento en la diferencia para la unidad. Las Con-
sultas de Buena Fe son en la actualidad el principal mecanismo de relación in-
tercultural entre los Pueblos, las naciones y los Estados. Es la interculturalidad 
al más alto nivel. Es en esto donde debemos concentrarnos estratégicamente 
para los litigios estratégicos51.

1.3 Las consultas de  Buena Fe contra la opresión de género

En las Consultas Comunitarias de Buena Fe participan las mujeres con ma-
yores condiciones de igualdad frente a los hombres, puesto que no se requiere 
de requisitos burocráticos y onerosos que impidan su acceso al voto. En el 
sistema oficial, la participación política en las urnas se acredita con el empa-
dronamiento, mientras en las consultas es la palabra y el control comunitario 

50.Trasciende a la democracia participativa que se limita a las audiencias en los procesos administrativos y judiciales, donde la última palabra la tiene el funcio-
nario.

51.La Corte Interamericana en el caso del pueblo Saramaka ya citado, expresó al respecto que: “134.   Primero, la Corte ha manifestado que al garantizar la par-
ticipación efectiva de los integrantes del pueblo Saramaka en los planes de desarrollo o inversión dentro de su territorio, el Estado tiene el deber de consultar, 
activamente, con dicha comunidad, según sus costumbres y tradiciones (supra párr. 129).  Este deber requiere que el Estado acepte y brinde información, 
e implica una comunicación constante entre las partes.  Las consultas deben realizarse de buena fe, a través de procedimientos culturalmente adecuados y 
deben tener como fin llegar a un acuerdo.  Asimismo, se debe consultar con el pueblo Saramaka, de conformidad con sus propias tradiciones, en las primeras 
etapas del plan de desarrollo o inversión y no únicamente cuando surja la necesidad de obtener la aprobación de la comunidad, si éste fuera el caso.  El aviso 
temprano proporciona un tiempo para la discusión interna dentro de las comunidades y para brindar una adecuada respuesta al Estado.  El Estado, asimismo, 
debe asegurarse que los miembros del pueblo Saramaka tengan conocimiento de los posibles riesgos, incluido los riesgos ambientales y de salubridad, a 
fin de que acepten el plan de desarrollo o inversión propuesto con conocimiento y de forma voluntaria.  Por último, la consulta debería tener en cuenta los 
métodos tradicionales del pueblo Saramaka para la toma de decisiones. El caso Saramaka y su tratamiento por parte de la CIDH está ampliamente abordado y 
sustentado por Carlos Loarca en “Consulta comunitaria y participación democrática”. El Observador. Análisis Alternativo sobre Política y Economía No. 19, 
año 4, junio julio 2009, páginas 55-51.

La autonomía constitucional 
municipal está dando paso a las 
Consultas de Buena Fe como me-
canismos de democracia directa 
donde la representación recae 
en las autoridades comunitarias 
que lideran tales ejercicios. 
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el que garantiza la pureza del proceso sin posibilidades de duplicación del voto, 
lo que se asegura realizando el evento en la comunidad a través de una Asam-
blea con sus propias instituciones, normas e idiomas, sin tener que trasladarse 
perdiendo tiempo y dinero. La identificación en las consultas comunitarias es 
acreditada por cualquier medio idóneo.

No pretendo asegurar que la equidad de género depende de las consultas 
puesto que desestructurar el machismo del sistema implica, además de par-
ticipación política directa a través de las consultas, también participar en la 
toma de decisiones. Aunque en las consultas comunitarias las mujeres parti-
cipan masivamente:

Son las que en menor porcentaje se empadronan, son las que 
menos tramitan su cédula y que la gran mayoría no sabe leer 
y escribir. Estos tres aspectos representan los mayores obstá-
culos para que las mujeres ejerzan sus derechos políticos52.

Ahora bien, la opresión de género está estructurada en la sociedad guate-
malteca porque el Estado ha negado sistemáticamente la participación política 
de la mujer, de ahí la utilidad estratégica de las consultas para la desestructu-
ración del modelo patriarcal.

En general, la situación desventajosa de la mujer también afecta a la niñez. 
El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (CEDR) de las Naciones 
Unidas, mostró su preocupación considerablemente debido al 43.4% de desnu-
trición crónica en la niñez, con una incidencia mayor del 80% entre los Pueblos 
Indígenas en Guatemala; además, en los departamentos con mayor población 
indígena se dan los índices más elevados de mortalidad materna e infantil; el 

90% de las 38 cuencas hidrográficas en 
Guatemala estén contaminadas, sien-
do las comunidades indígenas las más 
afectadas; en el mismo sentido, en el 
caso de los departamentos con mayo-
ría indígena, el 87.5% de las mujeres 
indígenas es analfabeta y solamente el 
43% culmina el nivel primario53.

Por tanto, la participación políti-
ca de la mujer es clave para la lucha 
contra la discriminación que sufre en 
todos los ámbitos, y las Consultas de 
Buena Fe se perfilan como ámbitos 
más apropiados para la participación 
política en materia de género, niñez y 
juventud.

Pero las consecuencias de la falta 
de Consulta de Buena Fe en relación a las mujeres va más allá de su condición 
de género, en cuanto a que las sorprende la expropiación ilegal de sus pro-
piedades en sus propios territorios, tal es el caso de la usurpación agravada 
de la mina Marlín en  San Miguel Ixtahuacán54.   Un ejemplo sobre la opresión 

52.Mérida, Alba Cecilia; Krenmayr, Wolfgang. Sistematización de experiencias. Op.cit, p.58.

53.CERD/G/GTM/CO/12-13. 16 de marzo de 2010. Comité para la eliminación de la discriminación racial. Examen de los informes presentados por los Estados 
partes de conformidad con el artículo 9 de la Convención. Guatemala.

54.De igual forma en San Juan Sacatepéquez por la explotación de Cementos Progreso, S.A., y en el Estor por la empresa minera explotadora de niquel.

Imagen: Google
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de género, la explotación socioeconómica y el racismo nos puede ilustrar la 
gravedad estructural de la situación y la interacción entre los tres problemas 
planteados:

55.Hay una recopilación de resoluciones que puede consultarse en http://www.oj.gob.gt/es/QueEsOJ/EstructuraOJ/UnidadesAdministrativas/CentroAnalisisDo-
cumentacionJudicial/resoluciones/resoluciones%20indigenas.pdf56.

En la comunidad de Ágel del 
municipio de San Miguel Ixta-
huacán, mayoritariamente Maya-
Mam, se estableció un juzgado de 
paz comunitario con el objetivo 
de aplicar el Convenio 169 de la 
OIT55.

Según acta judicial del juzga-
do de paz comunitario de fecha 9 
de enero de 2008, los jueces de 
paz comunitarios Rosalío Moises 
Barrios González, Pedro Santiago 
González Pérez, y Doroteo Atiliano 
Hernández Gómez y el secretario 
Job Romeo Pérez Domingo, acom-
pañados de 15 policías y personal 
de la empresa minera Montana Ex-
ploradora de Guatemala, S.A., se 
presentaron en la casa propiedad 
de la señora Gregoria Crisanta Pé-
rez Bámaca –Doña Crisanta- para 
realizar trabajos de mantenimien-
to en las líneas de transmisión 
eléctricas que se encuentran en su 
tierra donde convive junto a su fa-
milia.

Dichos trabajos de manteni-
miento eléctrico no se llevaron a 
cabo porque Doña Crisanta:

Se opuso rotundamente utilizando vio-
lencia acompañada de un grupo de niños y 
mujeres.

En el acta señala el juzgado 
de paz comunitario, que debieron 
suspender la diligencia…

…por lo difícil de los planteamientos 
de los y las agresoras.

La violencia que utilizó Doña 
Crisanta y otras siete vecinas jun-
to a sus hijas e hijos fue sujetarse 
a los postes para impedir que se 
llevaran a cabo los trabajos, so-
portando los golpes e insultos de 
los jueces y policías.

Al día siguiente se hicie-
ron presentes nuevamente en la 
casa de Doña Crisanta, según el  
Acta del juzgado comunitario…

…con personal de la Policía Nacional 
Civil, aproximadamente cien elementos, 
junto al personal de la empresa minera 
(…) de la misma manera que el día an-
terior, planteó oposición violenta lo cual 
conjuntamente con otras mujeres y niños, 
se apoderaron de los postes poniendo re-
sistencia a la práctica de la diligencia, 
dando por terminada la diligencia sin rea-
lizar el mantenimiento a los cables de alta 
tensión que provee de energía eléctrica a 
la mina.

Esta conducta racista y ma-
chista está documentada en el 
Informe médico del 14 de enero 
de 2008, emitido por la Unidad 
de Medicina Forense del Instituto 
Nacional de Ciencias Forenses de 
Guatemala (INACIF) de San Mar-
cos, entregado al auxiliar fiscal del 
caso, diagnosticando que:

Gregoria Crisanta Pérez Bámaca de 
37 años de edad, necesita 8 días para su 
curación bajo asistencia médica, recomen-
dando el abandono de labores habituales 
durante 8 días; Danilo Adrián González de 
9 meses de edad, necesita 8 días para su cu-
ración bajo asistencia médica, y abandono 

I. Doña Crisanta Pérez y la mina Marlin
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de labores habituales por 8 días; Ada Oli-
viana González de 11 años de edad, necesi-
ta 8 días para su curación bajo asistencia 
médica, y abandono de labores habituales 
por 8 días;   Antonio Juárez de 15 años de 
edad, necesita 10 días para su curación 
bajo asistencia médica, y abandono de la-
bores habituales por 10 días. 

Pero esto no quedo ahí. El 
Representante Legal de la mine-
ra Montana, S.A., Milton Saravia, 
presentó una denuncia penal con-
tra Crisanta Pérez Bámaca y otras 
siete señoras que se opusieron al 
mantenimiento de la línea eléc-
trica de la empresa minera en el 
inmueble propiedad de la señora 
Crisanta Pérez.

Saravia argumentó en su de-
nuncia que la servidumbre legal de 
paso56 de líneas de conducción de 
energía eléctrica por el predio de 
la señora Crisanta Pérez, se sus-
cribió en un contrato en docu-
mento privado con firmas le-
galizadas, “elevado a escritura 
pública por medio de acta de 
protocolización”. El contrato en 
documento privado fue autorizado 
por la Notaria Nilsa Amaryllis Ortiz 
Villeda, la misma Notaria que pro-
tocolizó el mismo contrato, lo cual 
es ilegal puesto que un contrato de 
servidumbre no puede ser suscrito 
en una acta de protocolización sino 
en una escritura pública, requisito 
esencial para que la servidumbre 
de paso nazca a la vida jurídica se-
gún el Código Civil guatemalteco.

El Código Civil guatemalteco 
regula que una servidumbre de 
paso es un derecho real que debe 
ser constituido en escritura pública 
como requisito esencial para que 

sea legal, puesto que debe ins-
cribirse en el Registro de la Pro-
piedad donde el terreno de Doña 
Crisanta está inscrito. Pero resulta 
que ni el terreno de Doña Crisanta 
ni ningún otro de San Miguel Ixta-
huacán está inscrito en el Regis-
tro porque el título de propiedad 
es colectivo, el cual se encuentra 
en la municipalidad sin haber sido 
inscrito al día de hoy, con lo cual 
se demuestra el carácter comunal 
del territorio.

Por tanto, el contrato es ilegal 
al igual que todas las actuaciones 
del representante legal de la mi-
nera Milton Saravia, la notaria y 
abogados de la empresa que inter-
vinieron, juez de primera instancia 
penal y fiscales de San Marcos, 
jueces comunitarios y policías, 
puesto que la servidumbre nunca 
nació a la vida jurídica debido a la 
ausencia de escritura pública y, por 
tanto, ausencia de inscripción en el 
Registro de la Propiedad donde de-
viene la prueba de la servidumbre 
para proceder judicialmente.

Toda esta violencia se habría 
evitado con una Consulta de Bue-
na Fe previa al otorgamiento de 
las licencias mineras. Los hechos 
criminales descritos continúan en 
la impunidad; sin embrago, el Pre-
sidente de la República, Álvaro Co-
lom, impuso en varios municipios 
de San Marcos, el Estado de Pre-
vención desde el 22 de diciembre 
de 200957, entre otras razones:

   Por la anarquía, perturbación de la 
paz, tranquilidad de las personas y la se-
guridad del Estado, así como poniendo en 
riesgo la vida de las personas y sus bie-
nes58.

56.En este caso, comprende el paso de las líneas de conducción de energía eléctrica de la mina marlín por la tierra propiedad de la Señora Gregoria Crisanta 
Pérez Bámaca.

57.La situación derivada de la imposición del Estado de Prevención en esas localidades así como el asesinato de varios liderazgos sociales que han surgido 
frente a las operaciones de Unión Fenosa, están descritos y analizados en detalle en el ensayo de Carmen Reina: “Movimientos sociales y sujetos en la lucha 
política y la defensa del territorio en Guatemala: Retos para su potenciación”, publicado en El Observador. Análisis Alternativo sobre Política y Economía 
Nos. 22 y 23, año 5, diciembre 2009 – febrero 2010, páginas 73-77.

58.Decreto Gubernativo 6-2010 de 19 de febrero de 2010, publicado en el Diario Oficial el 26 de febrero de 2010.t
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Esta situación descrita en el recuadro anterior59, que envuelve los tres 
problemas planteados en el presente trabajo, refleja los mecanismos de la 
impunidad consensuados entre los operadores del sistema de justicia -Jueces, 
fiscales, policías- y los empleados de la minera, funcionando como un cuerpo 
de seguridad de la empresa minera al margen del Estado de Derecho.

El Derecho de Consulta y su inserción 
al bloque de constitucionalidad

Como es sabido, la jurisprudencia de la CC en Guatemala ha sido obtusa 
en cuanto a no considerar a los instrumentos internacionales en derechos hu-
manos parte de la Constitución Política de la República; sin embargo, la CC ha 
innovado su jurisprudencia en la sentencia del 21 de diciembre de 2009 en el 
caso San Juan Sacatepéquez contra Cementos Progreso, S.A., donde apuntó 
que:

El Derecho de Consulta de los Pueblos Indígenas forma 
parte del bloque de constitucionalidad como derecho fun-
damental, por virtud de lo establecido en los artículos 44 
y 46 de la Carta Magna60 (en consecuencia) la consulta es 
atemporal, es decir, que no hay plazos para llevarla a cabo, 
es un aspecto cuya corroboración trasciende más allá de la 
eficacia formal que deba o no reconocérsele a los sucesivos 
acuerdos municipales61.

La CC sentencia que la inserción del derecho fundamental de la consulta en 
el bloque de constitucionalidad, conlleva:

Consecuentemente, la obligación de garantizar la efectivi-
dad del derecho; y el deber de realizar las modificaciones 
estructurales que se requieran en el aparato estatal –sobre 
todo en cuanto a la legislación aplicable- a fin de dar cum-
plimiento a esa obligación, de acuerdo a las circunstancias 
propias del país62.

La pregunta obligada es: ¿Es-
tado de Prevención para proteger 
a quién?

El 20 de junio de 2008, el Juz-
gado de Primera Instancia Penal de 
San Marcos dictó órdenes de cap-
tura contra las ocho señoras, de-
fensoras de los derechos humanos 
colectivos de San Miguel Ixtahua-

cán, (1) Gregoria Crisanta Pérez 
Bámaca; (2) Crisanta Hernandez 
Pérez; (3) Patrocinia Mateo Mejia; 
(4) Catalina Perez Hernandez; (5) 
Olga Bamaca  Gonzalez; (6) Ma-
ría Diaz; (7) Ceisanta Yoc; y, (8) 
Marta Pérez, todas vecinas de la 
comunidad Maya Mam de Agel de 
San Miguel Ixtahuacán.

59La OIT instó al Gobierno de Guatemala en febrero de este año, ha suspender las operaciones mineras de la empresa Montana Exploradora de Guatemala, 
S.A., y los trabajos de la cementera en San Juan Sacatepéquez, hasta que cumplan con el Convenio 169 de la OIT.   El 2 de marzo de este año, se presentó 
una petición constitucional al Presidente de la República para que ejecute la suspensión de las operaciones mineras.

60.Corte de Constitucionalidad, expediente 3878-2007, Guatemala, 21 de diciembre de 2009, p.24.

61.Ibídem, p.19-20.

62.Ibídem.



21

63.Páginas 23 y 24 de la sentencia comentada.

Ante las consideraciones anteriores podemos ir concluyendo previamente 
que el reconocimiento jurisprudencial del bloque de constitucionalidad entre 
Constitución Política e instrumentos internacionales en derechos humanos, 
tiene como consecuencia adaptar la administración pública para dar cumpli-
miento a la obligación internacional de consultar a los Pueblos Indígenas, es 
decir, que el Gobierno Central y los municipales no pueden oponerse a llevar a 
cabo las consultas puesto que violarían el bloque de constitucionalidad, que es 
igual a violar directamente la Constitución Política.

Es un conjunto sin distinción al-
guna, formado por la Constitución 
Política de la República de 1985; el 
Convenio 169 de la OIT, ratificado 
por Guatemala en 1996; la Conven-
ción Americana sobre Derechos Hu-
manos, ratificada por Guatemala en 
1978; la Convención Internacional 
sobre la Eliminación de todas las for-
mas de Discriminación Racial, ratifi-
cada por Guatemala en 1983; y, la 
Declaración de las Naciones Unidas 
sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas, aprobada por la Asam-
blea General de las Naciones Unidas 
con el voto favorable de Guatemala, 
el 13 de septiembre de 2007.

Esta integración, realizada por 
la CC en la sentencia del caso San 
Juan Sacatepéquez al cual ha lla-
mado bloque de constitucionali-
dad, significa una extensión de 
los derechos constitucionales que 
pueden ser violados directamente 
por una Ley dictada por el Congre-
so de la República.

Este bloque constitucional, 
compacto entre los instrumentos 
y la Constitución Política, debe ser 
interpretado coherentemente don-
de el Derecho de Consulta es la ca-
racterística común.

II.¿Qué es el bloque de constitucionalidad?

Especial trascendencia tiene la consideración de la CC al sentenciar que la 
Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indíge-
nas:

Es la directriz que refrenda y actualiza el pensamiento reco-
gido en el Convenio 169 de la OIT63.

La CC también sentencia que en el caso del Derecho de Consulta:

La carencia de legislación ordinaria ad hoc no puede sig-
nificar la nulidad del derecho que asiste a las poblaciones 
indígenas, que debe ser respetado por el Estado.

De tal manera que la CC finalmente sentencio que el Derecho de Consulta:

Es un derecho fundamental de carácter colectivo por el que 
el Estado está obligado a instaurar procedimientos de buena 
fe destinados a recoger el parecer libre e informado de di-
chas comunidades (…) corresponde caracterizarlo como un 
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derecho de prestación que supone la actuación positiva del 
Estado para su plena y real vigencia64.

Según la afirmación anterior, reconocer que la consulta es un derecho 
fundamental significa que forma parte de la Constitución Política, ahora blo-
que de constitucionalidad. Lo otro es que el Estado está obligado a ins-
titucionalizar procedimientos de buena fe para su aplicación, es decir, 
sin autoritarismo, con transparencia, sin engaños, ni violencia; en cuanto a 
la prestación como característica del derecho, significa que el Estado está en 
la obligación de abandonar su pasividad y adoptar una conducta proactiva, 
constituyéndose el derecho de consulta como un servicio que los empleados y 
funcionarios públicos están obligados a prestar a los beneficiarios.

Otra aseveración importante es que la CC sentenció que, 

En el contexto de los proyectos de exploración y explotación 
mineras, cabe agregar que se encuentra ligado de manera 
significativa con el entendimiento del papel de la tierra de 
origen en la cosmovisión indígena, el cual ha sido anotado 
jurisprudencialmente por la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos (…) De esa cuenta, considerado en su ver-
tiente dispuesta frente a la posibilidad de alteración de las 
condiciones básicas de la morada, el derecho de consulta 
de las poblaciones indígenas opera como una extensión o 
primera línea de defensa de otros derechos fundamentales, 
tales como el de propiedad, a la cultura, a la salud, libertad 
de culto, etc., según sea la gravedad y/o matices particulares 
de cada situación65.

Esa es otra afirmación importante en la sentencia, en cuanto a que la con-
sulta en territorios indígenas sobre exploración y explotación minera debe con-
siderar el derecho a la propiedad conforme a la cosmovisión indígena según 
la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), 
la cual ha planteado por ejemplo, que la posesión de tierras equivale al título 
de propiedad, y no menos importante es considerar constitucionalmente a la 
consulta como una extensión de otros derechos fundamentales. En verdad, la 
sentencia tiene gran potencial constitucional para los Pueblos Indígenas.

La sentencia también enumera los principios del derecho de consulta, cua-
les…

…buscan promover el entendimiento mutuo y el consenso en 
la toma de decisiones, oponiéndose a la imposición de una 
parte sobre la otra66:

i)	 La consulta debe realizarse con carácter previo (“o con finalidad reparado-
ra cuando las circunstancias ocurran frente a hechos consumados” –Acota-
ción propia del Tribunal-);

ii)	 La consulta no se agota con la mera información;

iii)	 La consulta debe ser de buena fe, dentro de un procedimiento que genere 
confianza entre las partes;

64.Página 37 de la sentencia.

65.Páginas 38 y 39 de la sentencia.

66.Página 47 de la sentencia.
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iv)	 La consulta debe ser adecuada y a través de las instituciones representa-
tivas indígenas;

v)	 La consulta debe ser sistemática y transparente;

vi)	 El alcance de la consulta.

En conclusión, señala la CC, el Derecho 
de Consulta constituye un derecho funda-
mental de carácter colectivo y de pres-
tación como una garantía de igualdad en 
cuanto a la aptitud real de pronunciarse e 
influir sobre aquellas disposiciones orien-
tadas a repercutir en sus condiciones de 
vida, a fin de situarla en el mismo plano 
que la que corresponde a cualquier gru-
po de ciudadanos67, de tal manera que si 
llevar a cabo la consulta es una garantía 
de igualdad, el no realizarla es discrimi-
nación no permitida. La CC advierte que 
para Guatemala, por razones de igualdad, 
justicia y equidad social, debe entenderse 
que el Derecho de Consulta es extensible 

a cualquier comunidad o población –no necesariamente identificada como in-
dígena-, en lo que sea aplicable.

En cuanto a lo negativo de la sentencia, la misma se contradice cuando cita 
las diferentes fuentes del derecho internacional que señalan que debe obte-
nerse el consentimiento libre, previo e informado como alcance de la consulta. 
Sin embargo, la CC sentencia que:

Si no se arriba a acuerdos, el disenso de las poblaciones 
indígenas no vincula a los entes gubernamentales respon-
sables de los referidos proyectos; y (…) en todo caso, el go-
bierno central se encuentra vinculado al deber esencial de 
garantizar la eficacia del núcleo de derechos fundamentales 
de las poblaciones afectadas.

Esta desventaja en la sentencia debe ser litigada estratégicamente para 
reforzar el bloque de constitucionalidad sobre la consulta, fortaleciendo los 
aspectos positivos de la sentencia; no debe caerse en el error de despreciar 
los avances obtenidos por los propios Pueblos. En tal sentido, la CC reconoce 
el Derecho de Consulta y la obligación de llevarla a cabo como dos caras de la 
misma moneda, por un lado:

El deber de la referida institución municipal es facilitar las 
condiciones para el ejercicio del derecho, suministrando los 
medios pertinentes, y en general, brindando el apoyo insti-
tucional que sea necesario para el efecto.

Por tanto, conforme al bloque de constitucionalidad, los alcaldes están 
obligados a realizar las consultas solicitadas.

Por otro lado:

67.Idídem.

Declaración de 
los municipios 
del norte de 
Huehuetenango 
libres de minería 
en 2009.

Foto: El Observador
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El Presidente de la República (en ese ámbito particular), 
Jefe del Organismo Ejecutivo, que en tanto no sea promul-
gada una ley que regule la materia de manera específica, 
es el llamado a coordinar el diseño e implantación de me-
canismos mediante los cuales se respete y haga efectivo el 
derecho de consulta reconocido en los instrumentos interna-
cionales reseñados.

La petición constitucional con base 
en el informe de la OIT

En este contexto, el 2 de marzo del presente año, el Centro Pluricultural 
para la Democracia (CPD) presentó al Presidente de la República, Álvaro Co-
lom, una Petición Constitucional68 para que implementara las recomendaciones 
del Comité de Expertos de la OIT contenidas en el informe respectivo, y en 
donde se insta al gobierno a la suspensión de operaciones mineras de la Mina 
marlín y las actividades cementeras en San Juan Sacatepéquez69.

Según el Artículo 28 constitucional, el Presidente tuvo 30 días para respon-
der a la Petición y no lo hizo. Ante su silencio, la Asociación de Abogados Mayas 
presentó un amparo para que la CC70 le fijara plazo al Presidente. El amparo 
se encuentra en trámite. Con el amparo71 se agotaban los recursos internos, 
dando derecho de acceder a la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos (CIDH), tal como al final sucedió.

68.80 organizaciones de 17 países le pidieron al Presidente de la República que cumpliera con la Petición Constitucional.

69. Véase el Informe a partir de la página 884 en http://www.ilo.org/wcmsp5/groups/public/---ed_norm/---relconf/documents/meetingdocument/wcms_123426.
pdf

70.La Corte Constitucional de Colombia, sentencio el 29 de octubre de 2009, que, “se resuelve CONCEDER la protección de los derechos al debido proceso; a 
la consulta previa con las comunidades autóctonas y a la existencia, autonomía, integridad e identidad cultural y social de tales comunidades, al igual que a 
las riquezas naturales de la Nación. Tercero: En consecuencia, ORDENAR a todas las autoridades accionadas, que en el ámbito de sus respectivas funciones 
y de inmediato, hagan SUSPENDER las actividades de exploración y explotación que se estén adelantando o se vayan a adelantar, en desarrollo del contrato 
de concesión denominado Mandé Norte, para la exploración y explotación de cobre, oro, molibdeno y otros minerales, en los departamentos de Antioquia y 
Chocó.” Sentencia T-769 de 2009.

71.“…el Tribunal estima que el recurso de amparo es adecuado para tutelar los derechos humanos de los individuos, siendo éste idóneo para proteger la 
situación jurídica infringida, por ser aplicable a los actos de autoridad que implican una amenaza, restricción o violación a los derechos protegidos.”   Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Caso de la Masacre de las Dos Erres vs. Guatemala. Sentencia de 24 de noviembre de 2009 (Excepciones prelimina-
res, fondo, reparaciones y costas). Diario de Centro América, 5 de febrero de 2010, p.10.

72.La Comisión de Expertos celebró su 80.ª reunión en Ginebra, del 26 de noviembre al 11 de diciembre de 2009.

En febrero del presente año se 
conoció el Informe de la Comisión 
de Expertos en Aplicación de Con-
venios y Recomendaciones, el cual 
fue presentado en la 99ª. Reunión 
de la Conferencia Internacional 
del Trabajo que tuvo lugar en Gi-
nebra72. La Comisión es un órga-
no independiente constituido por 
juristas cuya misión es examinar 
la aplicación de las normas de la 

Oficina Internacional del Traba-
jo (OIT) por parte de sus Estados 
Miembros.

En la parte referida a la apli-
cación del Convenio 169 sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales, la 
Comisión analiza una serie de con-
sideraciones y recomendaciones 
para Guatemala, a partir de ges-
tiones que el Movimiento Sindical, 

III. Lo que dijo el Informe de Expertos de la 
OIT sobre la actividad minera en Guatemala
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Indígena y Campesino Guatemal-
teco en Defensa de los Derechos 
de los Trabajadores y Trabajadoras 
(MSICG) hizo desde agosto 2009 
ante la OIT relacionadas con la 
operación de empresas mineras, a 
la vez de valorar las informaciones 
del gobierno de Guatemala al res-
pecto.

Sacatepéquez y la empresa 
cementera. Estado de Preven-
ción. En este apartado, la Comi-
sión se basó en la comunicación 
del MSICG recibida el 31 de agosto 
de 2008, relacionada con el otor-
gamiento de la licencia para la 
instalación de un proyecto mine-
ro por la fuerza, pese al rechazo 
mayoritario de las comunidades 
del municipio. Informa también 
que tuvo comunicación del go-
bierno de Guatemala referida al 
Decreto Gubernativo No. 3-2008 
mediante el cual se decretó el Es-
tado de Prevención, pero que ésta 
no proporcionó información sobre 
las medidas especiales que se han 
adoptado tal como esta Comisión 
lo había solicitado para salvaguar-
dar a las personas, las institucio-
nes, los bienes, el trabajo, las cul-
turas y el medio ambiente de los 
Pueblos interesados con arreglo al 
Artículo 4 del Convenio 169.

Respecto a la aplicación de los 
Artículos 6, 7 y 15 del Convenio 
169 para este caso, este órga-
no hace referencia a la indicación 
del Ministerio de Energía y Minas 
(MEM) sobre encontrarse en la im-
posibilidad de realizar consultas de 
conformidad con el Convenio, de-
bido a la falta de una regulación 
específica sobre esta materia así 
como que, ante la inexistencia de 
tal normativa, el MEM debía cumplir 
con la Ley de Minería actualmente 
en vigor. El MEM también señaló 
que había instado a los interesa-
dos en obtener licencias, a tener 
acercamientos con las comunida-

des indígenas e informarles a ca-
balidad sobre sus proyectos. Esta 
comunicación del gobierno, indicó 
la Comisión, hizo referencia a la 
creación de una mesa de diálogo 
entre el gobierno y representantes 
de las comunidades afectadas para 
analizar la situación.

Al respecto, la Comisión llama la 
atención del gobierno de Guatemala 
sobre las siguientes observaciones:

a) “Que el derecho de los Pueblos 
Indígenas a ser consultados 
cada vez que se prevean me-
didas susceptibles de afectar-
les directamente, se despren-
de directamente del Convenio 
169, independientemente de 
que se haya reflejado o no en 
algún texto legislativo nacional 
específico”. (Sic).

b) “Que es el Gobierno el que tie-
ne la obligación de asegurarse 
de que los Pueblos Indígenas 
sean consultados de conformi-
dad con el Convenio y no los 
particulares o las empresas 
privadas”. (Sic).

c) “Que las disposiciones del Con-
venio en materia de consulta 
deben leerse junto con el ar-
tículo 7 en el que se consagra 
el derecho de los Pueblos In-
dígenas de decidir sus propias 
prioridades de desarrollo y de 
participar en la formulación, 
aplicación y evaluación de los 
planes y programas de desa-
rrollo susceptibles de afectar-
les directamente” (Sic).

Recuerda que en su Obser-
vación General de 2008 sobre el 
Convenio, destacó que:

“[no] realizar dichas consultas 
y no dejarles participar tiene gra-
ves repercusiones para la aplica-
ción y éxito de programas y pro-
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yectos específicos de desarrollo, 
ya que de esta forma resulta poco 
probable que reflejen las aspira-
ciones y necesidades de los Pue-
blos Indígenas y Tribales”. (Sic).

Subraya asimismo que:

“El artículo 7, 3), del Convenio 
dispone que los gobiernos deben 
velar por que se efectúen estudios, 
en cooperación con los pueblos in-
teresados, a fin de evaluar la inci-
dencia social, espiritual y cultural, 
y sobre el medio ambiente que las 
actividades previstas puedan tener 
sobre estos pueblos y que el artí-
culo 15, 2), prevé que deben rea-
lizarse consultas a fin de determi-
nar si los intereses de los pueblos 
indígenas se pueden ver perjudi-
cados, y en qué medida, antes de 
emprender o autorizar cualquier 
programa de prospección o explo-
tación de los recursos existentes 
en sus tierras”.

Agrega además que:

“según dispone el artículo 7, 
4), del Convenio, los gobiernos 
deben tomar medidas, en coope-
ración con los pueblos interesa-
dos, para proteger y preservar el 
medio ambiente de los territorios 
que habitan”.

Legislación en materia de 
consulta y participación. Desde 
hace varios años, la Comisión ha 
dado seguimiento a la cuestión del 
establecimiento de mecanismos 
institucionales de consulta y par-
ticipación previstos por el Conve-
nio.

Informó que en su última me-
moria, el gobierno de Guatemala 
se refirió a un proyecto de Ley Ge-
neral de Derechos de Pueblos In-
dígenas de Guatemala, No. 40-47, 
que fue presentado en el pleno del 
Congreso de la República el 11 de 
agosto de 2009, pendiente de dic-

tamen por parte de las Comisiones 
de Legislación y Puntos Constitu-
cionales y de Pueblos Indígenas. 
Se refiere igualmente al proyecto 
de Ley de Consulta a Pueblos Indí-
genas No. 36-84, que fue presen-
tado en el pleno del Congreso el 25 
de julio de 2007 y que todavía se 
encuentra pendiente de dictamen 
actualmente por parte de las Co-
misiones de Legislación y Puntos 
Constitucionales y de Economía 
y Comercio Exterior. La Comisión 
entiende además que existe otro 
proyecto de Ley sobre Consulta 
con No. 40-51, el cual recibió el 
dictamen favorable de la Comisión 
de Pueblos Indígenas el 27 de sep-
tiembre de 2009. Asimismo, tomó 
nota de que el MEM se refiere a 
una tercera iniciativa legislativa 
sobre el tema con No. 34-13.

La Comisión señaló también que 
según el Artículo 26 de la Ley de 
los Consejos de Desarrollo Urbano 
y Rural, Decreto 11-2002, “en tanto 
se emite la ley que regule la con-
sulta a los pueblos indígenas, las 
consultas a los pueblos maya, xinca 
y garífunas sobre medidas de de-
sarrollo que impulse el Organismo 
Ejecutivo y que afecten directamen-
te a estos pueblos, podrán hacerse 
por conducto de sus representantes 
en los consejos de desarrollo”.

En sus comentarios anteriores, 
la Comisión estableció que, según 
el gobierno, la Comisión de Alto 
Nivel del MEM presentó al Presi-
dente de la República la propuesta 
de reforma de la Ley de Minería, 
centrada en la “información, par-
ticipación y consulta de los pue-
blos interesados”. Al momento de 
este informe, este proyecto no ha-
bía sido presentado a la Dirección 
Legislativa y, en consecuencia, se 
desconocía en dicho organismo el 
contenido del mismo.

La Comisión recordó que ha 
venido efectuando el seguimiento 
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de esta cuestión desde la ratifica-
ción del Convenio; que la falta de 
mecanismos apropiados de con-
sulta fue objeto de un informe y 
de recomendaciones del Consejo 
de Administración en respuesta a 
una reclamación; que en diversas 
oportunidades ha examinado co-
mentarios de sindicatos sobre si-
tuaciones graves con relación a la 
falta de consulta y la explotación 
de los recursos naturales; y que en 
2005 tomó nota de que la Procu-
raduría de Derechos Humanos de 
Guatemala expresó su preocupa-
ción por el otorgamiento guber-
namental, sin consulta previa, de 
395 licencias para exploración y 
explotación.

La Comisión también se re-
mite a su Observación General 
de 2008 sobre la aplicación del 
Convenio 169, en la que conside-
ra importante que los gobiernos, 
con la participación de los Pueblos 
Indígenas y Tribales establezcan 
de forma prioritaria, mecanismos 
apropiados de consulta con las ins-
tituciones representativas de esos 
Pueblos.

La Comisión expresó su pre-
ocupación por la falta de medidas 
a estos efectos. En sus comenta-
rios anteriores, la Comisión había 
tomado nota de que el proyecto de 
Ley sobre Consulta se concretaría 
en breve y que una Comisión de 
Alto Nivel estaba trabajando so-
bre las enmiendas relativas a la 
inclusión de la consulta previa en 
la legislación sobre minería. Sin 
embargo, lamentablemente no pa-
recen haberse realizado progresos 
en relación con las iniciativas men-
cionadas. Además, las iniciativas 
parecen haberse multiplicado de 
manera aparentemente poco coor-
dinada. Si bien la Comisión entien-
de que las medidas que garantizan 
la consulta y participación llevan 
tiempo, hizo hincapié en que es 
necesario que se establezcan cla-

ramente las medidas a adoptar a 
corto, medio y largo plazo para po-
der alcanzar los resultados reque-
ridos por el Convenio.

Seguimiento de una co-
municación de UNSITRAGUA 
alegando falta de consulta y 
participación con relación al 
otorgamiento de licencia a 
la compañía Montana-Glamis 
Gold. Desde hace varios años, la 
Comisión viene dando seguimiento 
a los comentarios de UNSITRAGUA 
con relación a la licencia de explo-
ración y explotación minera otorga-
da a la compañía Montana-Glamis 
(Goldcorp Inc.) en los departa-
mentos de San Marcos y de Izabal, 
cuya área de influencia alcanzaría 
a los lagos de Atitlán y de Izabal. 
La Comisión reiteró su invitación al 
Gobierno a continuar desplegan-
do esfuerzos para desarrollar con-
sultas con los pueblos interesados 
teniendo en cuenta el procedimien-
to establecido en el artículo 6, del 
Convenio, a fin de determinar si los 
intereses de esos Pueblos se verían 
perjudicados, y en qué medida, 
como lo requiere el artículo 15, pá-
rrafo 2), del Convenio.

La Comisión invitó reiterada-
mente al gobierno a que examinara 
si con la continuación de las activi-
dades de exploración y explotación 
por parte de la compañía Monta-
na-Glamis (Goldcorp Inc.), sería 
posible llevar a cabo los estudios 
previstos en el artículo 7, párrafo 
3), del Convenio, en cooperación 
con los pueblos interesados, antes 
de que sus efectos potencialmente 
nocivos sean irreversibles.

Asimismo, la Comisión invitó al 
gobierno a que redoblara sus esfuer-
zos para que se aclararan los inci-
dentes en los que murió un poblador 
en la manifestación realizada contra 
la instalación de un cilindro destina-
do a la mina en 2005 y le solicitó in-
formaciones detalladas al respecto.
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La Comisión informa que, se-
gún reiteró el gobierno, no se 
otorgó licencia alguna respecto del 
lago de Izabal y que se ha prohibi-
do llevar a cabo cualquier tipo de 
descarga en todo cuerpo de agua, 
y lamentó que el gobierno no pro-
porcionara nuevas informaciones 
sobre el particular.

La Comisión recordó que, en 
sus comentarios anteriores, tomó 
nota de que el gobierno no niega 
la falta de consultas alegada sino 
que indica que la empresa realizó 
un Estudio de Impacto Ambien-
tal (EIA) que fue aprobado por 
la dependencia gubernamental 
correspondiente. Además, la Co-
misión tomó nota de las preocu-
paciones expresadas por la PDH 
en su informe de mayo de 2005 
sobre la actividad minera. La 
PDH se refirió expresamente al 
proyecto objetado por UNSITRA-
GUA y expresó su preocupación 
por los riesgos de la minería a 
cielo abierto y, en particular, por 
el procedimiento que se utiliza en 
este caso que es el de lixiviación 
con cianuro.

La Comisión había señalado la 
atención del gobierno sobre estos 
riesgos, los cuales debían ser ob-
jeto de la consulta previa contem-
plada en el artículo 15, párrafo 2), 
del Convenio, junto con los estu-
dios previstos en el artículo 7, pá-
rrafo 3), del Convenio.

En consecuencia, la Comi-
sión, al tomar nota de que la 
memoria del gobierno reite-
ra la información presentada 
con anterioridad, expresó su 
preocupación en relación con 
la falta de progresos en este 
caso objeto de examen, e instó 
al gobierno a que suspendie-
ra la explotación referida has-
ta que se realicen los estudios 
contemplados en el artículo 7, 
párrafo 3), del Convenio y las 

consultas previas previstas en 
el artículo 15, párrafo 2), del 
Convenio, y que debía propor-
cionar información detallada a 
este respecto.

Además, la Comisión soli-
citó al gobierno tomar las me-
didas necesarias para aclarar 
los incidentes en que perdió la 
vida un poblador en la mani-
festación contra la instalación 
de un cilindro destinado a la 
mina, y a que proporcionara in-
formaciones detalladas sobre 
el particular.

Seguimiento de las reco-
mendaciones del Consejo de 
Administración de 2007. La 
Comisión lamentó notar que la 
memoria del gobierno no contenía 
información respecto de los puntos 
planteados en su Observación de 
2007, en seguimiento de las re-
comendaciones adoptadas por el 
Consejo de Administración en su 
informe de junio de 2007.

El informe concernía a una re-
clamación alegando la falta de con-
sulta previa con los Pueblos inte-
resados respecto del otorgamiento 
de la licencia de exploración mine-
ra para el níquel y otros minerales, 
No. LEXR-902, del 13 de diciembre 
de 2004, a la empresa de Explo-
raciones y Explotaciones Mineras 
Izabal S.A. (EXMIBAL), para ini-
ciar actividades de exploración 
minera en territorio del pueblo in-
dígena Maya Q’eqchi (documento 
GB.299/6/1).

Por lo tanto, la Comisión 
instó al gobierno a que:

i)	 Alinee la legislación existente, 
tal como la Ley de Minería, con 
los artículos 6, 7 y 15 del Con-
venio;

ii)	 Adopte sin demora todas las 
medidas necesarias para en-
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Como sentenció la CC, el Presidente de la República es el responsable de 
coordinar el diseño e implantación de mecanismos para hacer respetar y efec-
tivizar el Derecho de Consulta reconocido en los instrumentos internacionales. 
Por ello ha sido imperativo que a partir de la Petición Constitucional se esta-
blecieran los mecanismos para la suspensión de las operaciones mineras dado 
el incumplimiento del Derecho de Consulta de Buena Fe.

Tal como se puede constatar en el texto contenido en el recuadro III, la 
Comisión de Expertos de la OIT instó al gobierno a la suspensión de operacio-
nes en las dos empresas mineras, debido a que desde 1996 el Estado ratificó 
soberanamente el Convenio 169, comprometiéndose a cumplirlo; el no haber-
lo hecho desde hace 15 años viola dicha obligación internacional, puesto que 
ratificar para incumplir es:

Fraude de Ley73.   

Instar a la suspensión de operaciones mineras implica una consideración 
de connotación especial por su carácter obligatorio, debido a que la Comisión 
de Expertos tiene la misión de examinar la aplicación de los convenios y reco-
mendaciones de la OIT. Para que la Comisión de Expertos llegara a tal reque-
rimiento significa que ha puesto en tela de juicio la legalidad de las licencias 
autorizadas por Ministerio de Energía y Minas (MEM) así como por el Ministerio 
de Ambiente y Recursos Naturales (MARN), demostrando la OIT que la práctica 
nacional del gobierno en la aplicación del Convenio 169 es condenable.

Estos requerimientos dan el marco de la libre determinación…

…para reformar prácticas o estructuras estatales74

Incumplir con esas obligaciones es lo que ha provocado que el Estado 
de Guatemala sea condenado reiteradamente por la comunidad internacional, 

tablar de buena fe, un diálogo 
constructivo entre todas las 
partes interesadas conforme 
a los requisitos previstos en el 
Artículo 6 del Convenio, que 
permitiera buscar soluciones 
apropiadas a la situación en 
un clima de mutua confianza 
y respeto, tomando en cuenta 
la obligación del gobierno de 
garantizar la integridad social, 
cultural y económica de los 
Pueblos Indígenas de acuerdo 
con el espíritu del Convenio;

iii)	 Suspender inmediatamente 
las actividades alegadas en 
tanto se llevara a cabo este 
diálogo y se evaluara, con la 
participación de los pueblos 

interesados, la incidencia so-
cial, espiritual y cultural y 
sobre el medio ambiente de 
las actividades previstas, y la 
medida en que los intereses 
de los Pueblos indígenas se 
verían perjudicados, según lo 
dispuesto por los artículos 7 y 
15 del Convenio;

iv)	 Adopte todas las medidas ne-
cesarias para garantizar el es-
tablecimiento de mecanismos 
apropiados de consulta y parti-
cipación, tal como está previs-
to en el Convenio, tomando en 
consideración su Observación 
General de 2008, y comunicar 
información detallada a este 
respecto.

73.Artículo 4 de la Ley del Organismo Judicial.

74.Anaya, James, op.cit.p.10.
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como lo será en el Caso Sipakapa en su momento.

Si el Presidente no cumplía con la suspensión de las operaciones mineras 
instadas por la OIT, se prestaba a ser demandado ante la CIDH, y tras de ello 
están las 40 consultas llevadas a cabo en diferentes partes del país, hasta que 
entendiera que:

Un gobierno que no se subordina a la ley rápidamente cae 
en el autoritarismo y la arbitrariedad75.

Como veremos a continuación, eso precisamente sucedió.

Las medidas cautelares de la CIDH

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) de la Organi-
zación de los Estados Americanos (OEA), en el “Caso Comunidades del pueblo 
maya (Sipakapense y Mam) de los municipios de Sipacapa y San Miguel Ixta-
huacán en el departamento de San Marcos”, solicitó al Gobierno de Guatemala 
el pasado 20 de mayo del año en curso, suspender la explotación y demás ac-
tividades relacionadas de la mina Marlin de la empresa canadiense Goldcorp/
Montana Exploradora de Guatemala, S.A., e implementar medidas efectivas 
para prevenir la contaminación ambiental hasta que se resuelva la demanda 
presentada ante la CIDH, es decir, que la suspensión es de tiempo indefinido y 
debía decretarse inmediatamente.

La CIDH también le solicitó al gobierno:

i)	 Iniciar las medidas de descontaminación de las fuentes de agua de las 18 
comunidades beneficiarias de las Medidas Cautelares, y asegurar el acceso 
de agua apta para el consumo humano;

ii)	 Implementar un programa de salud para proveer atención médica perti-
nente para quienes padezcan de las consecuencias de la contaminación;

iii)	 Además, las medidas que sean necesarias para garantizar la vida y la inte-
gridad física de las 18 comunidades.

La CIDH le solicitó al gobierno informar durante los siguientes 20 días, 
sobre la adopción de las medidas antes mencionadas, y actualizarlas periódi-
camente.

La CIDH también le pidió al Gobierno de Guatemala que dentro de los mis-
mos 20 días le informe sobre:

i)	 Las acciones de persecución y hostigamiento realizadas por las autorida-
des a instancia de la empresa, contra personas que se han opuesto a las 
labores de la mina;

ii)	 Los daños a las viviendas con consecuencias de los explosivos que utiliza 
la mina; y, por último pero fundamental;

75.Corte de Constitucionalidad de Guatemala. Exp.2579-2009. Sentencia de 7 de enero de 2010.   Diario de Centro América, 13 de enero de 2010, p.9.



31

iii)	 Las órdenes de captura de quienes se han opuesto a 
la mina y el estado de los procesos a la fecha.

Las Medidas Cautelares anteriores son producto del 
Caso Sipakapa, litigado estratégicamente ante la CIDH 
desde diciembre de 2007, a partir del pluralismo jurídico 
guatemalteco articulado con el derecho ambiental y los 
derechos humanos individuales y colectivos, todo desde la 
perspectiva de la Diversidad Cultural, abordando los tres 
problemas planteados en el presente trabajo, defendiendo 
el derecho a la libre determinación de los Pueblos Indíge-
nas a través de la Consulta…

…para reformar prácticas o estructuras estatales76.

A manera de conclusión, el Derecho de Consulta según el bloque de cons-
titucionalidad en Guatemala, es fundamental, colectivo, y prestacional, consti-
tuyéndose actualmente en el principal mecanismo de interculturalidad.

Las Medidas Cautelares ante-
riores son producto del Caso 
Sipakapa, litigado estratégica-
mente ante la CIDH desde di-
ciembre de 2007, a partir del 
pluralismo jurídico guatemal-
teco articulado con el derecho 
ambiental y los derechos huma-
nos individuales y colectivos.

76.Anaya, James, op.cit.p.10.

En el año 2010 también podrá recibir los boletines de El Observador en versión impresa, cola-
borando con una contribución como sigue:

Contribución por boletín impreso: 			  Q. 40.00 (no incluye envío).

Contribución anual por 6 boletines:

Ciudad capital:			  Q. 200.00 (incluye envío).
Fuera de la ciudad capital y departamentos 	 Q. 225.00 (incluye envío).
Estados Unidos, América del Sur y Europa:		 Q. 250.00 (no incluye envío).

Forma de pago: 			  Efectivo o con cheque.

Lugar de pago: 		  Depósito monetario en cuenta que 
se le indicará

Comprobante: 			  Se le entregará recibo contable

Si en lo individual o institucional le interesa colaborar para continuar produciendo estos mate-
riales, envíe su nombre y teléfono para incluirle dentro de la lista de suscriptores y nos pondre-
mos en contacto con usted.

Puede enviar sus datos a las direcciones de correo electrónico que aparecen arriba o bien comu-
nicarse con nosotros a los teléfonos que aparecen en este anuncio, en horario de 8:00 a 16:00 
horas, de lunes a viernes.

Suscríbase:  22 53 27 22  y  55 54 37 57
publicaciones@aselobs.org/asistente@aselobs.org
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Introducción

Sorpresa causó el anuncio gubernamental del pasado 24 de junio, de sus-
pender temporalmente las operaciones de la mina Marlin en los municipios 
de San Miguel Ixtahuacán y Sicapa, departamento de San Marcos, en acata-
miento de las medidas cautelares que la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH), instancia de la Organización de Estados Americanos (OEA), 
otorgó desde mayo pasado a las 18 comunidades del pueblo indígena maya 
Mam y Sipacapense.

La sorpresa deviene porque el actual gobierno de Álvaro Colom y la Unidad 
Nacional de la Esperanza (UNE) se ha caracterizado por no asumir de manera 
pública, decisiones políticas fundamentales que le competen y que tienen que 
ver con la operación de empresas extractivas o de construcción de grandes 
obras de infraestructura como hidroeléctricas o carreteras, pese a que hay un 
rechazo de las comunidades indígenas afectadas que se ha venido expresan-
do en Consultas Comunitarias de Buena Fe, haciendo acopio de un derecho 
consignado en el Convenio 169 ya ratificado por el Estado guatemalteco, así 
como pese a que ya hay demandas desde organismos internacionales como la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT) y ahora la CIDH.

Ahí se tienen ejemplos concretos.

En octubre del año pasado, la Comisión Legislativa de Transparencia pu-
blicó el “Informe de Investigación y Verificación del Proceso de autorización 
de las licencias de explotación en los municipios de San Juan Sacatepéquez, 
departamento de Guatemala, y de los municipios de San Miguel Ixtahuacán y 
Sipacapa, departamento de San Marcos”, el cual, pese a ser solicitado por el 
mismo Colom, a la fecha el gobierno no asumió ninguna posición sobre éste1.

1. Ver Solis, Fernando. “Acerca del informe legislativo sobre las licencias mineras en San Marcos y San Juan Sacatepéquez”. El Observador. Análisis Alternati-
vo sobre Política y Economía Nos. 20-21, año 4, agosto-noviembre 2009, páginas 24-63.
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Lo mismo sucedió con el informe de una Comisión de Expertos de la OIT 
que fue conocido en febrero del presente año, en donde se exhortaba al go-
bierno a suspender las operaciones mineras de la mina Marlin, así como de la 
cementera de Cementos Progreso en San Juan Sacatepéquez, en concordancia 
con el Convenio 169. No se supo una postura oficial al respecto.

Un tercer ejemplo ha tenido lugar este año en el caso del contrato pe-
trolero 2-85, Xan, operado por la compañía francesa Perenco en Laguna del 
Tigre, Petén. El contrato vence en agosto próximo y todo apuntaba a que el 
gobierno prorrogaría dicho contrato, tal como al final sucedió el 23 de julio. Sin 
embargo, el gobierno nunca asumió una postura clara al respecto sino hasta 
el último momento, pese a las contundentes evidencias de los impactos de la 
actividad petrolera en este segundo humedal mundial,en clara violación de la 
Convención de Humedales Ramsar.

Ahora que están vigentes las medidas cautelares dictadas por la CIDH y que 
se abre un proceso administrativo, el presente ensayo pretende aportar elemen-
tos para interpretar los factores que las provocaron y la coyuntura que abre el 
acatamiento o el desacato del gobierno a las operaciones mineras en el país.

La llegada de la minería a San Marcos

Unos meses antes de la firma de la paz, en 1996, durante el gobierno de 
Álvaro Arzú y del Partido de Avanzada Nacional (PAN), fue otorgada la primera 

licencia para reconocimiento de terreno a una empresa 
minera. La licencia recayó sobre los municipios de San 
Miguel Ixtahuacán y Sipacapa, ambos en el departamento 
de San Marcos. En el ámbito del comercio internacional 
significó un avance para la apertura comercial, requisito 
del Banco Mundial (BM) y el Fondo Monetario Internacio-
nal (FMI) en el marco del Consenso de Washington2.

Ese mismo año se firmó el Acuerdo sobre Identidad y 
Derechos de los Pueblos Indígenas (AIDPI) y entraba al 
ordenamiento legal guatemalteco el Convenio 169 sobre 
Derechos de los Pueblos Indígenas y Tribales en Países 
Independientes, un instrumento mundial de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo (OIT). Estos últimos hechos 
podemos calificarlos como contradictorios aunque en rea-
lidad parece que no fueron considerados relevantes, pese 

a que en los últimos cinco años han sido herramientas fundamentales para los 
Pueblos Indígenas.

En 1997, aún durante el gobierno de Arzú, fue aprobada la que dio en llamar-
se “nueva Ley de Minería”, que en palabras de Erick Holt Giménez, se trata de:

Uno de los códigos de minería más draconianos desde la 
conquista española. De acuerdo con la legislación minera, 
las empresas no sólo son propiedad extranjera en un 100%, 
sino que las anteriores regalías obligatorias del orden del 
6% fueron sustituidas por una de tan solo 1%, y el impuesto 
a la renta fue reducido del 58% al 31%. En un país donde los 
consumidores pagan  hasta US$ 140 mensuales por agua, 

Unos meses antes de la firma 
de la paz, en 1996, durante el 
gobierno de Álvaro Arzú y del 
Partido de Avanzada Nacional 
(PAN), fue otorgada la primera 
licencia para reconocimiento 
de terreno a una empresa mine-
ra. La licencia recayó sobre los 
municipios de San Miguel Ixta-
huacán y Sipacapa, ambos en el 
departamento de San Marcos

2.	 Denuncia presentada por las comunidades de San Miguel Ixtahuacán y Sipacapa al Tribunal Permanente de los Pueblos. Guatemala, 2008.
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las cantidades sustantivas de agua requeridas para procesar 
la mina de oro son gratis para las empresas mineras3.

Posteriormente, de esa “nueva Ley de Minería” de 1997 fueron suspendi-
dos algunos artículos por considerarse inconstitucionales, cuyas reformas a la 
fecha siguen pendientes. Entre 1999 y 2004 se da en San Miguel Ixtahuacán, 
la compra fraudulenta4 de los terrenos constituyentes y circundantes de lo que 
después sería el terreno con licencia para la exploración y explotación de oro y 
plata del mega proyecto minero5 Marlin6, ejecutado por Montana Exploradora7, 
en ese momento subsidiaria de Glamis Gold Inc., hoy Goldcorp Inc.

El  Acuerdo de Paz Firme y Duradera de 1996 terminó de allanar el camino 
para la firma del Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica, República 
Dominicana y Estados Unidos (RD-CAFTA, por sus siglas en inglés) que se dio 
en 2005, un proceso que había iniciado 25 años atrás con la implementación 
del proceso de ajuste estructural.

El tratado abrió otra fase de acumulación capitalista 
en Guatemala para continuar reorganizando las funcio-
nes del Estado para garantizar su papel de “facilitador de 
negocios”8. El evangelio de la competitividad sitúa hoy a 
Guatemala dentro de los países que continúan proveyendo 
materias primas a los centros industrializados y tecnoló-
gicos mundiales, siendo esta vez las materias primas los 
recursos naturales que, a partir de ello se erigen como 
ejes de acumulación –además de la tierra como constante 
histórica-, el agua, los minerales del subsuelo y hasta el 
aire9 que dentro del modelo se ven como mercancías.

En el caso concreto de la mina Marlin, la explotación de oro y de plata que 
lleva a cabo ha generado graves consecuencias para la vida, la integridad per-
sonal, el medio ambiente y los bienes del pueblo Maya Mam afectado, puesto 
que los ríos Quivichil, Tzalá y sus afluentes, son las únicas fuentes de agua 
para consumo y actividades de subsistencia10. Estudios técnico-científicos de-
muestran que las aguas de los ríos y riachuelos están contaminados con me-
tales pesados como consecuencia del inevitable drenaje ácido.

3.	 En Bebbington, Anthony. “Minería, movimientos sociales y respuestas campesinas”. Instituto de Estudios Peruanos - Centro de Estudios Pruanos. Perú, 
2007.

4.	 Los procedimientos fraudulentos de compra de terrenos han sido documentados en la denuncia presentada por las comunidades de Sipacapa y San Miguel 
Ixtahuacán al Tribunal Permanente de los Pueblos. Guatemala (2008); también ver Van der Sandt, Joris. “Derechos colectivos indígenas sobre la tierra y su 
proceso de adquisición, ‘legal-ilegal’. El caso de la mina Marlin en San Miguel Ixtahuacán y Sipacapa”. Guatemala. Informe de Investigación. San Marcos, 
2008.

5.	 Decimos megaproyecto porque la subsidiaria de la transnacional canadiense ha considerado hacer del Altiplano Occidental de Guatemala un distrito minero.

6.	 La licencia para explotación minera en San Miguel Ixtahuacán y Sipacapa que comprende 20 kilómetros cuadrados, se otorgó a Montana Exploradora, subsi-
diaria de Glamis Gold, en el año 2003. La extracción se hace subterránea y a cielo abierto. La separación de los minerales se hace por lixiviación, proceso en 
el que se usa gran cantidad de agua y cianuro con peligro de filtración a la tierra y aguas subterráneas y superficiales.

7.	 Denuncia presentada al Tribunal Permanente de los Pueblos por las comunidades de Sipacapa y San Miguel Ixtahuacán, departamento de San Marcos y 
varias organizaciones acompañantes.

8.	 Díaz Polanco, Héctor. “Elogio de la Diversidad”. Premio Editorial Letras Cubanas. La Habana, 2008.

9.	 Gómez, Rocío. “Billetes verdes: el negocio de los bonos de carbono. Una decena de  empresas  guatemaltecas  incursionan en el mercado de reducir las 
emisiones de dióxido de carbono (CO2)”. elPeriódico, 20 de marzo de 2010.

10.MC 260-07 – Comunidades del Pueblo Maya (Sipakepense y Mam) de los municipios de Sipacapa y San Miguel Ixtahuacán en el Departamento de San 
Marcos, Guatemala  http://www.cidh.oas.org/medidas/2010.sp.htm

El evangelio de la competiti-
vidad sitúa hoy a Guatemala 
dentro de los países que aún 
continúan proveyendo materias 
primas a las centros industriali-
zados y tecnológicos mundiales, 
siendo esta vez las materias pri-
mas los recursos naturales 
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Conscientes de esta situación, la po-
blación del municipio de Sipacapa -sobre 
el cual se ubica, al menos, el 15% de la 
concesión de exploración y explotación-, 
se dio a la tarea de informarse y buscar 
una vía legal para defender sus derechos 
individuales y colectivos. De esa cuenta, 
las y los vecinos realizaron el 18 de junio 
de 2005, una Consulta Comunitaria que 
desplegó resultados mayoritarios que re-
chazaron la licencia minera, impidiendo 
hasta la fecha la actividad extractiva de 
la empresa sobre territorio sipakapense.

Al respecto, Irma Otzoy planteó en 
2007 que:

El pueblo de Sipakapa ha solicitado al gobierno acatar el 
resultado de la consulta popular y cancelar las licencias de 
explotación minera; al Congreso de la República de Guate-
mala, decretar a favor del referéndum y hacerlo vinculante; 
pero la resolución final al respecto se encuentra en manos de 
la Corte de Constitucionalidad11.

La Corte de Constitucionalidad (CC) por su parte, sentenció a ese respecto 
que el resultado de la primera  Consulta Comunitaria de Buena Fe realizada en 
Sipacapa, no necesariamente era vinculante12. No obstante, en otras interpre-
taciones más recientes la misma CC ha reconocido su vinculancia13.

En San Miguel Ixtahuacán, la mina comenzó actividades de explotación 
en 2005 y desde entonces los vecinos reportan que varios pozos de agua y 
manantiales se habrían secado, y los metales pesados liberados a los cuer-
pos de agua durante el proceso industrial, han tenido efectos nocivos sobre 
la salud de las personas14, lo que motivó que las 18 comunidades afectadas15 
correspondientes a los pueblos maya mam de San Miguel Ixtahuacán y maya-
sipakapense de Sipacapa, solicitaran desde el año 2009, la aplicación de me-
didas cautelares ante la Comisión Internacional de Derechos Humanos de la 
Organización de Estados Americanos (OEA)16, alegando que:

Una de las veci-
nas de la comu-
nidad Agel, San 
Miguel Ixtahua-
cán, muestra las 
rajaduras que 
las explosiones 
de la mina Mar-
lin han causado 
en su casa.

Foto: ADISMI

11.Otzoy, Irma. “Sipacapa y el límite de la democracia”. Publicado en ISTOR No. 24. http://www.istor.cide.edu/revistaNo24.html.

12.Resolución de la Corte de Constitucionalidad, del 8 de mayo de 2007, referente al caso de la Consulta comunitaria de Sipacapa http://www.resistencia-
mineria.org/espanol/?q=node/45

13.Sentencia de la Corte de Constitucionalidad, relativa al expediente 3878-207 del caso de La Consulta comunitaria en el Municipio de San Juan 
Sacatepéquez,Departamento de Guatemala, emitida el 21 de diciembre 2009.

Reafirma que la consulta y todos los demás derechos regulados en el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), tienen jerarquía 
constitucional, es decir, pasan a formar parte del listado de los derechos humanos regulados en los artículos del 1º al 149º de la Constitución Política de la 
República de Guatemala, doctrinariamente llamada parte Dogmática. 

	 Información disponible en: http://www.resistencia-mineria.org/espanol/?q=node&page=1

14.Ibídem.

15.Tres Cruces, Escupijá, Pueblo Viejo, La Estancia, Poj, Sipacapa, Pie de la Cuesta, Cancil, Chual, Quecá, Quequesiguán, San Isidro, Canoj, Ágel, San José 
Ixcaniche, San José Nueva Esperanza, San Antonio de los Altos, y Siete Platos, en Guatemala. 

16.MC 260-07 – Comunidades del Pueblo Maya (Sipakepense y Mam) de los municipios de Sipacapa y San  Miguel Ixtahuacán en el Departamento de San 
Marcos, Guatemala. http://www.cidh.oas.org/medidas/2010.sp.htm
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La concesión minera así como el inicio de la explotación 
minera se ha realizado sin consultar en forma previa, plena, 
libre e informada a las comunidades indígenas afectadas del 
pueblo maya17. 

La CIDH emite medidas cautelares a favor 
del pueblo maya

El pasado 20 de mayo de 2010, la CIDH otorgó las medidas cautelares a 
favor de los miembros de las 18 comunidades del pueblo indígena maya, so-
licitando al Estado de Guatemala la suspensión de la explotación minera del 
proyecto Marlin I, y la implementación de medidas urgentes a favor de las co-
munidades de estos dos municipios, a fin de garantizar la vida y la integridad 
de estas personas hasta tanto la Comisión adopte una decisión sobre el fondo 
de la petición.

17.Ibídem.

18. http://www.cidh.oas.org/medidas/2010.sp.htm

1.	 Suspender la explotación mi-
nera del proyecto Marlin I y 
demás actividades relaciona-
das con la concesión otorgada 
a la empresa Goldcorp/Monta-
na Exploradora de Guatemala, 
S.A., e implementar medidas 
efectivas para prevenir la con-
taminación ambiental, hasta 
tanto la Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos 
adopte una decisión sobre el 
fondo de la petición asociada a 
esa solicitud de medidas cau-
telares;

2.	 Adoptar las medidas necesarias 
para descontaminar en lo posi-
ble las fuentes de agua de las 
dieciocho comunidades bene-
ficiarias, y asegurar el acceso 
por sus miembros a agua apta 
para el consumo humano;

3.	 Atender los problemas de sa-
lud objeto de estas medidas 
cautelares, en particular, ini-
ciar un programa de asistencia 
y atención en salubridad para 
los beneficiarios, a efectos de 
identificar a aquellas personas 
que pudieran haber sido afec-
tadas con las consecuencias de 
la contaminación para que se 
les provea de la atención mé-
dica permanente;

4.	 Adoptar las demás medidas 
necesarias para garantizar la 
vida y la integridad física de los 
miembros de las dieciocho co-
munidades mayas de Tres Cru-
ces; Escupijá; Pueblo Viejo; La 
Estancia; Poj; Sipacapa; Pie de 
la Cuesta; Cancil; Chual; Que-
cá; Quequesiguán; San Isidro; 
Canoj; Ágel; San José Ixcani-

I. Contenido de las medidas cautelares dicta-
das por la CIDH en el caso de las

comunidades Sipakapenses y Mames de los 
municipios de Sipacapa y San Miguel Ixtahua-

cán, departamento de San Marcos18
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Fuente: Organización de los Estados Americanos. Washington, D.C. 2006, EEUU. Ref: Comunidades del 
pueblo maya (Sipakapense y Mam) de los municipios de Sipacapa y San Miguel Ixtahuacán en el departa-
mento de San Marcos. Medida Cautelar MC-260-07. Guatemala. 20 de mayo de 2010.

En esa misma semana habían 
sido presentados públicamente dos 
estudios cuyos resultados emplaza-
ron a la mina por su impacto en los 
derechos humanos de la población. 
El primero de ellos está avalado por 
la Universidad de Michigan y reveló 
que las personas residentes en zonas 
adyacentes o río abajo de la mina, 
presentan concentraciones más altas 
de plomo en sangre así como mercu-
rio, arsénico, zinc y cobre en orina, 
que los y las que viven más distantes 
a la mina19.

El otro informe20, realizado por la 
consultora privada On Common Ground, y más polémico por haber sido solici-
tado por accionistas de la misma Goldcorp Inc. ante su inquietud causada por 
las protestas sociales relativas a la mina Marlin, reveló que las percepciones y 
la confianza de los pobladores locales han sido socavados por preocupaciones 
que devienen de las prácticas de la empresa y debilidades del Estado relativas 
al derecho a la consulta, medio ambiente, condiciones de trabajo, seguridad, 
los procesos de adquisición de tierras, la inversión económica y social, así 
como acceso a la remediación de impactos.

Pese a la contundencia de los resultados de ambos estudios y a la amplia 
difusión que recibieron en medios de comunicación local, la reacción del Mi-
nistro de Ambiente –a la postre, uno de los cuatro Ministros del gobierno de 
Àlvaro Colom que no ha sido removido desde que la Unidad Nacional de la Es-
peranza (UNE) asumió la conducción de la gestión gubernamental- refirió que, 
según un estudio realizado por la Universidad de Texas, la calidad del agua en 
Sipacapa y en San Miguel Ixtahuacán no daba motivos de preocupación:

Lo que hemos obtenido de la Universidad de Texas es que la 
calidad del agua satisface los parámetros de salud e indus-
triales. Hemos hecho un esfuerzo por hacerlo lo más técnico 
y científico posible, pero eso no quiere decir que no exista un 
riesgo porque riesgo siempre hay21.  

che; San José Nueva Esperan-
za; San Antonio de los Altos y 
Siete Platos;

5.	 Planificar e implementar las 
medidas de protección con la 
participación de los beneficia-
rios y/o sus representantes.

19.Metales tóxicos y Poblaciones Indígenas cerca de la Mina Marlin en Guatemala Occidental, Posibles exposiciones e impactos a la Salud. Reporte Científico 
preparado por Niladri Basu, MSc, PhD y Howard Hu, MD, MPH, ScD con la Asistencia del International Forensic Program de Physicians for Human Rights. 
Mayo 2010. Pp. 16.

20.Resumen Ejecutivo Evaluación de los Derechos Humanos de la Mina de Goldcorp. Comisionada por el Comité de Gestión para la Evaluación de Impactos 
en los Derechos Humanos de la Mina Marlin, en representación de Goldcorp. Preparado por On Common Ground Consultants Inc, Vancouver, B.C., Canadá. 
Mayo, 2010.

21.Reynolds, Louisa. “Luis Ferraté: Marlín no está contaminando el agua”. elPeriódico, 25 de mayo 2010.

La presa  de 
colas de la mina 
Marlin, San Mi-
guel Ixtahuacán

Foto: ADH
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El estudio mencionado en realidad no estuvo hecho por la Universidad de 
Texas sino por un laboratorio privado ubicado en Texas22, y se refiere única-
mente a la calidad del agua no a los impactos en derechos humanos como 
salud y respeto a la autodeterminación de los Pueblos Indígenas, tal como sí 
pueden ser interpretados los otros estudios.

Con respecto a los impactos en salud, el Ministro de esa cartera, Ludwig 
Ovalle, expresó:

…será necesario realizar estudios más exhaustivos para 
establecer con certeza si la presencia de la minera ha cau-
sado daños a la salud de los habitantes. Habría que hacer 
un estudio de qué fábricas, qué industrias, hay en el lugar 
además de la mina. También hay que ver a qué se dedica 
la población del lugar. Hemos encontrado afecciones como 
hongos y sarcopiosis, una enfermedad de la piel, que hay en 
todas partes del país. Si solo estuviera en estos municipios 
(aledaños a Marlin) podríamos decir que es por la mina, 
pero en este caso no23.

Las exigencias por el cumplimiento 
de las medidas cautelares

Desde el movimiento social, varias organizaciones de Guate-
mala, Ecuador y México, reunidas en el encuentro Nacional por la 
Defensa del Territorio que fue organizado por la Mesa Indígena y 
Campesina24, exigieron al gobierno y a la empresa canadiense el 
cierre definitivo de la mina y que la trasnacional abandone el país 
por la contaminación al medio ambiente y por todos los problemas 
de pobreza, de salud y violencia que está ocasionando.

En una carta abierta25 dirigida desde el Consejo de los pueblos 
de Occidente de Guatemala en Defensa del Territorio26 (CPO), se 
exigió:
 

El cumplimiento inmediato de la Medida Cautelar MC-260-
07, emitida por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) de fecha 20 de mayo de 2010 (así como) 
la cancelación de todas las licencias mineras impuestas, por 
ser arbitrarias, ilegales e ilegítimas. Caso contrario, ejerce-
remos nuestro derecho constitucional de legítima resisten-
cia.

22.Información proporcionada por el diputado de la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca (URNG), Héctor Nuila, quien solicitara al ministro Ferraté 
la ampliación de información referente al estudio mencionado en la prensa escrita.

23.Reynolds, Louisa, op. cit.

24.Encuentro realizado del 19 al 21 de mayo 2010.

25.Carta abierta del CPO al Presidente de la República, Álvaro Colom. 1 de junio 2010.

26.El Consejo de los Pueblos del Occidente de Guatemala en Defensa del Territorio (CPO) es la articulación social entre los 42 municipios que han realizado 
Consultas Comunitarias de Buena Fe ante la imposición de proyectos mineros e hidroeléctricas en su territorio, así como organizaciones nacionales e interna-
cionales acompañantes y solidarios.

Foto: El Observador

Movilizaciones 
contra la activi-
dad minera
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En otra carta abierta27 también dirigida a Colom, el pueblo maya Mam de 
San Miguel Ixtahuacán manifestó la misma exigencia, pero a la vez reiteró que 
la licencia del proyecto Marlin I a Montana  Exploradora de Guatemala, S.A., 
fue otorgada sin el consentimiento libre, previo e informado de dicho pueblo; y 
que organismos internacionales ya han señalado esa situación y recomendado 
el cese de operaciones de la mina:

El Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial 
de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), denun-
ció en su sesión celebrada el 8 de marzo de 2010 el despojo 
de tierras en Guatemala, al autorizar licencias de explota-
ción minera en territorios de los Pueblos Mayas, Garífunas 
y Xincas sin consulta previa28.

La Comisión de Expertos en Aplicación del Convenio de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT)29, solicitó al 
gobierno de Guatemala a que suspenda la explotación mi-
nera en el municipio de San Miguel Ixtahuacan, hasta que 
se realicen los estudios.

Pese a la evidencia presentada, todavía el 3 de junio último, el Presidente 
de la República, Álvaro Colom, afirmó que no suspendería las actividades de 
la Mina Marlin porque:

No hay fundamento, ya que según los Ministros de Energía 
y Minas, Ambiente y Salud, no hay contaminación derivada 
de la mina.

Por fuera del discurso oficial quedaron hasta el momento las consideracio-
nes relativas a la persecución y represión en contra de ciudadanas y ciudada-
nos que se oponen a esta actividad extractiva, y a la ausencia de la consulta 
libre, previa e informada al pueblo maya Mam de San Miguel Ixtahuacán y 
maya Sipakapense, sobre el otorgamiento de la licencia de reconocimiento en 
territorio indígena30.

Sorpresivo acatamiento gubernamental 
de las medidas cautelares

Siguiendo la parsimonia que ha caracterizado las decisiones importantes 
en el gobierno de la UNE, se publicó31 que el día 23 de junio se enviaría res-
puesta sobre las medidas cautelares pues a pocas horas de vencer el plazo 
dictado por la CIDH, aún se esperaba la opinión de la Procuraduría General de 
la Nación (PGN). Según esta nota, Colom expresó que faltaba determinar si la 
CIDH sólo “recomendaba” o se trataba de una “orden”. 

27.Carta abierta del pueblo maya mam de San Miguel Ixtahuacán al Presidente Álvaro Colom, 3 de junio 2010.

28.Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial (CEDR), 76º período de sesiones. Del 15 de febrero al 12 de marzo de 2010. Los principales aspec-
tos de este informe relacionados con la violación de derechos de los pueblos indígenas Mam y Sipacapense en el caso de las operaciones de la mina Marlin, 
fueron brevemente comentados en El Observador. Análisis Alternativo sobre Política y Economía Nos. 22-23, año 5, diciembre 2009 – febrero 2010, página 
99.

29.Conferencia Internacional del Trabajo, 99ª Reunión, 2010, OIT, Ginebra. Ver el ensayo de Carlos Loarca al respecto en esta edición de El Observador.

30.Palma, Claudia. “Gobierno no suspenderá operaciones en mina Marlin”, elPeriódico, 3 de junio 2010.

31.Prensa Libre, 22.06.2010 pp4.
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Un día después, el 24 de junio, la noticia de que el gobierno había decidido 
acatar a la CIDH en el tiempo establecido fue una sorpresa, en términos de 
cumplir con el plazo de la prórroga y del contenido del comunicado de prensa 
del gobierno en el que hizo saber de la suspensión de las actividades mineras 
en San Marcos. 

El Gobierno de la República, mediante un comunicado de prensa32, hizo 
saber que había recibido y estudiado detenidamente la solicitud de medidas 
cautelares de CIDH, y ratificaba:

Su compromiso de velar por la salud de la población gua-
temalteca y proteger el medio ambiente, reduciendo los ni-
veles de contaminación, así como su decisión de promover 
inversiones, social y ambientalmente responsables33.

32.Observatorio de Conflictos Mineros (OCMAL), 23 de junio 2010. Cursivas nuestras.

33.Ibídem

La respuesta del gobierno se 
estructuró con respecto a cada 
una de las cinco medidas caute-
lares dictadas por la CIDH, de las 
que se expresa como se reseña a 
continuación:

1.	 En relación con la  medida cau-
telar de suspender las activida-
des mineras aludidas el Estado 
de Guatemala, comunica su 
decisión de atenderla para dar 
cumplimiento a sus compromi-
sos internacionales en el cam-
po de los derechos humanos.

Para el efecto, señala la nota:

…de conformidad con las posibilida-
des de su propio ordenamiento interno, ini-
ciará el proceso administrativo correspon-
diente, con el fin de que la medida cautelar 
pueda cobrar legalmente vigencia.

2.	 Respecto a la segunda, informó 
que de acuerdo con los estu-
dios realizados por el Ministerio 
de Salud Pública, Ministerio de 
Ambiente y Recursos Naturales 
y Ministerio de Energía y Minas, 
no hay evidencias de que exista 

contaminación en las aguas de 
las comunidades, por lo que son 
aptas para el consumo humano.

3.	 Acerca de la tercera reco-
mendación, señaló que en la 
evaluación realizada por el 
Ministerio de Salud Pública y 
Asistencia Social:

No se detectó ninguna enfermedad vin-
culada con la presunta contaminación pro-
ducida por la Mina Marlin.

4.	 Sobre la cuarta recomendación, 
el gobierno explicó que a través 
del Ministerio de Gobernación 
mantiene los esfuerzos para pre-
servar la integridad física y la 
vida de los miembros de las co-
munidades mencionadas, y toma 
las medidas necesarias para ga-
rantizar los derechos de los ciu-
dadanos. Al mismo tiempo: 

…solicitó especificar qué personas 
sufren algún tipo de persecución, a fin de 
determinar medidas de apoyo.

5.	 Y, finalmente, sobre la quinta 
recomendación, las autorida-

II. La respuesta gubernamental a las medidas 
cautelares
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des detallaron que la planifica-
ción e implementación de me-
didas de protección…

…si fueren necesarias, tendrán la par-
ticipación de todos.

Las reacciones de sectores interesados no se hicieron esperar.

El entonces Ministro de Energía y Minas, Carlos Meany, renunció el 23 de 
junio a su cargo esgrimiendo motivos de salud, mientras que los representan-
tes de Montana Exploradora pidieron que se aclarara la base legal, a la vez 
que señalaron que no existían causales en la legislación para el cierre de la 
mina34.

34. El Periódico. “La salida de Meany. El ex funcionario dice que renunció por razones personales”, 24 de junio de 2010, página 3.

35.Sobre el origen y los ámbitos empresariales de Meany, puede consultarse en el ensayo de Luis Solano. “Los círculos de poder en el gobierno de Álvaro 
Colom y la Unidad Nacional de la Esperanza (UNE)”. El Observador. Análisis Alternativo sobre Política y Economía Nos. 11 y 12, año 3, febrero-abril 2008, 
páginas 48-51.

36.Solano, Luis, op. cit., página 48.

Su salida del MEM, Meany la 
argumentó a partir de problemas 
de salud y la urgencia de hacerse 
exámenes en el exterior, aunque 
circuló una versión de que su sa-
lida obedeció a su desacuerdo con 
la implementación de las medidas 
cautelares por parte del gobierno.

Sin embargo, días después, el 
7 de julio, medios de comunica-
ción informaron que Meany dirigi-
rá la Mesa de Gobernabilidad que 
el gobierno instaló y cuya reunión 
se llevaría a cabo ese día con el 
sector privado aglutinado en el Co-
mité Coordinador de Asociaciones 
Agrícolas, Comerciales, Industria-
les y Financieras (CACIF).

Así es entonces que Meany no 
salió del Ejecutivo sino que, al pa-
recer, continuará siendo un ope-
rador político del actual gobierno, 
fundamentalmente tendiendo la-
zos con el sector privado organiza-
do a partir de que él mismo es un 
empresario35, tal como lo hizo a su 
paso por el MEM.

En todo caso, el actual gobier-
no de Colom –como los anteriores- 
se ha caracterizado por vincular 
como funcionarios públicos, a em-
presarios y a técnicos ligados con 
los ámbitos y los intereses empre-
sariales.

El sustituto de Meany, Romeo 
Rodríguez, quien hasta ese mo-
mento ocupaba el cargo de Vice-
ministro, ha sido Coordinador de 
Comercialización del Instituto de 
Electrificación (INDE) y Gerente 
de la Comisión Nacional de Ener-
gía Eléctrica (CNEE). Se le asocia a 
negocios de electricidad del ex Mi-
nistro de Energía y Minas, Leonel 
López Rodas, en la Comercializa-
dora de Electricidad Centroameri-
cana (CECSA) propiedad de López 
Rodas36.

En ese sentido, está claro que 
la salida de Meany, por lo menos 
de la titularidad de esa cartera, no 
implica que haya una ruptura en 
la orientación de la política pública 
que hasta ahora ha llevado a cabo 
el MEM en materia energética.

III.  Meany no se va del gobierno y hay conti-
nuidad en la Política Energética
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Al momento de asumir, el 29 
de junio, dejó claras sus priorida-
des al frente del MEM, ya que dijo 
que daría seguimiento a la Política 
Energética ejecutada por su ante-
cesor, pues a su juicio, la política 
energética debe ser considerada 
como una política de Nación.

No vamos a inventar cosas nuevas, 
sino a darles seguimiento a las políticas 
energéticas, en hidrocarburos y minería.

La Política incluye el cambio de matriz 
energética, que permita eliminar la depen-
dencia de los derivados del petróleo en la ge-
neración de energía eléctrica en el país, así 
como el incremento de la producción petro-
lera. En ambos casos, con visión de desarro-
llo social y económico, pero con respeto a los 
recursos naturales y al medio ambiente37.

Sobre la minería; Rodríguez dijo:

Lo que está en el ojo del huracán es el 
tema minero, con el proyecto Marlin, y no lo 
podemos obviar. Hay que darle solución si-
guiendo los procedimientos que marca la ley. 
En el mediano plazo se tienen que hacer mo-
dificaciones a la ley minera, para adaptarlos 
a la realidad. Entendemos que esta ley no está 
adaptada a la realidad, pero está vigente.

En materia de electricidad, Ro-
dríguez apuntó:

Veo dos retos importantes: uno es dar-
le seguimiento y apoyo a los proyectos que 
se construyen y que van a cambiar la cara 
en el año 2013, y el otro, que esas políticas 
energéticas puedan ser institucionalizadas, 
porque hay una planificación 2008-2022 
(…) Hay más proyectos de los que había-
mos pensado en construcción en centrales 
hidroeléctricas; ya se trabaja en el Plan de 
Expansión de Transmisión Eléctrica (PET) 
—contempla la construcción de 817.9 kiló-
metros de red— que es el articulador de to-
dos los proyectos de generación, y por otro 
lado, el Sistema de Interconexión Eléctrica 
para América Central camina muy bien38.

Sobre el contrato a Perenco y 
asuntos relacionados

En el tema petrolero, Rodríguez 
más bien se refirió a la ampliación 
del contrato a Perenco:

El tema de Perenco ya no está en el 
ámbito del Ministerio de Energía y Minas, 
que es solo un eslabón más de la cadena, 
no es quien decide al final. Ahora estamos 
a la espera de la decisión del presidente 
Colom39.

Al respecto, un medio escrito 
local informó el 7 de julio del año 
en curso en su primera plana, que 
Sergio Véliz Rizzo40, quien fuera 
Secretario Ejecutivo del Conse-

37.Bolaños, Rosa Ma. “Romeo Rodríguez: ‘Daré seguimiento a política energética”. Prensa Libre del 29 de junio de 2010, versión electrónica.

38.Ver Solano, Luis. “La Política Energética y el negocio de la electricidad”. El Observador. Análisis Alternativo sobre Política y Economía Nos. 22-23, año 5, 
diciembre 2009 – febrero 2010, páginas 3-34.

39. Colom finalmente firmó la prórroga del Contrato 2-85, Xan, a Perenco el 22 de julio en Consejo de Ministros, y el 23 de julio en las instalaciones del Com-
plejo Deportivo Maya en el municipio de Santa Elena, Petén, fue dada a conocer la decisión “con alegría”. La prórroga permite que por 15 años más se ex-
traiga petróleo en el Parque Nacional Laguna del Tigre. Se supo que Luis Ferraté, Carlos Menocal, y Jerónimo Lancerio, Ministros de Ambiente y Recursos 
Naturales, de Gobernación y de Cultura y Deportes, respectivamente, no firmaron el Acuerdo Gubernativo 214-2010 que da vigencia a la prórroga. Se espera-
ba que este acuerdo fuera publicado el 26 de julio pero el Centro de Acción Legal y Acción Legal (CALAS) interpuso el 25 de julio un Recurso de Amparo 
en la Corte de Constitucionalidad (CC) contra el mandatario, para impedir que fuera publicado este acuerdo en el Diario de Centroamérica.La CC dio un 
plazo de 48 horas a Colom para que presentara un informe que sustentara la decisión de renovar el contrato.  A decir de Yuri Melini, Director de CALAS:

El amparo fue presentado porque con anterioridad se le hizo saber al Presidente de la República en reiteradas 
oportunidades, que ese contrato es ilegal y proviene de una decisión que no puede entrar en la vida pública.

	 El plazo de la CC vencía el 27 de julio y ese día en la tarde, el mandatario presentó el informe respectivo al mismo tiempo que en esa fecha fue promulgado 
el Acuerdo Gubernativo en el diario oficial. 

	 Al mismo tiempo que se esperaba que la CC dictaminara el 28 de julio sobre la prórroga, también se pronosticaba toda una batalla legal contra esta decisión.

	 Ver: Prensa Libre. “Alemanes proponen fondo para no extraer petróleo”; “Firmará prórroga”, 23 de julio de 2010, páginas 2 y 3; “Firma prórroga contra vien-
to y marea”, 24 de julio de 2010, páginas 4 y 5; “Calas busca impedir prórroga a Perenco”, 25 de julio de 2010, página 5; “CC da 48 horas al mandatario”, 26 
de julio de 2010, página 4.

40.De profesión Arquitecto, Véliz Rizzo ya había sido Viceministro del Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales (MARN) a principios del gobierno de 
Berger, y fue a finales de ese gobierno que fue Secretario Ejecutivo del CONAP, para luego regresar nuevamente al MARN como Viceministro de Ambiente, 
ya con el gobierno de la UNE.
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jo Nacional de Áreas Protegidas 
(CONAP) a finales del gobierno de 
Óscar Berger, en 2007, introdujo 
cambios inconsultos a los dictáme-
nes del Plan Maestro del parque 
Laguna del Tigre y Biotopo prote-
gido Laguna del Tigre Río Escondi-
do, favoreciendo a Perenco41.

El diario en mención indica que 
entre las modificaciones hechas 
por Véliz Rizzo al original, están:

n	 Que las amenazas a esa re-
serva son la agricultura, los 
incendios forestales, el tráfico 
de madera y el tráfico de fauna 
silvestre, pero se omitió que 
también impacta la actividad 
petrolera de la empresa Peren-
co Guatemala Ltd.

n	 Que se omitió un párrafo en el 
cual se señalaba que las carre-
teras construidas por la petro-
lera favorecieron las ocupacio-
nes de personas en el parque 
Laguna del Tigre.

n	 Además, que fue borrado un 
párrafo que decía que el nuevo 
plan prohibía la construcción 
de nuevas carreteras.

n	 También se borró el párrafo que 
decía: “No se permiten nuevas 
explotaciones petroleras”.

n	 También se establecía un pá-
rrafo que decía que se debía 
hacer una cuantificación eco-
nómica de los impactos causa-

dos por Perenco en el polígono 
del contrato 2.85, y se cambió 
por otro que expresa que se 
efectuará una auditoría am-
biental siguiendo los términos 
de referencia del Ministerio de 
Energía y Minas.

Las alteraciones se descubrie-
ron en el año 2008, ordenando el 
CONAP una investigación.

Una denuncia está interpuesta 
contra Véliz Rizzo en la Fiscalía de 
Delitos Administrativos del Minis-
terio Público (MP) bajo el número 
de causa MP0012-2010-62305, la 
cual fue presentada por el actual 
directorio del CONAP el pasado 10 
de junio del presente año

Por su parte la Comisión Nacio-
nal del Petróleo no asumió respon-
sabilidad sobre estas alteraciones 
que se dieron para beneficiar a 
Perenco, en el marco de una cita-
ción que el diputado independiente 
Anibal García hizo a esta instancia 
para que explicara si tenía conoci-
miento del hecho.

Uno de los asistentes e inte-
grante de esta instancia, Roberto 
Campos, actual Viceministro de 
Defensa dijo que se revisó el plan 
maestro del Parque Nacional Lagu-
na del Tigre y confiaron en que el 
estudio técnico del Consejo Nacio-
nal de Áreas Protegidas (Conap) 
reflejaba que la extracción de cru-
do era benigna con la selva42.

41.Ramírez Espada, Alberto. “Alteran plan a favor de petrolera”. Prensa Libre del 7 de julio de 2010, páginas 2 y 3.

42.Prensa Libre. “Comisión del Petróleo esquiva responsabilidad sobre alteración de plan”, 13 de julio de 2010, versión electrónica.

Lo que hasta aquí se soslaya, incluso en la respuesta a la primera medida 
cautelar, es el carácter  no sólo legal sino constitucional que los tratados inter-
nacionales de derechos humanos e instancias internacionales que velan por su 
cumplimiento, adquieren en el ordenamiento jurídico guatemalteco, derivado 
del Artículo 46 de la Constitución de la República de Guatemala, que reza:
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La espada y la pared

Ante la opinión pública, el gobierno de Colom ha manejado la suspensión 
dictaminada por la CIDH como variable dependiente de un proceso adminis-
trativo, y de estudios técnicos de agua y de salud hechos por su administra-
ción, mientras que es de todos conocido el papel que ha venido asumiendo el 
Estado de facilitador de los negocios de las empresas transnacionales43, y que 
existen otros estudios con resultados preocupantes como el de la Universidad 
de Michigan.

Ese manejo público tiende a disimular o a invisibilizar que las medidas 
cautelares atañen principalmente a un caso de violaciones de los derechos 
colectivos de los Pueblos Indígenas normadas por el Convenio 169 y la Decla-
ración de los Pueblos Indígenas, correspondientes al derecho al territorio, a la 
consulta libre, previa, e informada, y a la autodeterminación de los Pueblos.

Foto: El Observador.

Fotos publicadas en 2009 en el boletín “El Ingeniero” de la Empresa Montana Exploradora, en donde se observa 
la visita que el Vicepresidente de la República, Rafael Espada, y el entonces Ministro de Energía y Minas, Carlos 
Meany, hicieron a las instalaciones de la mina Marlin para recibir un reconocimiento de funcionarios de Goldcorp 
Inc. por “su labor de promoción de la industria minera en Guatemala y Centroamérica”.

43.Díaz Polanco, Héctor. “Elogio de la Diversidad”. Premio Editorial Letras Cubanas. La Habana, 2008.

Preeminancia del Derecho Internacional. Se establece el 
principio general de que en materia de derechos humanos, 
los tratados y convenciones aceptados y ratificados por 
Guatemala, tienen preeminencia sobre el derecho interno.
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Este es el motivo de fondo que espera resolución en la CIDH –ya advertido 
por la misma OIT-: que las medidas cautelares deben ser acatadas mientras el 
caso está en litigio. Es deber de los Estados garantizar los derechos humanos, 
y de las ciudadanas y ciudadanos apoyar y exigir su cumplimiento.

De esta cuenta quedan en entredicho ociosas y desesperadas opiniones 
que tratan de presionar al gobierno para que privilegie a la empresa Montana 
en particular, y al modelo económico de la competitividad en general:

Este gobierno, sin querer o queriendo, está dando las mis-
mas señales que los gobiernos socialistas de la región. Des-
pués de una decisión de estas, el siguiente paso es la nacio-
nalización de las empresas44.

Para nadie es un secreto que éste gobierno de Álvaro Colom y la UNE no es 
precisamente socialista, y que el proyecto minero constituye sólo un caso con-
secuente del modelo económico capitalista que renueva sus ejes de acumula-
ción. De ahí que pueda afirmarse que, tanto la empresa Montana Exploradora 
como el gobierno esperan que las medidas cautelares –al menos la primera de 
ellas- se revoquen tras la visita que hará en próximo, una delegación/misión 
de la CIDH, la cual estaba prevista para el 11 y 12 de julio.

El mismo Vicepresidente de la República, Rafael Espada, expresó su deseo 
de que así sea:

…debe haber una razón para que el Estado ordene el cierre, 
a través del ministerio del ramo, y que ese proceso llevará 
de 90 a 120 días, debido a que incluye el análisis y notifica-
ción de la resolución de la CIDH, así como los argumentos 
de defensa de la mina. Y si no hay causal, se llama a la Co-
misión para reconsiderar la medida45.

Resultaba previsible que durante esa visita se tratará de desplazar el foco 
de atención hacia los estudios de agua y de salud hechos por el gobierno y los 
hechos por la empresa, eludiendo la cuestión fundamental que llevó el caso 
hasta la CIDH: el derecho de los Pueblos Indígenas a ser consultados sobre 
los proyectos a ejecutarse en su territorio. Los estudios y argumentos técnicos 
pueden adquirir en este caso, una función político-ideológica para legitimar a 
la mina en San Miguel Ixtahuacán y Sipacapa, a la empresa que la opera y 
a la corporación transnacional que la subsidia, haciendo que cumpla con de-
terminados requerimientos técnicos para validar su estancia, manteniéndola 
habilitada.

44.Opiniones de Hugo Maul, Director del área económica del Centro de Investigaciones Económicas Nacionales (CIEN), citadas por Óscar Istamul y Geovani 
Contreras en: “El gobierno cumplirá orden de cerrar mina. Opiniones a favor y en contra”. Prensa Libre del 24 de junio de 2010, página 2. Es bien conocida 
la postura neoliberal de Hugo Maul y el CIEN y su relación, como tanque de pensamiento, con las cámaras empresariales corporativas que proclaman y de-
fienden el modelo de la competitividad en Guatemala. Esas declaraciones son muy parecidas a las que la derecha más dura del país ha vertido como parte de 
una ofensiva que califica las posiciones estatistas como socialistas o comunistas, y vlas relaciona con una supuesta estrategia que estaría en marcha desde el 
cono sur del continente, liderada por Hugo Chávez, Evo Morales y Rafael Correa, por ejemplo, de estatizar y de imponer un régimen socialista contra la libre 
empresa. Maul es actualmente analista económico en el  programa “Viva la Mañana” que se transmite por el canal de televisión por cable GUATEVISION”.

45.http://www.prensalibre.com/noticias/Ejecutivo-recibira-CIDH_0_289171121.html, consultada el 29 de junio de 2010.
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46.Marroquín fue entrevistado sobre la mina Marlin recientemente por Marta Yolanda Díaz-Durán en la radio “Doble S”, 100.9, en donde se transmite el espa-
cio de “Libertopolis”, y en éste repitió, ahora siendo funcionario privado, lo que tanto la mina como el mismo gobierno ha dicho:

La pobreza ya existía en esas comunidades antes de que llegara la mina (…) la mina no contamina y está 
generando desarrollo en esos lugares.

Las relaciones entre funcio-
narios de gobierno y empresas 
extractivas que operan en Guate-
mala no es nueva y se remonta a 
gobiernos atrás.

Foto: Prensa Libre

De izquierda a derecha: Mario Marroquín, 
Director Ejecutivo de la mina Marlin;
Eduardo Villacorta, Vicepresidente regio-
nal de Goldcorp Inc.; y Milton Saravia,
actual Gerente de Montana Exploradora, 
al momento de referirse a las medidas
cautelares el 24 de junio pasado.

Se da de diversas formas, 
siendo una de ellas la vinculación 
que funcionarios gubernamenta-
les tejen cuando se encuentran 
en cargos en carteras que regulan 
estas actividades, y han pasado a 
ser técnicos o asesores de estas 
empresas cuando ya no están en 
el gobierno. Otra es que técnicos o 
funcionarios de empresas extrac-
tivas privadas pasen a ser funcio-
narios de gobierno en un momen-
to determinado, por lo regular, en 
esas carteras. Una tercera es que 
estas empresas financien obras 
públicas o instalen fundaciones 
que contribuyen a la “caridad pú-
blica” bajo el enfoque que hoy está 
de moda: “la responsabilidad so-
cial empresarial”.

El caso de Montana Explorado-
ra no es la excepción, pues sus ac-
tuales directivos han estado vincu-
lados recientemente a los últimos 
gobiernos.

Por ejemplo, a Mario Marro-
quín, actual Director Ejecutivo de 
la mina Marlin, se le recuerda tam-
bién como Director Ejecutivo de la 
agencia gubernamental Invest in 
Guatemala, creada en 2004 para 
dar asesoría y apoyo a los inver-
sionistas extranjeros en busca de 
oportunidades en Guatemala, a 
través de ofertar un portafolio de 
inversiones a éstos, fundamental-
mente en varias áreas económi-
cas que tienen relación con mega-
proyectos e industrias extractivas, 
turismo, etc. Junto con el Progra-
ma Nacional de Competitividad 
(PRONACOM), fueron creadas du-
rante el gobierno de Óscar Berger 
como los dos brazos ejecutores de 
la Política Nacional de Competiti-
vidad y de la Agenda Nacional de 
Competitividad. Después de In-
vest, Marroquín pasó a dirigir en 
los últimos tres meses de 2009, 
la Fundación Soros-Guatemala, 
cargo del que salió en marzo del 
presente año46.

Respecto a Milton Saravia, ac-
tual Gerente de Montana Explora-
dora, no sólo es también el actual 
Presidente de la Gremial de Minas, 
Canteras y Procesadoras (GRE-
MICAP) sino también ha ocupado 
cargos públicos. Se le atribuye estar 
muy vinculado a la familia Berger 
Widmann. Por ello no extraña que 
haya sido Viceministro de Energía 

IV. Vínculos entre funcionarios de empresas 
extractivas y los gobiernos de turno
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El 9 de julio venció el plazo para que el gobierno presentara su informe de 
respuesta a la CIDH sobre las medidas cautelares. Esta fue la segunda prórro-
ga que la parte gubernamental solicitó a la instancia internacional, luego de 
que el 24 de junio pasado solicitara 15 días más hacerlo. Con anterioridad, el 
9 de junio, cuando venció el plazo de 20 días que la CIDH le otorgó al gobierno 
para presentar una respuesta sobre las medidas cautelares, la administración 
Colom solicitó una primera prorroga de 15 días que vencieron el 24 de junio.

En ese marco, tres días antes de que venciera esta segunda prórroga, el 5 
de julio, el gobierno dio un adelanto del contenido de su informe a la CIDH.

Ese día fue presentado, por parte de los Ministerios de Comunicaciones, 
Infraestructura y Vivienda (CIV), de Energía y Minas (MEM) y de Ambiente 
y Recursos Naturales (MARN), un informe gubernamental que explicaría las 
causas de los daños a las viviendas ubicadas en las comunidades aledañas a 
la mina Marlin. Según éste, las rajaduras en las 51 casas dañadas no tienen 
relación con las explosiones que efectúa la mina para la extracción del oro y 
de la plata, sino se deben a la mala calidad de la construcción, pues 98% son 
de adobe, y producto de la actividad sísmica en el área48.

En la presentación, el Viceministro del CIV, Jesús Insua, solicitó a la mina 
Marlin la implementación de las siguientes tres medidas de mitigación por po-
sibles daños en el área de explotación:

47.Ver Solano, Luis. “La transnacionalización de la industria extractiva: La captura de los recursos minerales e hidrocarburos”. El Observador. Análisis Alterna-
tivo sobre Política y Economía No. 19, año 4, junio-julio 2009, página 26.

48.Prensa Libre. “Gobierno pide tres medidas a Marlin”. 6 de julio de 2010, versión electrónica.

y Minas durante el gobierno de la 
GANA (2004-2007)47.

Montana también ha tejido re-
laciones con el actual alcalde ca-
pitalino Álvaro Arzú a través de la 
financiación de obras privadas con 
impacto público.

Una de ellas es el área llama-
da Rocaventura dentro del Museo 
del Niño, la cual fue inaugurada en 
abril de 2008 y a decir de sus im-
pulsores, fue diseñada para esti-
mular el interés de los niños sobre 
los minerales y su uso, así como la 
responsabilidad que ello implica.

En su inauguración participa-
ron la esposa del Alcalde capitali-
no, Patricia de Arzú; el Viceministro 
de Energía y Minas, Alfredo Pokus; 
y Milton Saravia, de la GREMICAP, 
quienes enfatizaron en la impor-
tancia de Rocaventura pues pre-
tendería:

Despertar en los pequeños el interés 
por el tema y fomentar en ellos la necesidad 
de hacer un uso racional de los minerales 
(en tanto que) la labor del museo es incen-
tivar a los niños a profundizar, en las aulas 
y sus hogares lo que aprenden allí.

El proyecto es financiado por 
Cementos Progreso, Corporación 
General de Tractores, S.A. (GEN-
TRAC) y Compañía Guatemalteca 
de Níquel (CGN).

Foto: muniguate.com

En la inauguración de Rocaventura apa-
recen, cortando la cinta, Milton Saravia, 
Patricia de Arzú, y Alfredo Pokus.
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i)	 Instalación de una estación permanente de medición de vibraciones ori-
ginadas por sismos y explosivos en la comunidad Agel. Esa planta sería 
colocada de común acuerdo con el MEM.

ii)	 Diseñar un estudio de limitación de vibraciones para la futura explotación 
en el lugar denominado Los Coches, a escasos 300 metros de casas de esa 
comunidad.

iii)	 Levantar un inventario del estado de las casas de la comunidad, para eva-
luar posteriormente a la explotación de oro en ese sector.

El actual Director Ejecutivo de la mina Marlin, Mario Marroquín, expresó 
que estudiarían el informe y darían a conocer sus posturas49.

En toda esta turbulencia algo queda claro: el Estado se debate entre los 
antagonismos intrínsecos al modelo económico, contradicciones que ya no sólo 
se reducen a la más conocida entre trabajo y capital –uno de los ejes funda-
mentales del análisis de Marx-, sino la recién visibilizada –aunque ya vislum-
brada por Engels- entre naturaleza y capital, que se concreta cuando el capital 
financiero busca desplazar espacialmente sus inversiones para no devaluarse 
en sus países de origen.

Este desplazamiento se concreta actualmente en pro-
yectos mineros, hidroeléctricos, de infraestructura, de te-
lecomunicaciones e instalación y multiplicación de cultivos 
de palma africana y caña de azúcar para la producción de 
agrocombustibles, en territorios históricamente ocupados 
por los Pueblos Indígenas, en un proceso que en palabras 
de David Harvey se denomina acumulación por despo-
sesión, el mecanismo por el cual se reproduce y perpetúa 
la acumulación originaria de capital.  

En todo este proceso, el Estado debe entenderse como 
parte del engranaje conflictivo de organización político-
social que establecen las relaciones de capital. El Estado 
como forma política del capital, cumple la función de un 
mediador de relaciones contradictorias sin la cual, éstas 
se harían insoportables desembocando en crisis y levan-
tamientos50.

El caso del despojo de territorio de los Pueblos Mayas Mam y Sipakapense 
ejemplifica la mediación del Estado en la apropiación privada –en forma de 
concesión-  de los medios de producción –en este caso el suelo, el subsuelo, el 
agua- y el consustancial racismo que opera al minimizar las demandas de los 
Pueblos Indígenas afectados. El conflicto pues es la manifestación de las ten-
siones que entraña un modelo económico impuesto, social, económica, política 
y naturalmente inviable.

 
El Relator Especial de Naciones Unidas sobre la situación de los derechos 

humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, James Anaya, quien 
estuvo en Guatemala en la penúltima semana de junio del presente año, dejó 
plasmada esa preocupación en sus observaciones preliminares:

49.Prensa Libre. “Gobierno pide tres…”, op. cit.

50.Véliz, Rodrigo. “Capital y luchas: Breve análisis de la protesta y el conflicto social actual”. Cuaderno de Debate No. 10. Área de Movimientos Sociales, 
Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO-Guatemala). Guatemala, 2009; también, Texier, Jacques. “Estado, lucha de clases y formas del 
desarrollo histórico en Engels”. Revista Internacional Marx Ahora No. 21/2006, Sección Indagaciones. La Habana, Cuba, páginas 7-18.

En todo este proceso, el Estado 
debe entenderse como parte del 
engranaje conflictivo de organi-
zación político-social que esta-
blecen las relaciones de capital. 
El Estado como forma política 
del capital, cumple la función de 
un mediador de relaciones con-
tradictorias sin la cual, éstas se 
harían insoportables desembo-
cando en crisis y levantamien-
tos
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En el curso de mi visita, he podido identificar un clima de alta inestabilidad y 
conflictividad social en relación con las actividades de las empresas en los terri-
torios tradicionales de los pueblos indígenas de Guatemala. Creo no equivocarme 
al afirmar que esta es una percepción que comparten por igual todos los actores 
interesados, incluyendo no sólo los pueblos afectados, sino también el Gobierno, 
la sociedad civil y las propias empresas. Se trata de una situación en la que no sólo 
parecen resultar perjudicados los pueblos y comunidades indígenas, sino que va 
más allá, colocando en dificultades a la capacidad del Gobierno y a los propios 
actores empresariales de promover la inversión y el desarrollo económico en el 
país. Esta situación requiere de respuestas decididas y urgentes por parte de los 
poderes públicos, a riesgo de colocar a Guatemala en una situación de ingober-
nabilidad51.

Las comunidades indígenas afectadas por la operación de la mina Marlin y la comunidad 
internacional quedan a la expectativa de saber qué hará el gobierno de Guatemala: Aprovechar 
la inmejorable oportunidad que le presentan las luchas de los Pueblos Indígenas para hacer 
historia, y acatar de hecho las medidas cautelares de la CIDH -diciendo por una vez alto a la 
impunidad-; o, si por el contrario, hará gala del calificativo de rapaz con el que frecuentemente 
se califica el modelo capitalista neoliberal.

Con las intenciones electorales del actual gobierno y crisis de institucionalidad que enfren-
ta, no sería inteligente un subterfugio legalista para desestimar las medidas cautelares dicta-
das desde la institucionalidad internacional en Derechos Humanos.

51.Observaciones preliminares del Relator Especial de Naciones Unidas sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indí-
genas, Sr. James Anaya, sobre su visita a Guatemala (13 al18 de junio de 2010). 18 de junio de 2010.

El 7 de julio del año en curso por la no-
che, dos hombres llegaron a la vivienda de 
la señora Teodora Antonia Hernández Cin-
to, ubicada en el caserío San José Nueva 
Esperanza de la comunidad Agel, municipio 
de San Miguel Ixtahuacán, solicitándole un 
vaso de café. Pese a que no les conocía, 
doña Teodora les proveyó el café y en ese 
momento recibió un disparo al nivel de la 
cabeza en el ojo derecho. Los dos desco-
nocidos, que según las informaciones reca-
badas, eran jóvenes, corrieron en dirección 
de la comunidad San José Ixcaniché, del 
mismo municipio. Doña Teodora fue trasla-
dada al centro de salud de San Miguel Ix-
tahuacán y posteriormente fue trasladada 
al Hospital Rooselvelt de la ciudad capital 
de Guatemala.

Doña Teodora es una lideresa de las co-
munidades de San Miguel Ixtahuacán que 
han venido conformando el movimiento de 
resistencia en contra de las operaciones 
mineras que realiza la empresa Montana 
Exploradora, subsidiaria de la transnacional 
canadiense Goldcorp Inc., y en defensa de 
los derechos que han sido violados por las 
explotaciones de oro y plata que ejecuta el 

proyecto minero Marlin. Con anterioridad 
ya había sido amenazada varias veces por 
esa participación, ya que ha sido una de 
las lideresas que lucharon por el derecho al 
agua en la comunidad de Saqmuj durante 
los sucesos de junio 2009, cuando Monta-
na Exploradora quiso apropiarse de las tie-
rras y de los manantiales que abastecen de 
agua a las familias de esa comunidad.

Foto: Diario de Centroamérica.

Doña Teodora al momento de salir del hospital 
Roosevelt el 15 de Julio, con la visión parcialmente 
pérdida por el disparo que recibió.  Fue acompañada 
por una integrante de la Unidad de Protección de 
Defensoras y Defensores de Derechos Humanos de 
Guatemala (UDEFEGUA).          

V. Atacada lideresa de San Miguel Ixtahuacán
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“Lo que se puede derivar de las medidas cautelares es 
que esto va a terminar en la Corte Interamericana, yo no 
le veo otra perspectiva. Veo muy difícil que el Estado, el 
gobierno, asuma su obligación de hacer una evaluación 
verídica, profunda”.

¿Cuál es su valoración sobre las medidas cautelares otorgadas 
por la CIDH a las 18 comunidades de San Miguel Ixtaguacan y 
Sipacapa?

En sí misma, la decisión que ha tomado la Comisión Interamericana de 
dictar las medidas cautelares, ciertamente son muy positivas. Sin embargo, 
habrá que seguirlas revisando y estudiando que justamente sean organismos 
internacionales los que tengan que emitir resoluciones de esta naturaleza, 
precisamente porque el acceder o recurrir a órganos internacionales es la 
constatación de que el Estado de Guatemala, a pesar de los aparentes cam-
bios que está haciendo y las aparentes adopciones que hace, de una serie de 
instrumentos internacionales y de compromisos políticos. Este tipo der resolu-
ciones son la constatación del fracaso del Estado.

En primera instancia esperaríamos que el Estado de Guatemala, en sí mis-
mo y por sí mismo, deba cumplir con su obligación de garantizar los derechos 
de las personas y evitar que haya daños que afecten la vida, la seguridad, la 
integridad, no solo individual de las personas, sino también colectiva, en este 
caso estamos hablando de los Pueblos Indígenas.

En ese sentido, creo que hay que hacer estos matices: lo positivo que la 
Comisión Interamericana  haya dictaminado de esta manera, pero lo lamen-
table que sigan siendo órganos internacionales que tengan que emitir ese tipo 
de resoluciones. En todo caso, creo que hay que saludar esas resoluciones 
porque ha actuado de la manera correcta; ha hecho eco de la serie de de-
nuncias que desde hace muchos años están emitiendo, están interponiendo 
en diferentes espacios, las  comunidades afectadas por la explotación minera, 
concretamente de la minera Marlín.

¿Cuál es su valoración del procedimiento administrativo que abre 
el gobierno ahora que decide acatar las medidas?

Lamentablemente, no obstante estas regulaciones políticas que el gobier-
no hace de agotar las resolución de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, me parece que se falla, no por desconocimiento sino por unas ra-
zones que pueden ser de tipo político, intereses sectarios, intereses que se 
puedan haber negociado previamente, haber negociado hace muchos años en 
el tema de la explotación de  recursos de subsuelo. 

También hay un problema de fondo, que el Estado en este momento deci-
da, como lo ha comunicado públicamente, abrir un expediente administrativo 

Foto: El Observador

Entrevista con 
Benito Morales, 
Coordinador del 
Área de Derechos 
Humanos de la 
Fundación Rigo-
berta Menchú
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para determinar si hay o no hay daños, me parece que esta tergiversando 
totalmente la naturaleza del acto, es decir, quien está juzgando, quien está co-
nociendo la denuncia es la Comisión Interamericana, y son ellos los que deben 
garantizar el debido proceso, es decir, ellos son los que controlan el trámite 
del proceso y por lo tanto, lo que están haciendo con las medidas cautelares 
es simplemente pedirle al gobierno que cumpla con suspender las operacio-
nes para luego entrar a determinar si hay o no hay un daño provocado por la 
minera. 

Cuando ellos dan un expediente al Legislativo, en-
tenderíamos que lo abrirían por medio de la Ley de 
Minería porque todo lo están orientando al Ministerio 
de Energía y Minas, pareciera ser que todo es a partir 
que hay posibles daños a la vida y los bienes de las 
personas que viven alrededor de la mina. Sin em-
bargo, aquel asunto es preocupante porque desna-
turalizan totalmente el concepto de medida cautelar, 
precisamente porque una medida cautelar se basa en 
un principio de urgencia, es decir, se toman sus pre-
cautorios para evitar ante las sospechas de posibles 
daños, para evitar daños más graves o que una ame-
naza en un momento determinado se concrete, el Es-
tado tiene la facultad de hacerlo, de hacer un alto, es 
un asunto de “paremos” y “miramos”, el asunto que 

ellos dicen “vamos a iniciar” pero no hacen nada respecto al trabajo concreto, 
en este caso la empresa. 

Creo que están desnaturalizando eso. Lo que hace la Comisión es de-
cirle suspendan y eso significa avisar a la mina, avisar a la empresa que 
debe suspender y todo mundo quedarse en stand by, mientras la empresa 
hace la investigación, pero cuando no hacen nada al respecto, no dicen 
nada que deben suspender e inician trámites administrativos, yo creo que 
lo que hacen es facilitar un tiempo para que entonces el poder económico, 
la licencia, etc., que puedan tener este tipo de empresas -que son muy po-
derosas- puedan en un momento determinado dejar la medida cautelar. Allí 
hay una especie de complicidad.

Para mí el problema de fondo aquí, no obstante todos los informes de 
alertas sobre posibles contaminaciones al agua, las constataciones de las raja-
duras de las casas de los vecinos que viven alrededor de la mina, el asunto de 
las posibles enfermedades que empiezan a aparecer, etc., etc., son elementos 
suficientes para que el Estado tome medidas y cumpla con su obligación fun-
damental como lo es garantizar la vida, la seguridad de todos los habitantes 
de manera igualitaria y aquí es donde está el problema.

El problema es que no obstante todos esos elementos que son indicios, 
porque tampoco la gente está obligada a probar científicamente que eso es 
así, simplemente con la alerta el Estado debe cumplir con su obligación, pero 
el problema aquí, yo creo, que es el problema de fondo y de siempre, es que 
en este país, Guatemala, estamos hablando de Pueblos Indígenas, y Pueblos 
Indígenas no interesa, Pueblos Indígenas ha sido el sector de los pueblos me-
diante políticas de asistencialismo, integracionismo, de genocidio, inclusive 
que se ha querido exterminar; y como estamos hablando de Pueblos Indígenas 
pueden alertar mil personas, pueden haber organismos internacionales que te 
pidan, que te recomienden y al final no lo hacen, precisamente porque esta-
mos hablando de Pueblos Indígenas.

Foto: El Observador
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Entonces ¿Qué perspectiva le ve a las medidas cautelares?

La perspectiva de lo que se puede derivar de las medidas cautelares es que 
esto va a terminar en la Corte Interamericana, yo no le veo otra perspectiva. 
Veo muy difícil que el Estado, el gobierno, asuma su obligación de hacer una 
evaluación verídica, profunda, incluso para proyectar, es decir, pareciera ser 
que el tema de las enfermedades que podrían aparecer como consecuencia 
de los metales pesados, no es un asunto que vaya a ser automático, es de-
cir, están explotando e inmediatamente van aparecer las enfermedades en la 
gente. Pareciera ser, y eso lo debiéramos manejar con propiedad porque no 
es el campo nuestro, pero los informes que hay es que las enfermedades van 
aparecer años después. Bajo ese tipo de análisis, bajo ese tipo de anteceden-
tes que hay en otros países en ese sentido, me parece que el Estado tiene 
obligación de actuar, sobreponer los intereses de sus ciudadanos ante los otros 
intereses.

Creo que, dado este panorama que planteaba, es que al final importa 
poco. Es, incluso, sorprendente, no sé si has visto la resolución que acaba de 
tomar la Corte Suprema en Belice en donde reconocen tierra y territorio para 
Pueblos Indígenas, y precisamente a partir de los análisis muy interesantes 
que justamente hace días estaba viendo, yo me hacía la pregunta por qué en 
Guatemala no ocurre eso, por qué en Guatemala no obstante estos informes: 
unas recomendaciones que emite el Comité de Expertos de la OIT; unas reso-
luciones que toma el Comité CEDR, y la Comisión Internacional de Todas las 
Formas de Discriminación Racial; no obstante todas estas instituciones, de 
universidades, etc. que hay, es que no pasan. Entonces, yo me pregunto ¿por 
qué no actúan?, y llegó a la triste conclusión que lo que nos muestra la historia 
es que en este caso estamos hablando de Pueblos Indígenas, y al Estado y a 
los que ostentan el poder en este país, los Pueblos Indígenas, pues nunca han 
sido seres humanos; es lo que se sigue constatando en este momento.

El 30 de junio del presente 
año, se supo de la sentencia del 
Tribunal Supremo de Justicia de 
Belice favoreciendo a comunidades 
mayas del sur de Belice porque re-
conoce los derechos de tierras de 
todas las comunidades mayas del 
distrito de Toledo, al sur de este 
país del Caribe, contiguo a Guate-
mala. Esta sentencia es la tercera 
victoria jurídica maya en Belice.

La primera fue el informe de 
fondo de la Comisión Interameri-
cana en 2004, que avanzó en el es-
tablecimiento de un estándar res-

pecto a los derechos de propiedad 
sobre tierras y recursos indígenas, 
bajo la Convención Americana de 
Derechos Humanos.

La segunda victoria maya ocu-
rrió en 2007, cuando el Tribunal 
Supremo de Justicia de Belice aco-
gió la demanda de dos comuni-
dades mayas que reclamaban sus 
derechos de tierras, tras el incum-
plimiento del gobierno de las re-
comendaciones de la CIDH. Dicha 
sentencia fue la primera ocasión en 
que un tribunal aplicó la Declara-

I. Tribunal Supremo de Justicia de Belice re-
conoce derechos de comunidades sobre tierras 

ancestrales mayas
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ción de Naciones Unidas Sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas. 
Esa sentencia de 2007, pese a ser 
favorable a los mayas, sin embar-
go, fue interpretada estrechamen-
te por el Gobierno de Belice, el que 
consideró que sólo era aplicable a 
las dos comunidades demandan-
tes, excluyendo a las restantes.

De acuerdo con el Centro de Po-
líticas Públicas (CEPPDI), que infor-
mó y multiplicó la noticia, no sólo 
derechos de tierras explican aquella 
interpretación estrecha. Las tierras 
mayas en Belice son ricas en recur-
sos forestales, aguas y petróleo. En 
los últimos años, el Gobierno de Be-
lice ha otorgado concesiones de ex-
plotación de petróleo y construcción 
de represas, y ha arrendado tierras 
mayas que consideraba “fiscales”.

Por ejemplo, el gobierno otorgó 
concesiones petroleras a la empre-
sa norteamericana Capital Energy, 
por una superficie que se superpo-
ne casi en su totalidad al territorio 
maya en cuestión. Asimismo, en 
diciembre de 2008, el Gobierno de 
Belice había otorgado una conce-
sión para el megaproyecto hidro-
eléctrico de Belize Hydroelectric 
Development & Management Com-
pany, el cual ha sido rechazado por 
las comunidades mayas.

Lo que estaba en juego 
son los derechos sobre más de 
500.000 hectáreas de tierras 
ancestrales mayas, y los intere-
ses en concesiones petroleras, 
forestales e hidroeléctricas que 
el gobierno había otorgado sin 
consulta ni consentimiento.

Por ello, esta sentencia del 28 
de junio obliga al Gobierno de Beli-
ce a poner freno a cualquier arren-
damiento, donación, concesión y 
contratos que afecten los derechos 
de las tierras mayas en el Distri-
to de Toledo y viene a completar 
el cuadro y acoge la demanda 
planteada por el conjunto de co-
munidades mayas del distrito 
de Toledo, al sur de Belice, re-
presentadas por sus dirigentes: la 
Asociación de Alcaldes Mayas y la 
Alianza de Líderes Mayas. Ambas 
sentencias, de 2007 y 2010, reco-
nocen los derechos de propiedad 
de las comunidades mayas sobre 
las tierras que han ocupado, basa-
das en el derecho consuetudinario 
maya. Y ambas sentencias orde-
nan al gobierno demarcar y titular 
las tierras de acuerdo con la cos-
tumbre y prácticas mayas, y que el 
Estado debe abstenerse de realizar 
por sí o tolerar de terceros, actos 
que afecten esa propiedad. 

Fuente: Elaboración con base en información del Centro de Políticas Públicas (CEPPDI), en http://www.
politicaspublicas.net/panel/juris-al/jbelice/549-belice-tierras-mayas-2010.html

Este es el panorama y luego comparándolo y relacionándolo con los otros 
intereses my fuertes que pueden existir, yo le veo poca perspectiva para que 
efectivamente se cumpla con lo que está pidiendo la Comisión Interamericana 
y que en un momento determinado, o tengan la capacidad de votarlo -espero 
que no sea así-, mediatizar un poco, o influir de tal manera que la Comisión in-
cluso se pueda retractar un poco de este tipo de resoluciones. O la otra, que es 
casi segura, haga caso omiso, diga cualquier cosa y entonces el caso se vuelva 
contencioso, pase a la Corte Interamericana y se tenga que acusar al Estado.

Y con muchas probabilidades según los antecedentes que la misma Corte 
Interamericana ha sentado en este tipo de casos, lo más seguro es que conde-
ne al Estado por este tipo de cuestionamientos, lo que significa que en algún 
momento determinado se pueda hablar de indemnizaciones, indemnizaciones 
que debe pagar el Estado y que se pagan con fondos públicos. Esa deuda que 
se genera una empresa transnacional que tiene una voracidad, que tiene un 
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afán de lucro desmedido, saquea este país, el Estado no cumple, se denuncia 
al Estado, se condena el Estado y al final todo mundo paga, ¿y las empresas?. 
Creo que es una cuestión perversa que tiene que terminar.

Creo que por allí va la cosa, a menos que efectivamente aquí, en un mo-
mento determinado, algo pase y que las autoridades cumplan con su obliga-
ción, que no es complicado, es un asunto bastante simple, bastante elemental, 
siempre y cuando aquí la gente que dirige este país, que toma decisiones, 
realmente este pensando en el bien de los ciudadanos, que no es el caso la-
mentablemente.

¿Alguna cuestión por agregar? 

Me parece muy importante destacar que ya hay 
muchos antecedentes sobre lo que está ocurriendo 
con organismos internacionales. Pienso que hay que 
insistir mucho en que este tipo de resoluciones, lo 
que te hacen constatar es lo que dije al principio, el 
fracaso del Estado, el permanente fracaso del Esta-
do en cuanto a garantizar justicia, bienestar, segu-
ridad y garantizar permanentemente el respeto de 
los derechos humanos a sus ciudadanos.

No puede ser que sean siempre organismos in-
ternacionales los que tengan que emitir este tipo 
de resoluciones, es decir, eso es grave porque lo 
que se demuestra es que aquí no hay justicia, no 
hay Estado para algunos sectores, hay algunos in-
tereses muy bien definidos, muy bien establecidos 

y que son los que rigen; eso debe llamar la atención en la opinión pública, y 
luego también debe llamar la atención que el tema de la explotación minera es 
un asunto que afecta grandemente las condiciones de los recursos naturales 
y medio ambiente por la forma que lo están implementando, y que no es un 
problema solo de las comunidades afectadas sino es un problema de país. Es 
un problema que lo aquí vale son intereses sectarios, intereses oligárquicas, 
intereses personales por sobre los intereses del país.

Foto: El Observador
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 Anaya llegó en medio 
de conflictos 

entre comunidades y mineras 
Comentarios iniciales

Del 14 al 18 de junio estuvo en Guatemala el Relator Especial sobre la 
Situación de los Derechos Humanos y las Libertades fundamentales de los 
Indígenas, James Anaya1, a fin de analizar la situación de la aplicación de los 
principios de consulta con los Pueblos Indígenas en relación con las industrias 
extractivas, particularmente la situación de los Pueblos Indígenas afectados 
por la mina Marlin en los municipios de Sipacapa y San Miguel Ixtahuacán, San 
Marcos; así como de las comunidades de San Juan Sacatepéquez, en donde 
actualmente Cementos Progreso remueve tierras para construir una planta 
cementera.

En ese sentido fue destacable la visita que Anaya hiciera el 15 de junio, 
tal como estaba previsto, a San Juan Sacatepéquez, específicamente a la co-
munidad Santa Fe Ocaña, en donde tuvo lugar una multitudinaria reunión con 
autoridades comunitarias, liderazgos de organizaciones de los Pueblos Indíge-
nas así como con la gente.

También estuvo en San Miguel Ixtahuacán y en Huehuetenango, respecti-
vamente los días 16 y 17 de junio. El 18 presentó un informe con conclusiones 
preliminares sobre lo observado y los aspectos recogidos en su estancia. En 
esas regiones, Anaya mantuvo reuniones con un elevado número de delega-
ciones de pueblos y organizaciones indígenas, autoridades ancestrales indíge-
nas, y autoridades municipales y comunales.

Curiosamente, ningún medio local escrito le dedicó espacios y análisis a 
estas reuniones con la profundidad que se merecía, y uno de ellos, elPeriódico, 
si bien publicó una foto en la primera plana ese día, no hizo ningún comentario 
en sus páginas.

Aunque no estuvo en otras regiones y lugares, Anaya sostuvo encuentros 
con representantes de comunidades indígenas afectadas por proyectos de in-
versión y minería en Sipacapa, El Estor y Chixoy.

También sostuvo reuniones con autoridades y funcionarios públicos varios, 
entre ellos, el Presidente de la República; el Presidente de la Corte de Cons-
titucionalidad (CC); con la Comisión de Pueblos Indígenas del Congreso de la 
República; con el Procurador de Derechos Humanos (PDH); con la Comisión 

Por 
Fernando 
Solís

Economista por 
la Universidad 
de San Carlos de 
Guatemala (USAC) 
y editor general 
de El Observador. 
Análisis Alternativo 
sobre Política y 
Economía.

1.	 Anaya ocupa este cargo desde el 26 de marzo de 2008, cuando el Consejo de Derechos Humanos de la ONU lo nombró para un período de tres años. Anaya 
es Profesor de la Cátedra James J. Lenoir de Política y Derecho Humanitario de la Universidad de Arizona, Estados Unidos.
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Presidencial contra la Discriminación y el Racismo contra los Pueblos Indígenas 
(CODISRA); con el Ministro del Ambiente y Recursos Naturales; con el Vice-
ministro de Energía y Minas; con representantes de la Defensoría de la Mujer 
Indígena (DEMI), y otros. También mantuvo contactos con representantes de 
distintos sectores empresariales, incluyendo la Cámara de Industria y repre-
sentantes de distintas empresas mineras que operan en el país; con represen-
tantes del cuerpo diplomático y con miembros del equipo de Naciones Unidas 
en Guatemala.

Anaya llegó a Guatemala precisamente en una coyuntura conflictiva gene-
ral, y particularmente en relación con las operaciones mineras, pues semanas 
atrás se habían vuelto a registrar disturbios y atentados a personas integran-
tes de comunidades de San Juan Sacatepéquez que se han opuesto a la ins-
talación de una planta cementera por parte de Cementos Progreso; y cuando 
existía expectativa por el cumplimiento gubernamental a las medidas cautela-
res interpuestas en mayo del presente año por la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (CIDH), en base a la demanda de 18 comunidades de los 
municipios de San Miguel Ixtahuacán y Sipacapa, San Marcos, afectadas por 
las operaciones de la mina Marlin2.

Las conclusiones de Anaya

Aunque preliminares, las conclusiones de Anaya se centraron en señalar 
aspectos que ya han sido señalados con anterioridad de diversas formas por 
las mismas comunidades afectadas y sus liderazgos; por colectivos y orga-
nizaciones civiles y por otros informes de instancias internacionales que los 
verifican.

Estos aspectos son:

1.	 Preocupación por el creciente clima de alta inestabilidad y 
conflictividad social en relación con las actividades de las em-
presas en los territorios tradicionales de los Pueblos Indíge-
nas de Guatemala.

El Relator Especial indica al respecto que recibió testimonios directos sobre 
la contaminación de ríos y tierras; enfermedades; hostigamientos, ataques e 
incluso muertes de dirigentes comunitarios; desalojos forzados; daños o des-
trucción de casas; así como violaciones y abusos sexuales a las mujeres. Tam-
bién dijo que recibió percepciones de la gente de que los proyectos han traído 
consigo la destrucción de la paz social y serios conflictos entre comunidades, 
e incluso entre familias.

Para él, los conflictos que existen actualmente relacionados con proyectos 
de inversión o desarrollo de los recursos naturales en territorios indígenas, 
tienen de común un patrón que respondería a dos cuestiones de fondo.

Por un lado, la evidente disputa en torno a la validez de las consultas 
realizadas para la aprobación de dichos proyectos, en donde, la ausencia de 
un marco legislativo e institucional en esta materia ha llevado a procesos de 
consulta que son, cuanto menos, insuficientes desde el punto de vista de los 

2.	 Ver el ensayo de Rocío García y Vinicio López en esta edición.
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estándares internacionales que reconocen los derechos de los pueblos indíge-
nas.

Aquí, una importante valoración que hace Anaya es:

La cuestión de la consulta lleva aparejada una serie de 
connotaciones que van más allá de los proyectos concretos. 
Para muchas comunidades indígenas, la falta de consulta 
se asocia a una experiencia transgeneracional de invasión, 
marginación y desposesión, así como a una percepción con-
tinuada de falta de inclusión y participación en relación con 
las decisiones que les afectan.

La segunda cuestión de fondo que no parece salir a relucir suficientemente 
en el debate actual, es el actual régimen de reconocimiento y protección de 
los derechos de los Pueblos Indígenas sobre sus tierras, territorios y recursos 
naturales.

Aquí dice Anaya que el alto grado de inseguridad jurídica en torno a la 
tenencia de la tierra; la ausencia, en la gran mayoría de los casos, de títulos 
colectivos de propiedad, unidos a las consecuencias que todavía se arrastran 
de la desposesión de tierras durante el conflicto armado interno, son tam-
bién factores implícitos en la actual situación de conflictividad en torno a los 
proyectos de inversión y desarrollo de los recursos naturales, muchas veces 
encubiertos en las demandas de consulta.

Vista de la reunión en Santa Fe Ocaña, San Juan Sacatepéquez, en donde se hicieron presentes comunidades de dis-
tintas regiones del país que han participado en las Consultas Comunitarias de Buena Fe contra la minería.

Foto: El Observador.
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Anaya relata que en sus visitas, vio a mujeres y hombres alzar mantas 
que contenían demandas y rechazo a la minería y a los proyectos de inversión, 
y destaca que no creía que estuvieran manipulados. Sostiene que él también 
diría “No a la minería” si se encontrara…

…ante un proyecto extractivo que sólo trajera impactos ne-
gativos, que afectara a la tierra de la que siempre he vivido, 
que provocara conflictos en mi comunidad, y que no conlle-
vara ninguna mejora en mis condiciones de vida.

No obstante, informa que también recibió otras opiniones por parte de de 
autoridades y miembros de comunidades indígenas acerca de los beneficios 
que para sus vidas cotidianas han traído los proyectos empresariales en las 
áreas en las que viven. Para él, se trata también de posiciones legítimas y que, 
idealmente, deberían ser compartidas por resto de las personas que viven al-
rededor de esos proyectos, proyectos que deberían traer beneficios y no sólo 
impactos negativos para dichas personas.

Para Anaya, esta situación requeriría una serie de respuestas decididas y 
urgentes por parte de los poderes públicos, ya que de lo contrario, Guatemala 
podría estar en riesgo de situarse en una difícil ingobernabilidad.

Advierte entonces que:

Guatemala enfrenta una situación en la que no sólo parecen 
resultar perjudicados los pueblos y comunidades indígenas, 
sino que va más allá, colocando en dificultades a la capa-
cidad del gobierno y a los propios actores empresariales de 
promover la inversión y el desarrollo económico en el país.

2.	 Preocupación por las informaciones que le fueron trasladadas 
sobre procesos judiciales abiertos contra miembros de co-
munidades indígenas por actos de protesta social contra las 
actividades de las empresas.

Relevante es la anotación que hace Anaya al destacar al respecto, la celeri-
dad con la que estos procesos judiciales se han llevado a cabo ante la aparente 
falta de respuesta ante las demandas presentadas por las comunidades en 
relación con actos atentatorios de sus derechos, en lo que puede interpretarse 
como una pauta de discriminación en el acceso a la justicia.

3.	 Que la ausencia de un marco legislativo que regule el ejercicio 
del procedimiento de consulta dentro el ordenamiento jurídico 
guatemalteco, no puede ser tomada como una excusa para no 
llevar a cabo esta obligación del Estado de manera efectiva.

A este respecto, Anaya señaló que había percibido la existencia de un 
alto grado de ambigüedad, e incluso de confusión, en la percepción en torno 
a los contenidos y alcances del deber del Estado de consultar a los pueblos 
indígenas, de conformidad con los estándares internacionales que vinculan a 
Guatemala.

Recuerda que la obligación del Estado de consultar está reconocida en 
varios instrumentos internacionales como el Convenio 169 de la Organiza-
ción Internacional del Trabajo (OIT); la Declaración de Naciones Unidas sobre 
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los Derechos de los Pueblos Indígenas; la 
Convención para la Eliminación de Todas 
las Formas de Discriminación Racial; el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos; y la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos.

Desde la perspectiva de estos instru-
mentos internacionales, la consulta es un 
proceso que implica un diálogo de buena 
fe entre el Estado y los Pueblos Indíge-
nas, en el que el Estado debe empeñar 
todos sus esfuerzos para lograr el con-
sentimiento de estos pueblos en relación 
con las medidas propuestas. La consulta 
no sería así, un ejercicio que se limita a la 
mera información o una consulta mera-
mente formal que se limite a la firma de 
un documento por parte de las autorida-

des comunales, máxime cuando las estructuras tradicionales de toma de deci-
siones al interior de las comunidades no siempre se corresponden con dichas 
autoridades. Tampoco debe interpretarse la consulta como un simple plebiscito 
para recabar un “sí” o un “no” por parte de las comunidades afectadas.

…una consulta implica una negociación donde todas las 
partes involucradas estén dispuestas a ceder en sus posi-
ciones y defender sus legítimos intereses, y en el que, como 
ha afirmado la Corte de Constitucionalidad, los acuerdos 
alcanzados vinculen a ambas partes. Corresponde al Estado 
una especial responsabilidad para balancear los diferentes 
derechos e intereses enfrentados en relación con las medi-
das propuestas, siguiendo los criterios de necesidad, pro-
porcionalidad y la consecución de objetivos legítimos dentro 
de una sociedad democrática. Y dentro de estos objetivos 
legítimos, el Estado tiene que incorporar la defensa de los 
derechos de los pueblos indígenas, y en particular de los 
derechos sobre sus territorios tradicionales, tierras y recur-
sos naturales; la salvaguarda de la especial relación que los 
pueblos indígenas mantienen con estos territorios, tierras y 
recursos como parte integral de sus culturas, y la promoción 
de una sociedad verdaderamente multicultural.

Por el contrario, el Relator Especial dijo que había recibido alegatos que co-
incidían en señalar que en múltiples ocasiones, el Estado ha otorgado licencias 
para la construcción de infraestructuras o para la exploración o explotación de 
los recursos naturales en territorios indígenas, sin las requeridas consultas.

Consideró que las consultas:

Son válidas y tienen relevancia en la medida en que cons-
tituyen un reflejo de las aspiraciones legítimas de las co-
munidades indígenas de ser escuchadas en relación con 
los proyectos que tengan un impacto potencial sobre sus 
territorios tradicionales (…) las consultas comunitarias no 
deberían impedir nuevos procesos de consulta en el marco 
de procedimientos adecuados y conformes con las normas 

Portada de un 
diario escrito en 
Huehuetenango 
que dio cobertura a 
la reunión que
Anaya sostuvo en 
Zaculeu con co-
munidades y orga-
nizaciones de varios 
municipios de
ese departamento. 
Como se observa en 
la portada, más de 
10 mil personas y 
liderazgos
llegaron a enfa-
tizarle al Relator 
Especial que recha-
zan la minería y a 
demandar que
las consultas 
comunitarias se 
legitimen. 

Foto: El Observador
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internacionales, y en los que el Estado participe activamente 
de acuerdo con sus obligaciones.

Recomendó avanzar urgentemente hacia la discusión y aprobación de la 
Iniciativa de Ley de Consultas, conforme con los estándares mínimos de las 
normas internacionales y con la plena participación de los pueblos interesados, 
ya que:

La reglamentación de la consulta otorgaría a estos 
procesos una mayor certeza y seguridad jurídicas, ne-
cesarias para toda actuación de los poderes públicos.

3.	 Ver el ensayo de Carlos Loarca en esta edición.

Muy poco se conoce sobre la 
cantidad de Iniciativas sobre la 
Consulta que existen actualmen-
te presentadas en el Congreso de 
la República y su estado, mucho 
menos cuál fue el proceso que 
llevó a su presentación, sus con-
tenidos y quienes han sido los po-
nentes.

Una pista se encuentra en el 
Informe de la Comisión de Exper-
tos en Aplicación de Convenios y 
Recomendaciones que fue conoci-
do en Guatemala a inicios de fe-
brero, y el cual fue presentado en 
la 99ª. Reunión de la Conferencia 
Internacional del Trabajo que tuvo 
lugar en Ginebra en noviembre de 
20093.

En ese documento se hace alu-
sión a informaciones del gobierno 
de Guatemala de 2008 que hicie-
ron referencia a un proyecto de 
Ley General de Derechos de Pue-
blos Indígenas de Guatemala, No. 
40-47, que fue presentado en el 
pleno del Congreso de la Repúbli-
ca el 11 de agosto de 2009, y que 
estaba pendiente de dictamen por 
parte de las Comisiones de Legis-
lación y Puntos Constitucionales y 
de Pueblos Indígenas. Fue presen-

tada por los representantes Rodol-
fo Moisés Castañón Fuentes, Efraín 
Asij Chile y otros.

También hay referencias igual-
mente de un proyecto de Ley de 
Consulta a Pueblos Indígenas, No. 
36-84, que fue presentado en el 
pleno del Congreso el 25 de ju-
lio de 2007 y que a esa fecha se 
encontraba todavía pendiente de 
dictamen actualmente por parte 
de las Comisiones de Legislación 
y Puntos Constitucionales, y de 
Economía y Comercio Exterior. 
Fue presentada por el represen-
tante Víctor Dionicio Montejo Es-
teban.

La Comisión de Expertos de la 
OIT dijo igualmente que entendía 
que además existía otro proyecto 
de Ley sobre Consulta con No. 40-
51, el cual había recibido dictamen 
favorable de la Comisión de Pue-
blos Indígenas el 27 de septiembre 
de 2009. Esta iniciativa también 
fue presentada por los represen-
tantes Rodolfo Moisés Castañón 
Fuentes, Efraín Asij Chile y otros. 
Puede decirse prácticamente que 
es la misma iniciativa que fue pre-
sentada con anterioridad con el re-
gistro 40-47.

I. Las Iniciativas de Ley sobre la Consulta 
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Los últimos conflictos en San Juan Sacatepéquez

Comunicados e informaciones de expresiones sociales que fueron difundi-
das por medios diversos, indicaban que el 5 de Junio del año en curso por la 
noche, la comunidad de las Trojes I, San Juan Sacatepéquez, había sido ataca-
da por unas 100 personas que se presumía eran trabajadores  y otras ligadas 

a la planta cementera que está siendo insta-
lada en esos territorios, y que propiedad de 
Cementos Progreso.

Los relatos dan cuenta que, ese día por 
la tarde se celebraba una reunión comuni-
taria donde se discutían diversos aspectos, 
entre ellos, la celebración de la feria patro-
nal así como los acontecimientos ocurridos 
en los días anteriores. Ahí se encontraba la 
mayoría de la comunidad.

Se notó la presencia en la reunión, de 
trabajadores de la empresa cementera que 
son vecinos de la misma comunidad así como 
de comunidades vecinas, quienes se empe-
zaron a agrupar y a la vez a insultar a los 

pobladores y pobladoras, al punto de llegar 
a niveles de agresividad altos pues detonaron armas, y se lanzaron piedras, 
palos y envases de aguas gaseosas sobre el techo del salón municipal, a la vez 
que botaron algunas ventas de comida y patearon la puerta de la iglesia. 

A decir de uno de los líderes de la comunidad:

Nos anduvieron buscando calle por calle hasta acorralarnos 
(…) Se sabe que de las acciones represivas quedaron mu-
chos heridos y un campesino hospitalizado en un sanatorio 
de San Juan Sacatepéquez.

Las y los vecinos del lugar corrieron para buscar refugio, en tanto que las 
mujeres y niños debieron permanecer toda la noche en la iglesia. El 6 de junio 

Asimismo, en el documento 
también se menciona que el Mi-
nisterio de Energía y Minas (MEM) 
se refirió a una tercera iniciativa 
legislativa sobre el tema, denomi-
nada Ley Reguladora del Procedi-
miento Consultivo o Consulta Po-
pular estipulada en la Constitución 
Política de la República, con No. 
34-13. Fue presentada al pleno del 
Congreso de la República el 18 de 
enero de 2006 por los represen-
tantes Mario Taracena Díaz- Sol, 
Héctor Loaiza Gramajo y otros.

Aunque en el ejercicio de diá-
logo convocado por el gobierno de 
Álvaro Colom en enero del presen-
te año, el cual llevó a la instalación 
de cuatro mesas con diferentes 
sectores y expresiones sociales 
para discutir varias temáticas con-
sideradas estratégicas, se agendó 
la discusión de una Iniciativa de 
Ley de Consultas, a la fecha no 
aparece dentro de las discusiones 
mensuales que la mesa respectiva 
ha programado, infiriéndose que 
llevará tiempo.

Vista del lugar 
donde se insta-
lará la planta 
de Cementos 
Progreso en San 
Juan Sacatepé-
quez

Foto: El Observador.
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por la mañana debieron ingresar los bomberos de San Juan Sacatepéquez 
para atender a personas heridas y trasladarlas a un hospital.

Fue solicitada la presencia de habitantes de otras comunidades vecinas así 
como de varias organizaciones de acompañamiento, tanto nacionales como 
internacionales, pero no pudieron ingresar debido a que encontraron a traba-
jadores de la empresa bloqueando los caminos, que estaban acompañados de 
perros y presumiblemente armados.

Un día después, el 6 de junio, la Procuraduría de Derechos Humanos (PDH) 
y la Policía Nacional Civil (PNC) llegaron a realizar investigaciones y encontra-
ron varios cascabillos.

Autoridades comunitarias

Alberto Diaz Zet
Presidente del COCODE

Cornelio Subuyuj Camey
Vicepresidente del COCODE

Gregorio Cotzojay Tubac
Alcalde Auxiliar.

Juan Marcelo Coztojay Tubac
Miembro del COCODE

Lazaro Raxon Cotzojay
Coordinador del Consejo Pastoral 
de la Iglesia.

II. Las personas heridas y amenazadas

Estas personas son miembros de la organización comunitaria y fue-
ron amenazados de muerte en su conjunto. Fueron mencionados por las 
personas que ingresaron a la comunidad y miembros de la comunidad 
que trabajan para la empresa Cementos Progreso. Además, algunos de 
ellos fueron amenazados en su domicilio particular.

Personas de la comunidad Las Trojes I heridas

Eulogio Díaz Zet
Comunitario

Patrocinio Socoy García
Comunitario

Domingo Tzocoy Car
Comunitario

María del Rosario Cotzojay 
Comunitaria

María Juana Cotzojay Grande
Comunitaria

José Socorro Siquej
Comunitario

María Basilia García Socoy	
Comunitario

Francisca Xalin Set
Comunitaria

Personas que fueron agredidas y 
no son de la comunidad

Paula Cristobalina Pichilla Tzoj
Comunitaria de San Juan Comala-
pa, Chimaltenango

Había un ambiente tenso por rumores de que las incursiones a la comuni-
dad continuarían. 

Varios liderazgos interpretaron y atribuyeron estos ataques a una intencio-
nalidad de provocar un ambiente de conflictividad para sabotear la llegada de 
Anaya a San Juan Sacatepéquez, prevista para el 15 de junio.
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El 11 de junio circuló un docu-
mento dirigido a James Anaya que 
estaba .calzado por un grupo de 
campesinos denominado “Sanjua-
neros Unidos por el Desarrollo”.

En éste, los firmantes le ex-
presan al Relator Especial que 
son campesinos ajenos a los que 
le daban la bienvenida a San Juan 
Sacatepéquez; que hay toda una 
conflictividad y problemas causa-
dos por empresa cementera, cuan-
do ésta ni siquiera ha comenzado 
las operaciones y hay mucha tela 
que cortar, es decir, que no todo lo 
que se ha dicho sobre este conflic-
to es cierto. De ahí que le solicitan 
que no se deje engañar como ellos 
fueron engañados al principio.

El objetivo del comunicado, se-
gún se lee, era contarle a Anaya al-
gunos hechos sucedidos para que su 
informe fuera objetivo e imparcial.

Luego de contarle al Relator 
Especial cómo y por qué murió 
Francisco Tepeu, y que Abelar-
do Curup cumple una condena de 
150 años acusado del asesinato de 
tres vecinos de Loma Alta y no por 
oponerse a la minería, acusan a 
Juan Zet y a Oswaldo Car de haber 
organizado la quema de maquina-
ria, secuestro de trabajadores de 
la empresa, y de cometer delitos 
contra la propiedad privada

Según los suscritos, los men-
cionados han dicho que se les per-
sigue por oponerse a la minería 
pero “eso es totalmente falso” por-
que se les persigue por estos deli-
tos contra la propiedad privada.

Acusan a Zet de robarles el agua 
que sirve para su consumo y el de 
los animales, no así a las activida-
des de la cementera, ya que ésta “ni 
siquiera ha iniciado operaciones”.

Dicen que los que se oponen a 
la mina los obligan a:

n	 Ir a las marchas y de no darles 
comida en las mismas.

n	 Amenazarlos con no dejarlos ir 
a trabajar.

n	 A hacer rondas para evitar que 
la policía y el ejército entren a 
las comunidades.

n	 Le dicen a Anaya que “su visita 
les sale cara porque les obliga-
ron a dar dinero para la comi-
da, la música y el guaro”.

n	 Que hay gente armada en to-
das las comunidades y que los 
tienen amenazados con que-
marles las casas a la hora de 
no salir por cualquier problema 
con la empresa.

Otras situaciones que dice el 
comunicado son:

n	 Que es falso que las mujeres 
fueron violadas por soldados y 
policías porque nunca pusieron 
una denuncia.

n	 Acusan al CUC, CONAVIGUA, 
ABOGADOS MAYAS Y WAQUIJ 
KIEJ, de ofrecerles todo si se 
oponen a la empresa.

n	 Que no están a favor de la 
empresa pero no saben si eso 
es real o no porque les tienen 
prohibido accesar a informa-
ción real.

Finalmente le solicitaron a 
Anaya que se pusiera la mano en 
la conciencia y emitiera una reso-
lución objetiva, no a favor de la 
empresa ni a favor de los que se 
oponen, sino a favor de la verdad.

III.	 El otro comunicado dirigido a Anaya
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Con anterioridad, el 3 de junio, los pobladores y pobladoras de la comu-
nidad Las Trojes I denunciaron que, debido a que la tormenta Agatha afectó 
la carretera que conduce a San Juan Sacatepéquez, las autoridades comuni-
tarias decidieron contratar los servicios de una empresa de maquinaria para 
la reparación de la misma, a fin de que estuviera en buenas condiciones para 
la fiesta patronal del 13 de junio. Ese día, los comunitarios, juntamente con 
la maquinaria contratada iniciaron los trabajos pero unos camiones deberían 
hacer unos viajes para traer material de selecto desde la comunidad El Pilar II, 
y utilizarlo para la reparación de la carretera, los cuales, en su viaje de retorno 
a la comunidad, vieron obstaculizado el camino por maquinaria de la empresa 
cementera y por unos 50 de sus trabajadores.

Cuando las autoridades comunitarias solicitaron la presencia de la Comi-
sión Presidencial de Derechos Humanos (COPREDEH) para intervenir como 
mediadora entre ambas partes, las dos personas que llegaron por parte de 
esta institución gubernamental fueron retenidas temporalmente por los traba-
jadores de la empresa, siendo liberados posteriormente.

Vista de la carretera que conduce a San Juan Sacatepéquez. Al fondo se observa el lugar donde
se remueve tierra para la instalación de la planta de Cementos Progreso.

Foto: El Observador.
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¡Por la vida defendamos la 
Madre Tierra y el Territorio 

Ancestral¡
Reunidos en el territorio Maya Sipakapence, nos autoconvocamos con 

otras comunidades de las nacionalidades mayas; Q’eqchi’, Ki’che’, Kakchiquel, 
Mam, Kanjobal, Chuj, Aguacateco, precisamente los días dentro del sagrado 
Calendario Maya, Wuq’ub Ix, Waxaq’ib Tzikin, año cinco mil ciento veinte y seis 
y Calendario Gregoriano jueves 20 y viernes 21 de mayo de 2010, con el pro-
pósito de llevar a cabo el Encuentro Nacional con la participación de mujeres, 
jóvenes y lideres y lideresas.

Este gran Encuentro Nacional 
tuvo como fin analizar, discutir e 
identificar a los responsables de 
los efectos de los grandes mega-
proyectos y el sistema del despojo 
de nuestras tierras y territorios, 
herencia milenaria de nuestros 
ancestros, así como seguir enca-
minando nuestros procesos de re-
sistencia y alianzas naturales en la 
defensa del territorio y en particu-
lar decir ¡NO A LA MINERIA,  SI 
A LA VIDA¡

El Encuentro Nacional se inició 
con una ceremonia maya ante el 

día wuq’ub ix espíritu nawal de la Madre Tierra en el lugar sagrado ZACULEU, 
para revivir y retomar el impulso y el poder de la resistencia de nues-
tros ancestros, que nos retroalimentan y nos reconstituyen para la recupera-
ción de nuestros territorios ante el avance y el reconocimiento de los derechos 
de la Madre Naturaleza.

Nuestra lucha y resistencia ha tenido eco en la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT) y en la resolución de las medidas cautelares-MC-260-07 que 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) solicitó al gobierno 
de Guatemala, en la cual se expresa:

Suspender la explotación minera del proyecto Marlin I y 
demás actividades relacionadas con la concesión otorgada 
a la empresa Goldcorp/Montana Exploradora de Guate-
mala S.A., e implementar medidas efectivas para prevenir 
la contaminación ambiental, hasta tanto la CIDH adopte 
una decisión sobre el fondo de la petición asociada a esta 
solicitud de medidas cautelares.

Esta medida de suspensión es a favor de las comunidades del Pueblo Maya 
Sipakepense y Mam.

Foto: Mesa Indígena y Campesina

Ceremonia maya 
en Zacuelu, 
Huehuetenango, 
al inicio del En-
cuentro Nacional
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Las resoluciones de la OIT y CIDH 
son favorables al derecho de los Pue-
blos Indígenas y, así como en otros 
ámbitos que favorecen nuestra lucha; 
hoy más que nunca se demuestra que 
la Madre Tierra tiene razón, que los 
ríos tienen razón, el patrimonio na-
tural tiene razón, de aquí se deriva la 
razón de la  defensa del territorio de 
nuestros ancestros.

La resistencia de los Pueblos Indí-
genas demuestra una vez más al ca-
pitalismo transnacional y nacional que 
no estamos dispuestos a que se nos 

despoje de nuestras tierras y territorios; también se pone en evidencia la acti-
tud mercantilista del sistema que por naturaleza es injusto e inhumano.

La política inhumana que impulsa el sistema económico capitalista se basa 
en la acumulación del capital, dinero y riqueza. Para el efecto va imponiendo 
la explotación, privatización y comercio de nuestra Madre Naturaleza y control 
de nuestros territorios usando como mecanismo o estrategia la represión, la 
cooptación, violencia humana, desalojo, represión y persecución, criminaliza-
ción de las luchas de las comunidades que empezó hace más de quinientos 
años,  la cual, se sigue viviendo del modelo colonialista con la complicidad   
de gobiernos de turnos, diputados,  alcaldes; un grupo quienes han llegado a 
gobernar para  representar los intereses del sector empresarial, para lograrlo 
han secuestrado las instancias del Estado principalmente la administración de 
la justicia. 

A la vez, denunciar que han incentivado y apadrinado el asesinato de líde-
res y lideresas, tal como fue el caso del compañero Adolfo Ich Chaman. En 
su asesinato fue cómplice Maribel Ramos , Gobernadora del departamento de 
Izabal.

También denunciamos la criminalización de la lucha de los hermanos 
de San Juan Sacatepequez por parte de empresa Cementos Progreso, y 
la persecución que sufren los hermanos de San Miguel Ixtahuacán y 
Sipacapa por parte de la empresa Montana Exploradora subsidiaria en Gua-
temala de la transnacional canadiense Goldcorp Inc., que impulsa el proyecto 
Marlin I,

Queda así visibilizado que la injusticia y la exclusión son una continuidad 
del modelo neocolonial, neoliberal. 

  
ANIMAMOS Y ALERTAMOS a las comunidades de San Miguel Ixtahuacan, 

Sipacapa, El Estor, Livingston, San Juan Sacatepéquez y todas las nacionali-
dades Mayas, por la resistencia en la incansable  lucha, donde han sido 
golpeados, engañados, para la ejecución de los proyectos mineros.

LA LUCHA SIGUE… Las experiencias compartidas en este encuentro na-
cional con los hermanos de las organizaciones de México y Ecuador, se suma 
a la vivencia directa de las comunidades Mayas donde  existen proyectos mi-
neros. Esto es una muestra que los proyectos mineros no traen desarrollo sino 
que solo generan empobrecimiento, divisionismo, contaminación, secuestro, 
destrucción, desintegración familiar, desalojo de las comunidades,  enferme-

Foto: Mesa Indígena y Campesina

La mina Marlin 
en San Miguel 
Ixtahuacán y 
Sipacapa, San 
Marcos.
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dades, corrupción, impunidad, deforestación, muerte y, ¡Nos han llevado al 
Calentamiento Global¡

POR LA VIDA, en nombre de nuestros ancestros que nos heredaron el 
poder de la resistencia, y para dejar una vida en equilibrio con la Madre Natu-
raleza, nos planteamos:

No negociar nuestra dignidad, seguir incansablemente nues-
tro proceso de descolonización que nos tiene en el modelo de 
la esclavitud: La defensa de la Tierra y Territorio que per-
mite volver a nuestras raíces desde los cosmo conocimientos 
ancestrales, para recuperar la  reconstitución de la Madre 
Tierra y encaminarnos hacia  la cosmo-convivencia, basán-
donos en la aplicación  de  la medicina natural, la alimenta-
ción sana, sin químicos, o sea una vida sana con la calidad 
de vida para nuestro buen vivir. 

NOS DECLARAMOS en acciones permanentes para recuperar nuestra Ma-
dre Tierra que ha sido despojada, y expulsar de nuestro territorio a los grandes 
megaproyectos existentes, amparados en las herramientas legales posibles, 
y a la vez estaremos pendientes de la decisión del gobierno sobre las 
dos  resoluciones internacionales que respaldan la razón de la Madre 
Tierra.

¡TIERRA AGUA Y MAIZ, TRANSNACIONALES FUERA DEL PAIS¡

En este encuentro participaron comunidades de:

San Miguel Ixtahuacán, San Marcos; Chimaltenango; Livingston y 
El Estor, Izabal; Santa María Xalapan, Jalapa; Fray Bartolomé de las 
Casas, Alta Verapaz; Nentón, Colotenango, Cuilco, Huehuetenango; 
Santiago Chimaltenango, Chajul, y Nebaj, Quiche.

También participaron las siguientes organizaciones:
 
Comité de Unidad Campesina (CUC); Asociación de Población Des-

arraigada K’iche’ (APDK); Coordinadora Nacional Indígena y Campesi-
na (CONIC); Asociación para el Desarrollo Comunitario (CEIBA); Aso-
ciación Maya Uk’uxb’e; ADISMI; AJKEMAB’; MAMA MAQUIN AMADEC; 
ASIMUCA; ISIMCA.

El Encuentro Nacional contó con la cooperación de:
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Por Kajkoj 
Maximo Ba 
Tiul

Maya Pocomchí. 
Antropólogo por la 
Universidad de San 
Carlos de Guate-
mala y catedrático 
de la Universidad 
Rafael Landívar 
(URL).

Los Pueblos Mayas 
y el territorio: 

Nuestra experiencia

“Nuestra querida, contaminada
y única nave espacial” 1

Memoria

Estas reflexiones que ahora comparto con ustedes, nacieron por un cú-
mulo de situaciones entre las que destacan: un análisis que me solicitaron 
realizar al informe de investigación: Proyecto Xalalá ¿desarrollo para todos?; 
algunas conferencias que he estado impartiendo sobre tierra, territorio y Pue-
blo Maya, así como sobre cosmovisión maya como un nuevo paradigma, entre 
otras.

Quiero compartir con ustedes estas reflexiones, las que han surgido desde 
las entrañas mismas de comunidades con quienes he podido compartirlas. 
También de mi experiencia alrededor de la hidroeléctrica Chixoy.  

Por eso quiero dedicar este documento a aquellos hombres y aquellas mu-
jeres que sueñan con un mundo mejor para nosotros y nosotras. Pero, princi-
palmente, a quienes regaron su sangre para oponerse a este “elefante” pro-
ducto de la codicia y la barbarie del capitalismo.

Lo dedico, entonces, a las víctimas de la masacre de Río Negro; también 
de Santa Maria, de San Joaquín, de Agua Blanca, de Najquitob, de Las Paca-
yas, Najtilab’aj. Al mismo tiempo, a los hombres y a las mujeres con quienes 
emprendimos y aprendimos de la aventura de la lucha y de la rebeldía, en los 
años más difíciles de la guerra: Lázaro, Salvador, Tono, Fernando, Pelón, Emi-
lio, Teresa, Luis, don Poli, Vita y otros/as.

A manera de historia2

Al encontrarme con datos sobre la hidroeléctrica Chixoy volvieron a mi 
mente muchas situaciones que nos tocó vivir a casi todos los pueblos y comu-
nidades que se encontraban alrededor del espacio que hoy conocemos como 
hidroeléctrica Chixoy. 

Volvieron a mi mente las voces, los gritos, los silencios de hombres y mu-
jeres que corrían de un lado para otro, cuando en el pueblo se escuchaban 

1.	 Dossier, www.telesurtv.net

2.	 Partes de este documento fueron expuestos en la presentación: “Proyecto Xalalá ¿Desarrollo para Todos”, el día 19 de febrero 2009.
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los ruidos de los motores de los vehículos marca Toyota, 
tipo Pic-kup, blindados y de color blanco, que la compañía 
alemana Hochtief, la compañía italiana Cogefar y la fabri-
ca de Calzado Cobán3, habían comprado para transportar 
a gente armada de la G-2, policías militares ambulantes, 
orejas, con la excusa de la necesidad de tener seguridad 
en los campamentos de trabajadores y en la fabrica

Estos transitaban como “Juan por su casa” en las ca-
lles de los  municipios de Tactic, Santa Cruz y Alta Ve-
rapaz, intimidando, secuestrando, ejecutando a quienes 
se oponían al proyecto así como también a quienes se 
les consideraba ser miembros de la guerrilla, de alguna 
organización social o de algún grupo juvenil o cultural. O 
bien, porque éstos (confidenciales o de la G-2), cuando no 
tenían algún “trabajo4” que hacer, se tomaban el tiempo 

para estar en las cantinas y los bares, que son lugares que crecen cuando se 
ejecutan megaproyectos como fue el caso de la hidroeléctrica Chixoy, y no se 
tentaban el corazón para intimidar e, incluso, para asesinar a los novios de 
alguna señorita del pueblo que ellos querían molestar.

La gente comentaba: viene el “bigotes”, el “Lara”, el “Pelón”, entre otros, 
muchos de ellos originarios del oriente y del sur del país. Éstos no trabajaban 
solo para la seguridad de las compañías sino también secuestraban, ejecuta-
ban y amenazaban, sobre todo a los líderes y liderezas que se estaban organi-
zando para defender su vida y su territorio. Además, vecinos de los municipios 
como el “piticuiz”, “el pato”5, etc., quienes también participaron como confi-
denciales del Ejército, secuestrando e intimidando a la gente.

Un megaproyecto como el de la hidroeléctrica Chixoy:

Que se había iniciado a finales de 1976, bajo la supervi-
sión del Instituto Nacional de Electrificación de Guatemala 
(INDE), destinada a proveer, a partir de 1982, cerca de la 
mitad de la energía hidroeléctrica necesaria para el desa-
rrollo del país6.

Cabe recordar que es el mismo año -solo que en febrero- en que sucede 
uno de los terremotos más devastadores de Guatemala, que sacara a luz el 
nivel de pobreza y el inicio de las ciudades de cemento en el país.

Pero, además, es cuando se desarrolla la violencia institucional del Estado 
y del Ejército de Guatemala en contra de indígenas, campesinos, estudiantes, 
profesionales, sindicalistas, etc., bajo la excusa de “terminar con el comu-
nismo”, pero además, para allanar el camino para el desarrollo del modelo 
neoliberal-empresarial.

3.	 Esta fábrica pertenece a la familia Torrebiarte Lantzerdorffe, socios y accionistas de la familia Novella en el consorcio de la fábrica de Cementos Progreso. 
Ver: Ba Tiul, Maximo, Re Jin Aj Kajkoj, Tesis de Antropología, Escuela de Historia, Universidad de San Carlos de Guatemala (USAC), Guatemala 2003.

4.	 Trabajo, porque así lo llamaban. Un miembro del grupo de alcohólicos anónimos de uno de esos municipios -lo ponemos así para no comprometer a nuestro 
informante- nos contaba en una ocasión que un miembro de estos grupos  llegaba a las sesiones del grupo y siempre les comentaba: “hoy vine porque no tuve 
trabajo, pero me están picando las manos porque necesito matar”.

5.	 El piticuiz y el pato, todavía no se sabe con certeza, pero posiblemente participaron en el secuestro de Don Policarpo Cal Chen, Gerente de la cooperativa 
de Ahorro y Crédito “San Cristòbal” R.L; incluso, se sabe que piticuiz se suicidó con una escopeta 12 después  de decir que se había cansado y que estaba 
arrepentido de lo que había hecho. En cambio, el pato, según algunas personas, estuvo durante mucho tiempo actuando con problemas psicológicos.

6.	 Ichon et al; 1981.

La instalación de la hidroeléc-
trica no solo destruyó vidas hu-
manas sino también una historia 
de varios cientos de años, por-
que en el proceso de inundación 
de varias comunidades también 
desapareció parte del “lugar 
sagrado Pueblo Viejo”, que for-
maba parte de la estructura ar-
quitectónica prehispánica de los 
Pueblos Mayas de ese territorio
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No debemos de olvidar que este 
proyecto contrainsurgente se desa-
rrolla durante los gobiernos milita-
res de los generales Kjell Eugenio 
Laugerud García (1974 – 1978);  
Fernando Romeo Lucas García 
(1978 – marzo 1982); y Efraín Rios 
Montt (marzo 1982 – agosto 1983), 
genocidas, quienes descargaron 
todo su odio y venganza en contra 
de poblaciones indígenas indefen-
sas.

Lo que hoy se llama la Hidro-
eléctrica Chixoy, dejó huellas imbo-
rrables no sólo en las comunidades 

mayas (Achi, K’iche, Poqomchi, Kaqchikeles y Ladinos) del lugar, por las ma-
sacres, ejecuciones extrajudiciales individuales, y por el grado de memoricidio 
y epistemicidio como parte de la estrategia contrainsurgente del Ejército y del 
Estado de Guatemala. La instalación de la hidroeléctrica no solo destruyó vidas 
humanas sino también una historia de varios cientos de años, porque en el 
proceso de inundación de varias comunidades también desapareció parte del 
“lugar sagrado Pueblo Viejo”, que formaba parte de la estructura arquitectóni-
ca prehispánica de los Pueblos Mayas de ese territorio7.

Con este hecho se perdió una buena parte de la historia de nuestros 
pueblos y comunidades.  Se perdieron varias posibilidades para reconstruir 
la identidad, y por eso, la muerte de seres humanos y la muerte del patri-
monio material solo pueden entenderse y comprenderse como prácticas de 
genocidio y etnocidio, como fue lo propio del conflicto armado guatemalte-
co8.

Sabiendo que todos y todas estamos padeciendo de un alzhaimer pre-
maturo9, o más bien de un alzhaimer político10, no sólo por quienes evaden 
su pasado como militantes de alguna organización guerrillera u organización 
social de izquierda, o cuando quieren asumir ciertas posturas de los pobres y 
sus acciones son propias del capitalismo, nos arriesgamos a presentar algunas 
cosas de la historia que aún está por escribirse, a pesar que en varias ocasio-
nes se renuncia al derecho de conocer la historia con la excusa de que ya la 
“conocemos”.

“Ya no hay que escribir más la historia porque ya todo lo conocemos” de-
cían algunos “expertos” en la presentación de un informe de investigación11, 
cuando sabemos que sin historia no hay identidad y sin identidad no hay ac-
ciones políticas concretas.

7.	 Ver Ankermann, Alfredo. “El legado del megaproyecto Chixoy: sangre, sudor y lágrimas”. El Observador. Análisis Alterantivo sobre Política y Economía No. 
16, año 3, diciembre 2008-enero 2009, páginas 51-66.

8.	 REMHI; 1998, CEH; 1999.

9.	 Sandoval, Miguel Ángel. “De Iximché a Iximché, el recorrido reciente de las luchas indígenas”, F&G Editores, Guatemala, 2008.

10.Con la famosa idea de la “carne del sándwich”, el Estado y las élites han hecho creer que no debemos ser radicales y que a los pueblos indígenas nos hicieron 
estar en una guerra que no fue nuestra, que fue construida por el no indígena, ver: Rosalina Tuyuc… Con este discurso, el Estado y la Nación, en vez de 
transformarse como se esperaba después de la firma de la paz, lo que ha hecho es fortalecerse aunque algunos momentos parezca débil.

11.Preferimos mantener en privado el lugar y en que reunión se dio está discusión para evitar malas interpretaciones.

Foto: Google

Túneles de la 
Hidroeléctrica 
Chixoy, ubi-
cada entre los 
departamentos 
de Quiché, Alta y 
Baja Verapaz
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Tierra, territorio e identidad

Para comprender la relación que los Pueblos Mayas tienen con la tierra y el 
territorio podemos remitirnos a la concepción del mundo y de la vida que al-

gunos han llamado “cosmovisión”. La cos-
movisión, que también se le puede consi-
derar como filosofía y para este ensayo le 
denominaremos “sistema”, es un conjun-
to de prácticas y conocimientos basados 
en la forma de comprender el origen del 
universo y todos los seres que en ella vi-
ven. Y ésta, a su vez está fundamentada 
en principios que organizan y ordenan la 
existencia, la forma de complementarse 
y de comunicarse. Pero no sólo la forma 
de ver o entender sino hoy día, debemos 
defenderla, protegerla y luchar por ella. 
En este caso defender, proteger la tierra y 
el territorio12.

El u’k’ux (espíritu/corazón”) de la 
identidad indígena es el Territorio y la Tie-

rra. Sin ellos no hay identidad. Para los mapuches, por ejemplo, la creación se 
dio de esta manera:

Wenumapu Chao (el Padre del Cielo) creó un espacio único, 
plano, infinito como un círculo-que llamó Nag Mapu, al que 
dejó suspendido en el aire. Luego buscó entre otras creacio-
nes que flotaban a la joven Wanglen (estrella) para que ocu-
para ese espacio. La dejó en el Puel Mapu (el este) y desde 
allí Wanglen comenzó a caminar. Muy cansada y transpiran-
do llegó hasta Gulu Mapu (el oeste). Continuó avanzando y 
arribó al Lafquén Mapu (el mar) donde se detuvo a reposar. 
Allí sus pies sangraron pero debió seguir su viaje. Casi sin 
fuerzas llegó al Willi Mapu (Sur). A pesar de sus dolores y 
agotamiento, Wanglen prosiguió su trayecto hasta retornar 
al punto inicial.

Entonces observó su recorrido y se maravilló: todo su sacri-
ficio y cansancio se habían convertido en quebradas y mon-
tañas; sus lágrimas habían formado vertientes y su sangre 
había mutado en ríos y lagos; los árboles y el pasto habían 
crecido para que no le dolieran los pies. Todo lo que había 
creado Wanglen en su sacrificada travesía estaba vivo y de-
bía cuidarlo. Entonces, Wenumapu Chao decidió enviarle 
un compañero13.

Para el Pueblo Maya, por consiguiente, la creación fue de esta manera:

¡TIERRA! –DIJERON- De una vez se creó, apareció como 
nube, como neblina su aparición. Aquí fue cuando surgió, 

12.Par Sapón, Marìa Beatriz, Maya K’iche. “El k’uxaj (corazón/espíritu) como base del sentir, pensar y actuar de la cultura maya”. Universidad Rafael Landívar 
(fotocopias). Velásquez Pérez, Amalia. “Conferencia sobre cosmovisión maya y práctica política”, Convergencia Waqib Kej, 25 de febrero de 2009.

13.www. Rebelion.org/ Mujeres de la Tierra.mht

Foto: Google

Bosque nuboso 
en Alta Verapaz.
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salieron las montañas dentro del agua; verdaderas grandes 
montañas resultaron; solo por su signo, por su virtud se hizo 
la creación de las montañas14.

Las partes del territorio que sean destruidas por el canibalismo capitalista 
o por la etnofagia estatal y desarrollista, es una vida que se destruye y que 
pone en peligro todo el sistema. Porque todo tiene vida y todo tiene su “uk’ux”, 
es decir, todo tiene su wanqilal, su ch’ool, su espíritu. Incluso, la insignificante 
piedra tiene “vida”.

Por este sistema que tiene miles o cientos de años de construcción, es que 
el Pueblo Maya se opone a los megaproyectos (hidroeléctricas, explotación 
minera, reservas ecológicas, parque nacionales), que tiene como fin el control 
de los territorios por el Estado, anteriormente por el capital nacional y ahora 
por la multinacionales (capital nacional y capital extranjero).

“Sin tierra y sin territorio no somos nada” dicen los mayas. El territorio y 
la tierra es la fuente de la identidad, porque la identidad no se construye solo 
con relaciones sociales, sino que la identidad se construye en la medida que 
busco la armonía y el equilibrio con todo el sistema.

La tierra es una pequeña esfera que flota en el espacio. El 
hombre es hijo de ella. El hombre es tierra que piensa15. 

Fausto Reinaga, en su libro Tierra y Libertad, manifiesta que:

El hombre (ser humano)16 es hijo de la Tierra, la sabiduría 
autóctona-india, dice una gran verdad. Evidente, el hombre 
(ser humano) desde que es hombre (ser humano), nace de su 
generosa entraña, se nutre por su paso de este mundo con 
sus frutos (animales, vegetales o minerales), y después de 
exhalar el último aliento de vida, torna va su seno. El hom-
bre (ser humano)  en esencia es tierra17.

De esta manera, no es sólo el entorno lo que está en peligro cuando se 
construye un proyecto como el de la hidroeléctrica Chixoy, sino todo el sistema 
maya que le da vida a la identidad, que le da su “uk’ux” a la identidad, que le 
da el espíritu a la identidad, y por eso, el territorio no sólo está compuesto por 
cuatro esquinas, sino que el territorio maya está formado por lo que está sobre 
la tierra, en la tierra y bajo la tierra.

14.Popol Wuj

15.Pensamiento del pensador boliviano, Fausto Reinaga, http://www.faustoreinaga.org/home/index.php

16.El autor propone la categoría de “hombre”, nosotros preferimos usar “Ser humano”

17.Reinaga, Fausto. “Tierra y Libertad”, http://www.faustoreinaga.org
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Figura 1

Fuente: Elaboración propia

Por eso, para el pueblo mapuche:

La Tierra no se trata de las rocas y arenas que pisamos 
sino que va mucho más allá. Es todo el territorio donde vi-
ven aves, plantas, árboles, animales de todo tipo, el agua 
que circula y el aire que cruza montañas. No sólo la tierra 
que se pisa (Nag Mapu) sino también la tierra de arriba 
(Wenu Mapu), y la tierra de abajo (Minche Mapu). “Che” 
es la gente, pero la gente que convive, entiende y respeta la 
“mapu”18.

Estudios sobre el Pueblo Maya que realizaron autores como León Portilla y Mor-
ley, Schele, entre otros, identificaron esta concepción del territorio como: Mundo, 
Inframundo y Supramundo. Hoy, para el Pueblo Maya poqomchi sería “re’ k’ux 
taxaj (corazón del cielo), re’ ak’al (suelo), re’ k’ux ak’al (corazón de la tierra).  

Figura 2

Fuente: Elaboración propia

18.http://www.abyayala.info/ruta/argentina/mapuche.html
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Para los kechwas, kichuas y aymaras, sería como el 
sistema del cuerpo humano y que podría ser la dinámica 
del cosmos: Hanan Pacha (es el tiempo futuro, esfera por 
la que se va a transcurrir), Kay Pacha (el mundo del aquí 
y del ahora), Ukhu Pacha (adentro)19.

Con estos datos, afirmamos que el sistema maya y 
el sistema de los otros pueblos originarios, es un sistema 
que se opone al capitalismo y por eso, la defensa del te-
rritorio es fundamental para el proceso de “re-vitalizar la 
identidad”, para iniciar el proceso de “re-formar el Esta-
do”: Precisamente por eso es que se considera que la fra-
se: “de la resistencia al poder”, debe construirse primero 

como: “de la resistencia a la liberación”20.

Lo mayas q’eqchi, nos demuestran este proceso de la resistencia a la libe-
ración. Para no tener una identidad enajenada o alienada o para no perder la 
identidad, diríamos ahora, recuerdan que sus padres y madres les recordaron 
que, si se iban a marchar de su territorio, que tuvieran cuidado de no perder 
de vista los “oxlajuj tz’ultaq’a”, porque en el momento que no los vean podrían 
comenzar a dejar de ser q’eqchis.

Figura 3

Fuente: Javier Lajo

Precisamente por eso, el q’eqchi siempre se considera como un “ral ch’ooch” 
(hijo de la tierra) en contraposición al “kaxlan” (ladino o extranjero). Estas dos 
concepciones del mundo y de la vida estarán siempre en constante oposición, 
más o menos como lo que el marxismo llamará “la lucha de clases”21, enten-
diendo esta lucha como el proceso de transformación de las estructuras que 
oprimen y reprimen.

19.Lajo, Javier “Qhapaq Kuna, más allá de la civilización, reflexiones sobre la filosofía occidental y la sabiduría indígena”, Pachawaray, Perú, 2002.

20.Palencia, Tanya. “Presentación sobre megaproyectos, hidroeléctricas y la lucha maya en Huehuetenango”, mazo 2009.

21.Holloway, John (compilador). “Clase = Lucha, antagonismo social y marxismo crítico, Herramienta”, UAP, Argentina, 2004. Kohan, Nestor. “Aproximacio-
nes al marxismo, una introducción posible”, Oceans Sur, Querètaro, 2008.

Afirmamos que el sistema maya 
y el sistema de los otros pueblos 
originarios, es un sistema que 
se opone al capitalismo y por 
eso, la defensa del territorio es 
fundamental para el proceso de 
“re-vitalizar la identidad”, para 
iniciar el proceso de “re-formar 
el Estado”: 
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Por eso entonces, la lucha debe 
ser por la autodeterminación social 
de nuestro quehacer (…) apunta 
directamente a crear nuestro po-
der de crear otro mundo22.  Esta 
creación de otro mundo implica 
crear un nuevo sujeto político que 
actúa en diferentes campos prác-
ticos: familiar, económico, político, 
militar, religioso, etc.23

Si el Pueblo Maya se impone 
ante los megaproyectos del capi-
talismo, entonces significa que el 
sistema que propone es el siste-
ma maya, el cual está basado en 
determinados valores y principios; 

esto implica entonces que el sujeto 
político es el Pueblo. Este pueblo es quien manda y como seguirá diciendo 
Dussel:

La política consiste en tener “cada mañana un oído de dis-
cípulo”, para que los que “mandan, manden obedeciendo”.  
El ejercicio delegado del poder obediencial es una vocación 
a la que se convoca a la juventud, sin clanes, sin corrientes 
que persiguen sus intereses corrompidos, y son corrompidos 
por luchar por intereses de grupos y no del todo24.

La pregunta es, ¿el Pueblo Maya estará preparado para imponer su sistema 
como un sistema hegemónico y hacerlo que se encamine a transformar las 
estructuras injustas del sistema actual?

A manera de perspectiva: La Defensa del territorio 
¿Una oportunidad para la liberación?

En la concepción histórica de la vida de los Pueblos Mayas no puede sepa-
rarse tierra de territorio.  Ambos están íntimamente articulados y complemen-
tados. Esta forma de ver la vida permite la construcción, no sólo del sujeto de 
derechos sino también del sujeto histórico-social.

El Popol Wuj25 es muy esclarecedor para encontrar elementos que nos per-
miten construir una estrategia de lucha para la defensa y liberación de los 
territorios indígenas que están en manos del Estado, de los grupos de poder 
nacional y de las multinacionales. Por eso me remito a él cuando quiero que 
nos hagamos comprender porque la defensa del territorio y todo lo que en él 
hay, se comprenda como una oportunidad para que al final alcancemos la libe-
ración.

En esta majestuosa herencia de nuestros antepasados encontramos lo si-
guiente:

22.Holloway, op. cit., 2004.

23.Dussel, Enrique. “20 tesis de política”, CREFAL, Siglo XXI, México, 2006.

24.Dussel, op. cit., 2006.

25.Los datos del Popol Wuj que estaré utilizando en este documento son tomados de la traducción de Enrique Sam Colop.

La Sierra de los 
Cuchumatanes, 
Huehuetenango.

Foto: Google.
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Cuando tendrá que ser la siembra y el amanecer?, ¿Quiénes 
serán los proveedores, los cuidadores?, ¡Que se haga reali-
dad!, ¡Las aguas que se aparten, que se vacíe!, Porque debe 
surgir la Tierra su superficie debe verse. Luego que venga la 
siembra que nazca el Cielo y la Tierra, ¿no es acaso el lugar 
de veneración, de invocación de nuestros seres formados, de 
nuestros seres creados?

Posteriormente, en el mismo Popol Wuj se narra lo siguiente:

Luego surgió la Tierra por su obra, sus palabras fueron su-
ficientes para que esto ocurriera, para que la Tierra apare-
ciera: -“¡Tierra!”, dijeron y de inmediato emergió como si 
fuera sólo nube, como si fuera neblina, empezó a aparecer, 
empezó a crecer. Del agua empezaron a salir los cerros y de 
inmediato en grandes montañas se convirtieron. Solo por su 
prodigio, solo por su poder se consiguió la concepción de 
las montañas y valles (Juyub’ Taqaj, Tzuul Taq’a); que de 
inmediato rebosaron de cipreses y de pinos.

Después que fueron creados los cuatro primeros hombres, 
estos agradecieron al Creador y Formador, diciendo: Ha-
blamos, escuchamos; meditamos y nos movemos. Nos sen-
timos muy bien, hemos conocido lo que está lejos, lo que 
está cerca. Asimismo hemos visto lo que es grande, lo que es 
pequeño debajo del cielo, y sobre la tierra […] Gracias por 
su creación y su formación. Acabaron por conocerlo todo, 
vieron las cuatro esquinas, los cuatro lados; la bóveda del 
Cielo, la faz de la Tierra. 

En la danza drama Rabinal Achi, el Varón de los K`iche’ constantemente 
repite esta frase “sobre la faz de la tierra y sobre la faz del cielo”; incluso, 
cuando será al final sentenciado, primero pide permiso para ir a despedirse de 
su valles, de su montañas y de todo lo que ha visto.

El título de los Señores de Kajkoj, los “Aj Walaq” (de 
la voz), quienes escriben el título, dicen, están nuestros 
mojones, nuestras esquinas, así lo dejaron dicho nuestros 
abuelos y nuestras abuelas, y solo nos toca a nosotros 
defenderlo y cuidarlo.

Solo los párrafos anteriores pueden fundamentar el 
derecho histórico que tienen los Pueblos Mayas sobre la 
tierra y el territorio. Por lo tanto, no habría necesidad de 
recurrir a la normativa internacional sobre derechos hu-
manos para que exigir al Estado y al gobierno el respeto a 

las demandas de los pueblos, de ya no realizar exploraciones ni excavaciones 
mineras en los territorios, así como oponerse a los proyectos hidroeléctricos 
en todo el país tal como sucede con HidroXacbal, San Luis, Santa Cruz, el pro-
yecto Xalalá y otros.

Los instrumentos y mecanismos internacionales en materia de derechos 
humanos y en materia de derechos de la naturaleza como la Declaración sobre 
la Biodiversidad, tanto del Sistema de las Naciones Unidas (ONU) como de la 
Organización de los Estados Americanos (OEA) y el Convenio 169 de la Organi-
zación Internacional del Trabajo (OIT), donde el Estado es Parte, además de la 

La tierra y el territorio reconfi-
guran eso que llamamos cosmo-
visión, y precisamente por eso la 
cosmovisión no es un listado de 
buenas intenciones sino que es 
un sistema que se opone al capi-
talismo y al neoliberalismo.
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26.Sobre este concepto “territorialidad del poder” estamos preparando otro documento.

Constitución Política de la República de Guatemala, 
sobre todo lo relacionado a comunidades étnicas 
y otras leyes secundarias, son complementarios 
de la concepción que sobre la tierra y el territorio 
tienen los pueblos mayas y no a la inversa.

Siendo entonces así, es importante reconocer 
que la “tierra y el territorio” es el u’k’ux de la iden-
tidad maya. Es la que reconfigura la identidad y la 
espiritualidad más que “la ceremonia” que puede 
estar sujeta a diversas interpretaciones y utiliza-
ciones. ¿Acaso el gobierno actual de Álvaro Colom 
no se ha inclinado por financiar ceremonias mayas 
en diferentes lugares del país, como parte de su 
política para Pueblos Indígenas?.  

La tierra y el territorio reconfiguran eso que llamamos cosmovisión, y pre-
cisamente por eso la cosmovisión no es un listado de buenas intenciones sino 
que es un sistema que se opone al capitalismo y al neoliberalismo.

De esta manera, es el sistema lo que está en peligro cuando se ejecuta un 
proyecto por muy pequeño que sea.  Es el Sistema Maya el que está siendo 
trastocado. 

La demanda por el “BIEN VIVIR” del Pueblo Maya, está relacionado en-
tonces con la defensa del territorio. De ahí que la frase “de la resistencia al 
poder” está relacionada con el inicio de un proceso que estamos denominando 
la “territorialidad del poder”26.  

Símbolo de tierra 
en el Calendario 
Maya

Fuente: Google.
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“Tenemos que colocar en el centro del debate la realidad 
misma del ser humano como individuo y como colectivos, 
en su diversidad, pues hacen a sujetos distintos y 
complejos, multiclasistas, no contradictorios, de género, 
cultura, ambiente, que no pueden ser reducidos de manera 
simplista a la categoría de Clase Social”

En el marco de la realización del Programa “Sujeto, Reflexión, Conoci-
miento y Compromiso Social (SURCCOS)” que el Centro Cultural El Romero 
de Panajachel, Sololá, ha venido organizando desde el año 2008 de manera 
sistemática, El Observador entrevistó al Doctor Hugo Zemelmann, reconocido 
sociólogo y cientista político chileno que actualmente dirige el Instituto Pen-
samiento y Cultura en América Latina (IPECAL), un espacio de recuperación y 
de creación del pensamiento latinoamericano en el que concurren importantes 
intelectuales críticos de diferentes países del continente.

El Observador ha sido invitado a varias de estas actividades y, en ese con-
texto, aprovechó la ocasión para conversar e intercambiar puntos de vista con 
el Dr. Zemelmann sobre tópicos centrales relacionados con la epistemología y la 
metodología en el mundo de hoy.

En la entrevista resumida que a continuación publicamos, el Dr. Zemelmann 
desarrolla planteamientos de su vasta obra epistemológica y metodológica en-
caminada a construir pensamiento crítico, la cual tiene como eje de análisis la 
subjetividad de los sujetos sociales y la construcción de los sujetos políticos 
como transformadores de la historia, especialmente en América Latina. Se trata 
desde el análisis de la realidad, descubrir el futuro en lo real de hoy.

Doctor Zemelmann, desde un enfoque epistemológico1: ¿Cuál es la re-
lación entre el conocimiento y los Sujetos Sociales?

Hay que considerar a la historia humana. La problemática de los sujetos no 
es arbitraria, teórica o epistémica, sino histórica. Obedece al conjunto de la rea-
lidad social como una construcción humana. Los sujetos son historia y la historia 
es una construcción de sujetos.

El desafío del conocimiento es ¿Quiénes son los que construyen?, ¿Cómo 
construyen?, ¿En cuánto tiempo construyen?, ¿En qué dirección construyen y 
cuándo son reemplazados? Por lo tanto, el tema del sujeto es el tema de la his-
toria. Esto obliga a nuevos planteamientos en las Ciencias Sociales al enfocar la 
realidad. Una de las principales exigencias es romper con algunos rígidos que 
aparecen muy dados, impersonales, como una suerte de Estructuralismo mal 
entendido que ha llevado a que concibamos la realidad social sin sujeto. Esto se 
reflejó en el Marxismo de una manera muy clara; terminó siendo una especie de 
ciencia natural de la Sociedad y eso llevó a muchos fracasos. Se pretendió hacer 
una teoría universal de la Sociedad Humana que llevó a  pensar que la realidad 

1.La Epistemología es la rama de la filosofía que trata de los problemas filosóficos que rodean la teoría del conocimiento, los conceptos, las fuentes, criterios, 
tipos de conocimiento posible y el grado con el que cada uno resulta cierto; así como la relación exacta entre el que conoce y el objeto conocido. Véase: 
Zemelman Merino, Hugo. “Pensar teórico y pensar epistémico. Los desafíos de la historicidad en el conocimiento social”, en América Latina: los desafíos del 
pensamiento crítico”. Sánchez Ramos, Irene, y Sosa Elízaga, Raquel (Coordinadoras). Siglo XXI Editores, primera edición 2004, páginas 21-33.
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social se regía por un tipo de leyes comparables con las de 
la naturaleza. Bastaba con conocerlas para que, de manera 
inevitable, la sociedad evolucionara sin mediación de la vo-
luntad humana. Se incurrió en un razonamiento mecánico 
e ingenuo porque el advenimiento de la Sociedad Superior 
era cuestión de tiempo, algo inevitable.

Esto llevó a grandes fracasos pues se construyeron una 
política de cambio y teorías a partir del presupuesto del 
llamado “Proyecto Histórico”, pensando que la Sociedad es-
taba condenada de alguna manera a ser libre y no era así. 
Se abandonó el papel de los seres humanos. No se dio im-
portancia a los individuos y se trasladó a colectivos. Estos 
colectivos estaban para entender a los grandes protagonis-
tas de la Historia.

Hay que comprender el movimiento interno de la colec-
tividad, sindicatos, movimientos culturales, partidos políti-

cos, etc. Éstos interactúan de determinadas maneras y complejas, con intereses, 
mezquindades, generosidad y actos heroicos; o también con mucho cálculo y no de 
conformidad a una Ley Histórica ineluctable. Esa es la historia y el ser humano.

El siglo XX demostró que teníamos que colocar en el centro del debate a esta 
gran complejidad: el motor de la historia que es el ser humano, con todos sus ca-
prichos,  vaivenes, arbitrariedades, falta de lucidez, generosidad y solidaridad. El 
no entender eso llevó al error de pensar que la gente que luchaba por el cambio 
social en América Latina era  generosa, mártir; dispuesta al sacrificio y no es así.

Tenemos que colocar en el centro del debate la realidad misma del ser humano 
como individuo y como colectivos, en su diversidad, pues hacen a sujetos distintos 
y complejos, multiclasistas, no contradictorios, de género, cultura, ambiente, que 
no pueden ser reducidos de manera simplista a la categoría de Clase Social.

Puede explicarnos en sus propias palabras: ¿Cómo se define y se configu-
ra un Sujeto?  

Debo saber encontrar el sujeto no sólo categorizarlo como esquemas pre-
existentes, sino desarrollar una conceptualización diferente. Si desaparecieron los 
obreros industriales no han desaparecido los sujetos, sino que emergen otros. Los 
movimientos indígenas pueden ser sujetos, o a lo mejor sólo son componentes de 
un futuro sujeto.  A manera de hipótesis planteo que lo que presenciamos en mu-
chos lugares no son sujetos pero sí componentes de éstos, que requieren madurar 
y articularse.

 
El reto del pensamiento es definir dónde se encuentran y quién los articula. 

Esto puede ser un programa, una organización, un liderazgo probablemente, y 
varía según las condiciones. Evo Morales puede ser un gran articulador de un con-
glomerado humano enormemente complejo y contradictorio entre sí. A lo mejor 
por su mediación carismática pueda llegar a conformar un nuevo sujeto que va a 
reemplazar al minero del estaño. Lo mismo podría ser con Chávez en Venezuela. 
Los nuevos sujetos reemplazan la vieja noción de partidos de clase. El Sujeto se 
configura multiclasista, con sujetos que construyen en muchas direcciones y rara 
vez concomitantes.

Visto así, la conjuncion del Sujeto estaría en  función de un proyecto que a lo 
mejor no es socialismo de los años ´70´s y ´80´s, sino de otro tipo, donde los 

Hay que comprender el movi-
miento interno de la colectivi-
dad, sindicatos, movimientos 
culturales, partidos políticos, 
etc. Éstos interactúan de deter-
minadas maneras y complejas, 
con intereses, mezquindades, 
generosidad y actos heroicos; 
o también con mucho cálculo 
y no de conformidad a una Ley 
Histórica ineluctable. Esa es la 
historia y el ser humano.
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valores de  la justicia, de la equidad, de libertad, estarán 
presentes, pero se van a resolver con políticas económicas 
diferentes. Esos son los retos de la Historia: las emergen-
cias históricas que no están prescritas; que no hay un texto 
que las anticipe; por eso la importancia del pensamiento. 
Hay una necesidad del cambio y esa necesidad del cambio 
puede tomar muchas formas.

Entonces, ¿Cuáles son los desafíos del análisis social, 
especialmente en América Latina?

Al obviar los sujetos como constructores de historia se 
pensó que la Economía explicaba todo, y el individuo no es 
sólo un “homo economicus” sino lúdico, de costumbres, tra-
diciones, cambio, memoria y también futuro. El desafío es 
entender quiénes son los actores predominantes hoy y cuá-
les son sus perfiles, capacidades y dificultades de construc-

ción, y en qué sentido pueden construir, o que puede variar según el contexto.

El Siglo XX nos ha dejado esta tarea en la cual los instrumentos del Marxismo 
son válidos como  una forma de razonamiento y capacidad de problematización. 
Como dijo Gramsci, el Marxismo es tal vez el único paradigma de conocimiento ca-
paz de crecer con la Historia; una lógica de pensamiento que no queda encerrada 
en si misma, atrapada en sus propias verdades, y se potencia en su capacidad de 
descubrirlas en los distintos momentos de la Sociedad Humana.

 
En América Latina ha habido muchos marxistas de papel que han recitado 

la obra de Marx, y probablemente sean grandes eruditos de su obra pero no ha 
habido pensamiento marxista. Los grandes cambios revolucionarios no estuvieron 
orientados por esa guía de pensamiento sino en un plano hiperideologizado; un 
discurso abstracto, analógico, que comparaba contextos resultó en fanatismo y 
dogma. El  Marxismo es capaz de abrirse a lo nuevo de la Historia, a las emer-
gencias, y no cualquier modo de pensar puede enfrentar y resolver ese desafío. 
Efectivamente, las otras teorías tienden a negar ese cambio, a retardarse en sus 
propias afirmaciones; a encerrarse en su propio contenido y dejar que la historia 
pase de largo.

Hoy día no tenemos una idea clara de los Sujetos en América Latina. No te-
nemos los conceptos adecuados. Privilegiamos el discurso sobre el Sujeto y no 
vemos a los Sujetos que existen y están construyendo algo que no queremos 
reconocer.

Hay un desafío importante que es teórico, también político y que va a tener 
consecuencias. Hoy en día estamos viviendo una coyuntura enorme llena de po-
sibilidades como todas las coyunturas: el colapso del modelo neoliberal abre mu-
chas posibilidades. El reto está en saber reconocer esas posibilidades y eso implica 
un pensamiento riguroso el cual no lo tenemos.

En este mismo orden de ideas, ¿Cuáles son las condiciones que configu-
ran a los Sujetos? ¿Qué los potencia y los caracteriza?

Un aspecto central es saber leer el “El sistema de necesidades de la gente”, la 
necesidades que la mueven cotidianamente, que son materiales y simbólicas. Ahí 
está el embrión del Sujeto pues es la condición para compartir una visión y proyec-
to de futuro.  De igual manera, hay que trabajar al Sujeto desde la vida cotidiana, 
en lo que Lenin llamaba el grisáceo trabajo cotidiano. Ahí está la fuerza y también 
están los grandes enemigos de la transformación: la rutina, la costumbre, el miedo 

Hay un desafío importante que 
es teórico, también político y 
que va a tener consecuencias. 
Hoy en día estamos viviendo 
una coyuntura enorme llena de 
posibilidades como todas las co-
yunturas: el colapso del modelo 
neoliberal abre muchas posibili-
dades. El reto está en saber re-
conocer esas posibilidades y eso 
implica un pensamiento riguro-
so el cual no lo tenemos.
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y la comodidad. La persona de cambio no es necesariamen-
te generosa. ¡Cuidado con eso!, que fue la gran ingenuidad 
de la izquierda en Latino América, creer que toda la gente 
buena estaba en la izquierda y todos los malos estaban en 
la derecha; y no es así y eso hay que asumirlo.

Sobre todo en países como éstos (como Guatemala) 
donde hay una fuerte corriente escatológica, donde la gen-
te cree y tiene un sistema de creencias trascendental, que 
la mueve más poderosamente que sus afiliaciones partidis-
tas, ideológicas: sus concepciones religiosas, por ejemplo. 
Si no entendemos eso y consideramos que toda la gente 

que cree es gente que está entregada al Capitalismo, entonces sí lo estamos for-
taleciendo porque no sabemos leer el sistema de necesidades.  La gente cree por 
algo. Usted no puede formar una persona de cambio con lo que los sociólogos 
llaman la gratificación diferida. Usted no puede pensar, como se hizo en el pasado, 
que en algún momento le va a llegar la alegría y la justicia a la persona, y que 
mientras tanto soporta el sacrificio y vive en un sistema colectivo.  Esto no se da, 
salvo, quizás, en los movimientos indígenas.

Aquí se articulan subjetividades inorgánicas, multiformes y contradictorias. 
Hay que leer cuáles son los mecanismos de cohesión de todo esto y así recuperar 
el papel del partido, de la organización, o de los movimientos sociales organiza-
dos. Ese mecanismo puede estar enormemente centrado en la presencia de cierto 
tipo de liderazgo, como ha sucedido históricamente en América Latina. La fuer-
za del liderazgo está en que es capaz de articular el sistema de necesidades del 
presente con una visión de futuro,  pero sobre todo con una memoria a partir de 
la cual se puede leer el sistema necesidades, y de proyectar esa lectura más allá 
del presente, hacia un futuro posible. Eso puede tener una dimensión social muy 
importante. 

Y en el sentido anterior, ¿Cuál es el papel de las izquierdas a nivel teó-
rico y práctico en la región?

Creo que la izquierda tiene que guardar su pensamiento, que no lo tiene o lo 
perdió. A pesar de que en los ´80´s hubo experiencias inimaginables en Centro-
américa, no nos preguntamos por qué estos países están como están en la actua-
lidad. ¿Qué pasó ahí?, ¿Se está haciendo ese análisis por los centroamericanos? 
No procesamos las lecciones de la historia y lo mismo sucedió en otros casos en 
América Latina. No vamos a saber las causas de la derrota, pues manejamos un 
esquema demasiado obvio, es decir, la culpa la tiene el Pentágono o la  CIA, como 
si los procesos de cambio iban a triunfar con la alianza del Imperio.

El proceso de cambio en América Latina no tiene pensamiento que permita co-
nocer a los Sujetos, ya sean locales, nacionales o globales. El actor se construye, 
emerge y hay que potenciarlo. La heterogeneidad de los cambios globales genera un 
caldo de cultivo de nuevos actores, y los nuevos Sujetos no necesariamente tienen 
que ser de izquierda.  La izquierda en este momento está rebasada por la dinámica 
de construcción de los Sujetos. Ha quedado anquilosada. Está sin pensamiento.

Hay que rescatar la memoria, reescribir “La herencia olvidada de la rebeldía” 
que nos dejó la guerrilla guatemalteca,  salvadoreña, sandinista; no la política, y 
menos cuando se transforma después en partido político dividido y disminuido. 
Eso no está escrito, lo hemos vivido como derrotas, sin futuro. Toda derrota se 
agota en si misma sin ver que son sólo un tránsito histórico. Al perder la visión 
del proceso histórico nos quedamos sin la capacidad  de superarlo, imaginando un 
futuro ya acabado.

Creo que la izquierda tiene que 
guardar su pensamiento, que no 
lo tiene o lo perdió. A pesar de 
que en los ´80´s hubo experien-
cias inimaginables en Centro-
américa, no nos preguntamos 
por qué estos países están como 
están en la actualidad.
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Entonces, ¿Cuál es el papel de la utopía?

La utopía como horizonte posible apunta a la creación. El ser humano se está 
constantemente construyendo y organizando esa construcción; expresa lo acaba-
do y lo inacabado. La utopía es como el deseo de sobredimensionarse frente a las 
propias realidades y condiciones que tienden a aquietarlo, a aplastarlo. Si usted 
tiene sociedad determinada pero está inconforme con ella en la medida en que no 
responde a todas sus apetencias; o como diría el propio Castoriadis2, a esa pasión 
instituyente del humano de leer aquello que no está escrito. Esta  capacidad de es-
tar más allá de aquello que lo limita, lo determina,  es un aspecto de su condición 
que lo hace grande, y a la vez,  peligroso para si mismo, porque también puede 
ser gran depredador de si.

La utopía es una versión como secular de la trascendencia, buscó ir más allá 
y eso es la potenciación.  Al pensar desde la utopía, partimos desde los valores: 
la justicia, la libertad, el valor de la dignidad, lo que sea, el valor de una sociedad 
mejor. No como algo externo sino como parte de su esencia, de la gran fuerza, el 

enorme peso del poder, sobre todo cuando el poder ejerce 
a lenguajes subliminales, como en el caso del lenguaje del 
consumismo.

La utopía es un proyecto político y alude a estar alerta 
con respecto a todos los conformismos y contemplamientos 
del espíritu; a ver con naturalidad los fenómenos y no na-
turalizarlos; a no creer que es miserable o marginal porque 
no hay otra manera de vivir, ya que es una creación huma-
na. En este sentido, la utopía, como visión da lucidez en el 
presente en la medida en que concibe que otra sociedad es 
imposible.

Ya que la utopía permite cierto distanciamiento, vemos 
que ya no es igual al Socialismo, tal como lo conocimos; tal 
vez sea la misma palabra, pero tendrá un nuevo significado 
que permita leer lucidamente lo que tenemos. El Socialis-
mo dejó de cumplir esta misión porque fue una experiencia 
real y posiblemente se necesita una opción de redención, 
contrafáctica, en el sentido de que si se realiza, deja de ser 
utopía.

En este contexto, ¿Cuál considera que es la función del pensamiento críti-
co en la construcción de un planteamiento alternativo al Capitalismo y la 
configuración de Sujetos Sociales capaces de potenciarlo?

A lo mejor estamos obligados a construir otro discurso que la realidad exige, 
que es la emergencia de lo nuevo.  El Capitalismo se transformó violentamente, 
la vieja simetría entre el factor capital y trabajo se rompió, y el factor trabajo se 
desarrolló en una dirección no prevista por la revolución tecnológica. Ha creado 
nuevas estratificaciones sociales, nuevas divisiones; pero también nuevas formas 
de solidaridad e imaginarios de futuro. El poder de los medios de comunicación, el 
predominio de las sociedades de consumo, eso es parte del problema. El Capitalis-
mo trabaja sobre el sistema de necesidades y a esto,  el pensamiento crítico social 
no le da ninguna respuesta. En América Latina se trabajó la utopía; esta dejó de 
tener fuerza y no tuvo capacidad de reemplazarla.

2.	 Se refiere a Cornelius Castoriadis (1922 - 1997). Filósofo y psicoanalista francés de origen griego, defensor del concepto de autonomía política y fundador 
en los años de la década de 1940, del grupo político Socialismo o barbarie y de la revista del mismo nombre, de tendencias próximas al luxemburguismo y al 
consejismo. Posteriormente abandonaría el marxismo para adoptar una filosofía original y una posición cercana al autonomismo y al socialismo libertario.

La utopía es un proyecto políti-
co y alude a estar alerta con res-
pecto a todos los conformismos 
y contemplamientos del espíritu; 
a ver con naturalidad los fenó-
menos y no naturalizarlos; a no 
creer que es miserable o margi-
nal porque no hay otra manera 
de vivir, ya que es una creación 
humana. En este sentido, la uto-
pía, como visión da lucidez en 
el presente en la medida en que 
concibe que otra sociedad   es 
imposible.
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Entonces es necesario cambiar el modo de pensar la realidad y construir un 
pensamiento concordante con la complejidad histórica en tanto construcción hu-
mana. Es considerar que son diseños mucho más complejos que los puramente 
explicativos o inferenciales como los del Estructural Funcionalismo, del Estructura-
lismo y también del Marxismo, que se planteó como un de esquema explicativo de 
todo.  Hablamos de cambiar la lógica de razonamiento lo que tiene que ver mucho 
con los lenguajes simbólicos. Si  nos atrevemos a enriquecer el lenguaje natural, 
seguimos reduciéndolo al absurdo; a la relación entre factores que se expresan 
en términos numéricos, en el lenguaje de variables. Es un lenguaje muy preciso 
porque no va a decir nada de nada. ¿Cuál es el estado de la Ciencias Sociales? En 
este momento es cero en el sentido de que hay una gran cantidad de cositas que 
se conocen, por supuesto, pero con ellas es imposible armar algo; no se puede 
componer una visión de Continente articulando esos muchos pequeños conoci-
mientos que se han logrado.

Las Ciencias Sociales se van a hacer cómplices de las grandes tragedias del 
Continente; los intelectuales comprometidos o no compro-
metidos se han hecho cómplices de alguna manera por su 
superficialidad, su ideologismo y han apuntalado a los gran-
des errores políticos.  Esto implica replantear la práctica, 
revisar la producción universitaria, de los grupos de trabajo 
de CLACSO3 y FLACSO4; es un cambio en el diseño mental, 
de cómo pensar la realidad socio histórica y construir co-
nocimiento.  Supone un lenguaje diferente, metodologías 
distintas y diferentes  pasos en el proceso de investigación;  
supone otro concepto de teoría, de verdad, de datos y su-
pone otro concepto de objetividad. En la medida en que la 
ciencia no haga el esfuerzo de autoreflexionarse a si mis-
ma, va dando vuelta a la realidad histórica, o simplemente 
inventa una realidad.

Debemos saber leer el orden, su lógica interna, sus  
puntos débiles y fuertes. Esto es en términos de Gramsci: 
El bloque de poder. Hay que recuperar la dimensión políti-
ca del pensamiento. El pensamiento conservador siempre 
tiene claro para qué piensa, mientras que el pensamiento 
de cambio no y entonces pierde el proyecto. La dirección 

política le da sentido al pensamiento y el momento histórico actual está exigiendo 
desde que opción de futuro el construir; no construir sólo discursos sino suposicio-
nes posibles de ser traducidas en práctica. Esto implica que el pensamiento tiene 
que retroalimentarse de la práctica, de los actores, aunque todavía no se consti-
tuyan como tales.

El desafío del conocimiento está en traducir el valor que inspira el sentido de 
conocer en una forma de construir un conocimiento que sea traducible en prácticas 
posibles. El pensamiento crítico latinoamericano perdió la dimensión política, la 
cual se configura en una construcción de futuro ante la cual, la intelectualidad se 
ha separado. Al Capitalismo no le afecta el discurso o los insultos de la academia 
sino la presión social.

En el sentido anterior, habría que distinguir las determinaciones económicas, 
políticas, e institucionales del imaginario que el Capitalismo crea.  Estas van con-
formando cierta subjetividad social; un sistema de necesidades en el mundo ma-

El desafío del conocimiento está 
en traducir el valor que inspira 
el sentido de conocer en una for-
ma de construir un conocimien-
to que sea traducible en prác-
ticas posibles. El pensamiento 
crítico latinoamericano perdió 
la dimensión política, la cual se 
configura en una construcción 
de futuro ante la cual, la intelec-
tualidad se ha separado. Al Ca-
pitalismo no le afecta el discur-
so o los insultos de la academia 
sino la presión social.

3.	 Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales.

4.	 Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales.
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terial e inmaterial. Ahí hay una construcción muy compleja 
que tiene que ver con las modificaciones del Capitalismo 
en términos de su adaptación, su capacidad de controlar 
las necesidades y mentalidades de las personas. En esto 
juegan un papel importante los medios de comunicación de 
masas como un mecanismo fundamental de hegemonía. 

Vemos un Capitalismo de servicios, mediático, que es un elemento nuevo no vis-
lumbrado en el siglo XIX.  

Y ante esto, ¿Es posible construir contrahegemonía, como lo planteó 
Gramsci? 

Yo creo que Gramsci dio el primer aporte, ha tenido seguidores: Bloch, Casto-
riadis, entre otros.  Crear lo que la utopía requiere, una postura de la necesidad de 
futuro. Si no tengo necesidad de futuro podré ser crítico pero me voy a quedar con 
lo que tengo, reproduciendo en mi vida cotidiana el Capitalismo, del cual hago todo 
tipo de denuestos pero sigo ahí, tranquilo. Súbditos en definitiva. La derecha y los 
países dominantes lo saben muy bien.  Es por eso que en este momento enfren-
tamos una expresión de estas situaciones. Vivimos regímenes democráticos que 
ocultan una dictadura empresarial. Los militares ya están fuera, son parte del mu-
seo de la historia; ahora los actores son los otros, ya no necesitan a los militares; 
al contrario, les molestan. Los transformaron en policía y punto.

La democracia como nosotros la entendemos, es el sistema que legitima 
los poderes fácticos. 

Afrontar esto requiere de pensamiento, saber captar la concreción del momen-
to histórico. 

Doctor, ¿Puede transmitirnos sus reflexiones finales, a manera de conclu-
sión? 

Lo único que agregaría sería que no perdamos claridad respecto al gran desafío 
que tenemos: la complejidad del Capitalismo en este punto, de cómo se reproduce 
en el Mundo, y en particular, en este continente. Requiere tener una gran lucidez 
mental sin que esto se interprete como una especie de neoilustración. Es simple-
mente que la Historia exige una gran claridad mental y no la tenemos. No es elegir 
el camino fácil de los ideologismos con los discursos en los que todo es coherente.  
Esa coherencia se logra a veces a costa de construcción de un discurso ficticio. 
Puedo construir la coherencia de la mentira. Es preferible un discurso titubeante, 
un discurso incompleto, un discurso lleno de interrupciones, vaguedades, pero que 
represente el esfuerzo humano de entenderse en esta dialéctica de la historia que 
nunca se acaba de dar. La historia siempre nos está haciendo incompletos y, por lo 
tanto, la historia en consecuencia nos está haciendo y recriminando la necesidad 
de completarnos, y es a completarnos como seres humanos y completarnos en la 
sociedad.  Esto nos lleva a la necesidad del futuro como la posibilidad de lograr 
aquello que no se tiene.  

Ahí es donde creo que el pensamiento es fundamental, un pensamiento más 
complejo que puramente científico, nomológico; un pensamiento que a lo mejor va 
a requerir de muchos lenguajes, no sólo de uno. Creo que en ese sentido, América 
Latina tiene una gran posibilidad de recuperar su pensamiento para ver esta histo-
ria del proceso de darse, de construirse, que es un esfuerzo de trabajar con todos 
los lenguajes en que el pensamiento se está aplicando en el Continente: la Ciencia, 
son los de la literatura, el lenguaje nomológico y el lenguaje simbólico. Ahí, en el 
conjunto de todos los lenguajes está el verdadero pensamiento y su fuerza para 
construir futuro.

La democracia como nosotros 
la entendemos, es el sistema que 
legitima los poderes fácticos. 
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Conferencia 
Internacional 

“Mujer, Minería y Derechos 
Humanos: Más allá del Reto”

Del 15 al 17 de marzo se realizó en Guatemala la Conferencia Internacio-
nal “Mujer, Minería y Derechos Humanos: Más Allá del Reto”, organizada por 
la Fundación de Monitoreo Minero para América Latina (LAMMP) de Inglaterra, 

Derechos en Acción y la colaboración del Movimiento de 
Mujeres Indígenas Tz´ununija´, dentro del contexto de 
fortalecimiento de la Unión Latinoamericana de Mujeres 
por el Derecho a Defender Nuestros Derechos  (ULAM).

Este encuentro conjugó a más de 100 mujeres de 
varios países de América Latina, afectadas por la explo-
ración y explotación minera que realizan empresas tras-
nacionales, como parte de los proyectos de extracción 
de riquezas en los territorios de las comunidades de los 
Pueblos Indígenas, bajo la lógica de la acumulación por 
desposesión del capital en su etapa actual.

Participaron mujeres mayas, aymaras, pemones y 
mestizas de Guatemala, Bolivia, Ecuador, Perú y Vene-
zuela, que intercambiaron información y reflexión crítica 
acerca de los efectos de la minería en sus países y el im-
pacto directo sobre la vida de las mujeres, constatando 
en la Declaración que fue suscrita al final del encuentro 
que:

Los proyectos mineros forman parte de las políticas neoli-
berales que promueven la expansión de la minería en Amé-
rica Latina; políticas que en complicidad de los gobiernos y 
Estados, facilitan el enriquecimiento a expensas del saqueo 
y despojo de los bienes naturales que están en nuestros te-
rritorios sin el consentimiento previo, libre e informado de 
las comunidades, irrespetando así la libre determinación de 
los Pueblos… 

Y continúan respecto a la vida de las mujeres:

Denunciamos que ante la mirada complaciente de nuestros 
gobiernos y Estados, la minería afecta gravemente a la vida 
de las mujeres, de sus hijas e hijos, impidiéndoles el goce de 
derechos elementales como la salud, agua, soberanía ali-

Por el 
equipo de El 
Observador

Una de las 
participantes 
al momento de 
presentar tres 
informes sobre 
violaciones de 
los derechos 
humanos de las 
mujeres que oca-
siona la minería 
a cielo abierto.

Foto: Carmen Reina
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mentaria, seguridad e integridad personal, ambiente sano y 
ecológicamente equilibrado. Derechos fundamentales para 
el desarrollo integral y el Buen Vivir.

De hecho, en el caso de Guatemala, fueron presentados tres informes de 
investigación realizados por estas instancias en San Juan Sacatepéquez, Saca-
tepéquez; El Estor, Izabal; y San Miguel Ixtahuacán, San Marcos. Ahí se cons-
tatan graves violaciones hacia los derechos humanos de las mujeres en aspec-
tos específicos hacia los derechos contenidos en la legislación guatemalteca, y 
en convenios y tratados internacionales en materia de derechos humanos.

Algunos de los derechos violados son:

i)	 La falta de consulta y de participación en la toma de decisiones sobre su 
desarrollo; y,

ii)	 La privación y contaminación de fuentes de agua cuando son las mujeres 
quienes fundamentalmente la administran en las comunidades.

Además existen graves impactos en la salud. Por ejemplo, en San Miguel 
Ixtahuacán, San Marcos, se han registrado enfermedades en la piel, caída del 
cabello, nacimiento de niños acéfalos, el aumento de abortos espontáneos, 
infertilidad, aumento en la incidencia de cáncer, enfermedades en vías res-
piratorias. Constata esta situación el reciente informe de la Universidad de 

Michigan que reveló la existencia de tóxicos en sangre y 
orina de población cercana a la Mina Marlin, en San Miguel 
Ixtahuacán y Sipacapa, San Marcos1.

No hay que olvidar también las más de 120 casas ra-
jadas, dañadas y afectadas por las explosiones de la mina, 
y el abuso que Unión Fenosa cometió al colocar tendido 
eléctrico en viviendas de mujeres de manera inconsulta.

En el caso de las mujeres afectadas por la cementera 
en San Juan Sacatepéquez, el impacto más fuerte lo cons-
tituye las enfermedades respiratorias por el polvillo per-
manente. Además, se duplica su jornada de trabajo pues 
la cementera ensucia permanentemente vestuario, uten-

silios de cocina, viviendas, alimentos, etc. Es necesario destacar que durante 
el estado de prevención en este municipio, decretado por el Estado ante la 
resistencia comunitaria a la apertura de la cementera, muchas mujeres fueron 
víctimas de violaciones y otras agresiones sexuales por parte de las fuerzas de 
seguridad del Estado, lo que ha quedado en la impunidad.

Otras violaciones a los derechos de las mujeres se refieren al despojo de 
territorios, en particular, cuando la propiedad de la tierra ha estado concentra-
da en los varones y padres de familia, la pérdida de viviendas y de tierras para 
cultivos genera inseguridad alimentaria.

La presencia de las empresas ha alterado la dinámica social de las comuni-
dades y producto de ello ha aumentado el alcoholismo, la violencia social y los 
graves efectos que de ahí se desprenden como por ejemplo, violencia intrafami-
liar y el abandono de hogares, donde mujeres y niñez son las más afectadas.

1.	 Ramírez, Alberto, y, Ordóñez, Antonio. “Estudio detecta minerales pesados en pobladores”, Prensa Libre, 9 de mayo de 2010.

Otras violaciones a los derechos 
de las mujeres se refieren al des-
pojo de territorios, en particular, 
cuando la propiedad de la tierra 
ha estado concentrada en los 
varones y padres de familia, la 
pérdida de viviendas y de tierras 
para cultivos genera inseguri-
dad alimentaria.
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Esta problemática comple-
jiza aún más la histórica situa-
ción de exclusión y opresión 
que la mayoría de mujeres ma-
yas viven por su situación de 
género, es decir, por ser mu-
jeres en un sistema Patriarcal; 
pero, también, agravada por su 
condición de indígenas y pobres 
en una sociedad desigual, que 
además margina a las mayorías 
de la población en función de 
la acumulación de riqueza para 
unas pocas élites económicas y 
políticas.  En estos hechos, el 
Estado de Guatemala ha viola-
do claramente derechos de las 
mujeres que están consignados 
en legislación nacional2 e inter-
nacional que ha ratificado3.

Por esta razón, las mujeres afectadas por la minería, en este encuentro 
demandaron, entre otras cosas:

a)	 El retiro de las empresas mineras de sus territorios y a los Estados, que 
cancelen las licencias otorgadas hasta la actualidad;

b)	 Que los Estados cumplan con su obligación de garantizar los derechos de 
los Pueblos Indígenas, mujeres y población campesina. Que respeten los 
compromisos contraídos con los convenios internacionales en materia de 
derechos humanos y derechos de las mujeres, y que promuevan el resar-
cimiento efectivo e integral hacia las mujeres afectadas.

c)	 Que los Estados protejan los ecosistemas y promuevan la recuperación 
ambiental de las zonas afectadas por la actividad minera;

d)	 Que sea respetada la resolución de la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT), que ordena el cese de la actividad minera en San Miguel Ixta-
huacán y en San Juan Sacatepéquez;

e)	 El respeto a la voluntad colectiva de los Pueblos Indígenas, expresada en 
las consultas comunitarias de Buena Fe que han rechazado la minería en 
sus territorios.

f)	 Que los Estados abandonen la actitud proteccionista hacia las corporacio-
nes mineras y que retomen su obligación constitucional de promover el 
bienestar común de la población.

Finalmente, las mujeres organizadas se comprometieron a fortale-
cer la lucha por sus derechos y por la defensa de los territorios, en una 
resistencia global y unificada, por la defensa de la vida de las mujeres, 
de la vida en general y de la Madre Tierra.

2.	Mencionemos la Ley de Dignificación y Participación Integral de las Mujeres; la Ley de Desarrollo Social; la Constitución Políyivs de la República; la Ley 
de Violencia Intrafamiliar; y Ley de Femicidio.

3.	 Convención de Belem Do Pará, CEDAW. “Convención Internacional e Interamericana de Derechos del Hombre” y Pacto Interamericano de Derechos Econó-
micos y Sociales (PIDESC).

El Observador 
participó en la 
conferencia a 
través de Car-
men Reina, quien
expuso la “Situa-
ción y afección 
de la actividad 
minera sobre las 
mujeres”

Foto: Carmen Reina
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Momento de presentación de la Declaración Final de la Conferencia
Foto: Carmen Reina

Una vista de las asistentes al encuentro.
Foto: Carmen Reina


